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RESUMEN 
 
 
 
Se aborda el problema de la relación entre acción colectiva de carácter contencioso y 
conflicto armado, desde la perspectiva teórica de la Acción Colectiva de Ato Riesgo, no utilizada 
hasta el momento para la exploración y explicación de la protesta en Colombia. Se concreta el 
análisis con el estudio comparado de tales procesos en los municipios de Chaparral y El Líbano en 
el departamento del Tolima, para los últimos tres lustros. La aproximación al cómo y al por qué de 
la Acción Colectiva de Alto Riesgo lo define como una relación política antes que como una 
situación en particular, discutiendo su pertinencia analítica para comprender la complejidad de los 
procesos sociales y políticos locales. La ilustración empírica del cuerpo teórico y la evaluación 
sobre sus alcances explicativos se da mediante una detallada reconstrucción de importantes 
procesos de protesta campesina en los casos seleccionados. Se propone el concepto de escenarios de 
riesgo, como espacio en el que se surge, se concreta y varía la dinámica de riesgo de la acción 
colectiva. Discutiendo a profundidad las características de los actores organizados de violencia en el 
Tolima, así como la dinámica de confrontación entre éstos y las formas en las que ejercen violencia 
contra poblaciones no armadas, se puntualizan las características del concepto escenario de riesgo, 
enfatizando en la construcción de intereses en disputa para la movilización social. Por último, se 
presenta una explicación multicausal del por qué de la acción colectiva ante la aparente 
contradicción entre movilización social y condiciones adversas para su desarrollo.  
 
Palabras clave: protesta campesina, acción colectiva de alto riesgo, escenario de riesgo para la 
acción colectiva, análisis comparado, conflicto armado Tolima, formas de violencia contra 
población no armada, interés en disputa en la movilización social, actores organizados de violencia 
Tolima, Líbano, Chaparral. 
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INTRODUCCIÓN 
 
Una de las características más sobresalientes al momento de analizar los diferentes procesos 
de movilización social en Colombia se refiere a la multiplicidad de condiciones adversas que se le 
anteponen, situación que deriva de la complejidad misma que identifica al conflicto social, político 
y armado presente en la realidad nacional. Por lo tanto, resulta imposible obviar los hechos de 
inseguridad, violencia y persecución que han rondado algunos de los principales procesos de 
movilización social, reconociendo que en la actualidad se trata de una característica propia, ausente 
por sus dimensiones en otros países de América Latina, lo que le confiere una condición de 
excepcionalidad al momento del análisis.     
Se entiende que si bien la anterior característica puede proponerse como una tendencia de 
carácter nacional, es preciso observar los desarrollos locales y regionales que presenta ésta aparente 
contradicción en la que coexisten movilización social y condiciones adversas a la misma. De esta 
manera, el propósito del presente trabajo de investigación es analizar los procesos de acción 
colectiva campesina que se desarrollan en condiciones definidas como de alto riesgo, en una 
dimensión local y regional, haciendo uso de una perspectiva comparada.  
La opción frente a la investigación de procesos de movilización y organización integrados 
por campesinos obedece en lo fundamental a dos razones; por un lado se encuentra que en los 
estudios recientes persiste la ausencia de análisis en temas rurales, haciéndose evidente el franco 
distanciamiento de la academia respecto a algunos de los problemas más sensibles para el país. Esta 
situación tendrá como correlato para el caso del campesinado, el hecho de la construcción de 
política pública sin estudios que analicen su evolución y el papel desempeñado hasta el momento. A 
juicio de investigadores como Carlos Salgado, se trata por tanto de una política pública que se 
construye en franco desconocimiento de los sujetos que pretende afectar [Salgado, 2003]. Un 
segundo motivo en la escogencia de la movilización campesina como objeto de estudio se refiere al 
hecho de ser una de las dinámicas que con mayor persistencia se debe enfrentar a condiciones de 
alto riesgo.     
En lo relativo a acción colectiva, es decir al problema de individuos actuando 
conjuntamente, se encuentra que a pesar de ser uno de los que mayor interés ha despertado en el 
conjunto de analistas e investigadores sociales en el concierto internacional, en Colombia su 
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discusión es más bien reciente y pocos han sido los estudios abocados a encarar la problemática 
para periodos cercanos. 
La ausencia persistente en los temas campesinos y de acción colectiva justifica el desarrollo 
de una propuesta como ésta que analiza, diferencia y compara las dinámicas de acción colectiva 
campesina presentes en el departamento del Tolima, específicamente en los municipios de 
Chaparral y El Líbano, para un periodo comprendido entre 1996 y 2006. A partir en un trabajo de 
análisis comparado entre dinámicas locales y de éstas con la regional, se busca recuperar la 
investigación sobre procesos de movilización campesina, en una región signada por el conflicto, 
articulada alrededor de importantes riquezas económicas y naturales, que actualmente también se 
enfrenta a nuevos procesos de integración económica en los ámbitos local, nacional e internacional. 
El propósito es aportar en el reconocimiento de dinámicas generalmente invisibilizadas, así como en 
la generación de herramientas que posibiliten una compresión de estas poblaciones y procesos, 
útiles tanto para el fortalecimiento organizativo de los campesinos como en la construcción de 
políticas públicas, que hagan una lectura más certera sobre los sujetos que buscan afectar. 
La totalidad del departamento del Tolima presenta hoy una gran complejidad, dadas las 
condiciones socioeconómicas, políticas y de confrontación armada. La opción por el análisis 
comparado de los casos municipales de Chaparral y El Líbano estriba en los cuestionamientos sobre 
el estado actual de la dinámica política y de movilización social de dos municipios que en los años 
cuarenta, cincuenta y sesenta fueron muy relevantes, precisamente por ser el Tolima una de las 
regiones más afectadas por La Violencia. De acuerdo con las cifras elaboradas por Paul Oquist y 
citadas por Absalón Machado [1994, 264], este departamento del centro del país registró el 17,2% 
de las muertes para el periodo 1948-1965, el segundo después del Antiguo Caldas, mientras que 
generó el 11,4% de los migrantes, ubicándose cuarto a nivel nacional.  
Posterior a la trascendencia de estos periodos, tanto Chaparral como El Líbano 
progresivamente van desapareciendo en tanto que escenarios de análisis, volviendo a ocupar un 
lugar hacia los años noventa1, pero en relación casi que exclusiva con el conflicto armado, el auge 
de cultivos de amapola en Chaparral y la crisis cafetera en El Líbano. Queda por analizar la 
dinámica de movilización social que ha presentado momentos trascendentales como el Paro 
Cafetero de 1995 o la Movilización Nacional Agraria de 2007, con epicentro en la ciudad de 
Ibagué.  
                                                     
1 Los trabajos más sobresalientes para Chaparral son los de Camilo Echandía [2006] y el Observatorio del 
Programa Presidencial de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario [2002 y 2005]. Para El 
Líbano se encuentran los de Renzo Ramírez [2008 a y b] y John Jairo Rincón [2007]. 
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El tipo específico de acción colectiva que interesa analizar aquí es la no espontánea y de 
carácter contencioso, definida en palabras de Tarrow [1994, 19] como aquella que es “utilizada por 
gente que carece de acceso regular a la instituciones, que actúa en nombre de reivindicaciones 
nuevas o no aceptadas y que se conduce de modo que constituye una amenaza fundamental para 
otros”. Para Tilly [2004, 6], el criterio de “amenaza fundamental” se flexibiliza, definiendo la 
contención política como “aquella en la cual la gente realiza exigencias concertadas, afectando los 
intereses de otro”. De esta manera, la acción colectiva de carácter contencioso es aquella en la cual 
los individuos que deciden actuar conjuntamente carecen de acceso regular al poder -en este caso 
los campesinos del departamento del Tolima- desarrollando formas de realización de sus exigencias 
que afectan los intereses de esos otros que sí tienen acceso al poder, sea este institucional o no, de 
carácter regional o de carácter nacional.  
La mayoría de los análisis sobre acción colectiva y movilización social en Colombia 
proponen al conflicto armado como un elemento de contexto, que si bien tiene impacto sobre los 
procesos analizados, no se incorpora como variable determinante de los cursos de acción y formas 
de realización que adquiere la movilización social. Es así como este estudio relaciona los factores 
asociados a la confrontación armada en el plano de lo local y territorial, para identificar los 
elementos que le confieren especificidad analítica a la acción colectiva que implica asumir elevados 
niveles de riesgo para sus participantes, tomando como herramienta fundamental la Acción 
Colectiva de Alto Riesgo, cuerpo conceptual poco discutido en el medio nacional. 
Como se verá a lo largo del presente trabajo, las dinámicas de acción colectiva contenciosa 
en los municipios de estudio presentan tres características que vale la pena resaltar. En primer lugar, 
son procesos de movilización social que se producen en zonas consideradas históricamente 
conflictivas, particularmente por haber sido escenario de importantes luchas agrarias en la primera 
mitad del siglo XX, territorio de origen de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
FARC, importante bastión electoral del Partido Liberal, a la vez que punto neurálgico desde la 
perspectiva geopolítica, por la riqueza natural y medioambiental, así como por su carácter de 
corredor estratégico en el desarrollo del conflicto armado. 
Una segunda característica radica en la discontinuidad temporal de la acción colectiva 
campesina de carácter contencioso, ya que, según el banco de datos protestas sociales del CINEP  se 
registran ocho acciones para los dos municipios en un periodo de diez años, contrastando sin 
embargo con la profundidad de las mismas, bien por sus dimensiones territoriales o en número de 
participantes; bien, por la duración en el tiempo. En tercer lugar, se encuentra que pese a la 
discontinuidad, de manera invariable estas dinámicas de movilización se encuentran signadas por 
hechos de amenaza y riesgo para la vida de quienes participan. 
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Estas características tienden puentes con las preguntas centrales  que guían la indagación, a 
saber: 
 ¿Existe relación entre el contexto histórico conflictivo y las dinámicas contemporáneas de 
movilización? ¿qué papel juegan esas trayectorias en el desarrollo de la acción colectiva 
objeto de estudio? 
 ¿De qué maneras se presentan los actuales procesos de Alto Riesgo en la Acción Colectiva 
en las regiones de estudio? ¿Qué papel juegan las configuraciones socioeconómica y 
política del territorio en tales dinámicas? 
 En el marco de la adversidad que las caracteriza, ¿qué factores posibilitan el desarrollo de la 
acción colectiva? 
 ¿Qué explicaciones pueden otorgarse desde la perspectiva de la Acción Colectiva de Alto 
Riesgo a las condiciones de discontinuidad y profundidad de la movilización social 
analizada? 
 
Para avanzar en la resolución de estos interrogantes, el presente trabajo se estructura en 
cuatro capítulos. El primero recoge algunos de los principales hitos en la configuración política y 
socioeconómica a nivel local con el propósito de colocar el objeto de estudio en su contexto 
histórico. El segundo presenta el contexto nacional y regional de movilización campesina, en el que 
se dan las acciones colectivas de alto riesgo en los municipios de El Líbano y Chaparral, expone 
algunos antecedentes de la protesta en lo local, desarrolla los elementos teóricos básicos del alto 
riesgo, para cerrar con la presentación de casos específicos que evidencian la pertinencia de la 
perspectiva teórica aquí trabajada.  
El tercer capítulo está dedicado a la reconstrucción de los escenarios de riesgo, 
comprendiéndolos como concreción de la interrelación entre la dinámica de confrontación armada, 
las formas de violencia contra la población civil y los cambios en la estructura socioeconómica en 
un territorio específico, situación de la cual derivan las condiciones adversas a las que se enfrenta la 
acción colectiva. El cuarto y último capítulo, trata sobre los elementos que explican el cómo y el 
por qué de la acción colectiva de alto riesgo, proponiendo una interconexión entre distintos énfasis 
teóricos, haciendo particular énfasis en las herramientas propuestas por la corriente de movilización 
de recurso. Dadas las complejidades del problema abordado, es pertinente ubicar respuestas al 
funcionamiento mismo de la acción colectiva en condiciones de adversidad recurriendo a distintas 
herramientas teóricas y procurando relacionar, de manera coherente, los niveles de determinación 
estructurales con aquellos que dependen de las condiciones organizativas y las condiciones 
individuales.  
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En el terreno de lo metodológico, el presente trabajo realiza un permanente ejercicio de 
análisis comparado entre las regiones de estudio, estableciendo en cada capítulo los criterios de 
cotejo de acuerdo a las consideraciones teóricas de base y los objetivos analíticos precisados. Hay 
que resaltar que el estudio realizado se erige sobre el reconocimiento de las serias limitaciones que 
derivan de la circunscripción a una unidad como el municipio. Tanto la configuración histórica, 
como los procesos de movilización y conflicto armado, así como las transformaciones 
socioeconómicas son procesos que en su mayoría se despliegan en el ámbito regional, 
supramunicipal o intramunicipal. Por esta razón  la categoría “municipio” resulta un tanto artificial 
al desconocer que las fronteras de los procesos sociales, económicos y políticos de la realidad 
trascienden por mucho la formalidad de la estructura político administrativa del Estado colombiano.  
Con la intención de potenciar las bondades del método comparativo, el ejercicio de análisis 
requería tener unas zonas de estudio bien delimitadas y definidas a partir de algún criterio común. 
Análogamente, bien es sabido que la mayor parte de la información se encuentra codificada bajo las 
categorías departamentales y municipales, restricción metodológica que no puede obviarse, porque 
de lo contrario habría que abstenerse de utilizar fuentes valiosas como las bases de datos y las series 
estadísticas. De manera tal que el criterio municipal es el predominante, pero se aplicó de manera 
flexible, acudiendo constantemente a las dinámicas regionales plurimunicipales, norte y sur del 
Tolima, y las intramunicipales, corregimientos, veredas o grupos de veredas. 
Una reflexión similar cabe para el periodo de tiempo seleccionado en el análisis. En 
principio se trataba de realizar un acercamiento a la contemporaneidad de la acción contenciosa 
campesina, dado que es evidente la ausencia de estudios relativamente recientes sobre el tema. No 
obstante, en la práctica, ha sido necesario un tratamiento relativamente flexible de esta variable, 
reconociendo que los procesos sociales casi nunca están restringidos a días y horas precisas, siendo 
necesario remontar algunos de los indicadores y análisis a los años ochenta y noventa.  
En el ejercicio de reconocimiento de las dinámicas del conflicto es preciso intentar una 
aproximación geográfica que posibilite un reconocimiento más cercano de los procesos locales. Con 
este fin se realizó una búsqueda de información sobre hechos de confrontación armada susceptibles 
de ser ubicadas geográficamente, consultando, la Base de Datos de Violencia Política Letal2, la 
Base de Datos de Violencia Política del CINEP3, La Bitácora Semanal de Prensa del Observatorio 
de Derechos Humanos y DIH de la Vicepresidencia de la República, las noticias publicadas por el 
                                                     
2 El acceso a esta base la facilitó muy amablemente el profesor Francisco Gutierrez, autor de la misma. 
3 El acceso a esta base se dio por medio del grupo de investigación “Democracia, Nación y Guerra” del IEPRI, 
en el marco del proyecto de investigación “Acción colectiva de alto riesgo. El dilema de la acción colectiva en 
contextos de conflicto armado, Colombia 1985-2005”, en el marco del cual se construyó la presente tesis de 
maestría. 
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Ejército Nacional en su página de Internet y un archivo de denuncias humanitarias y acciones 
urgente elaborado para efectos de la presente investigación. 
A partir de esta información se construyó una base de datos georeferenciada en la cual se 
ubican los hechos registrados entre los años 1996 y 2007 que tuvieran una especificación por vereda 
o mínimo por corregimiento. La dificultad principal radicó en que la mayoría de hechos que se 
reportan en fuentes públicas no especifican más allá de lo municipal, de manera que los datos 
consignados en la base sufren de exceso de subregistro. Atendiendo a esta circunstancia, los mapas 
elaborados cubren todo el periodo y no son por tanto una fuente de análisis dinámico, es decir que 
muestre la evolución de la confrontación armada año a año, en la jurisdicción de cada municipio. 
Pese a lo anterior, la construcción de los mapas permite tener un primer acercamiento a los focos de 
confrontación armada al interior de Chaparral y El Líbano, abriendo camino hacia una evaluación 
más precisa de la influencia que ejerce cada una de las organizaciones armadas.  
La cartografía presentada, con excepción de los mapas cinco y doce, fue elaborada por la 
socióloga y maestrante en geografía Patricia Sánchez, a quién debo toda mi gratitud por tan valiosa 
colaboración. 
El ejercicio realizado quiere ser una contribución analítica pero también en la visibilización 
de la cruda realidad que vive hoy un departamento más bien poco enunciado cuando crisis 
humanitaria y conflictividad se habla.  
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CAPÍTULO I 
Historias de Café, Violencia y Lucha por la Tierra. Consideraciones históricas preliminares 
 
El análisis de los procesos y hechos de acción colectiva campesina en los municipios de El 
Líbano y Chaparral debe comprender ante todo su carácter como construcciones históricas, no sólo 
porque la acción e interacción de los distintos sujetos desarrolle un complejo entramado histórico, 
sino porque en las historias puntuales de cada sociedad local es factible encontrar rasgos distintivos 
que, desde diferentes ámbitos, dan sentido completo a los hechos contemporáneos y a las decisiones 
y acciones de los sujetos concretos en su historia particular. 
De esta manera, el presente capítulo se propone presentar un conjunto de elementos 
trascendentes en la configuración histórica de las sociedades rurales de los municipios de El Líbano 
y Chaparral, antecedentes necesarios que permitan una comprensión amplia de los procesos y 
entornos en los cuales surge la Acción Colectiva y cómo ésta adquiere el perfil de Alto Riesgo. No 
se trata tanto de un relato que siga un desarrollo cronológico como de la definición de ciertos hitos 
históricos, realizada a partir de la literatura especializada sobre el tema, de los cuales derivan 
características propias en ámbitos económicos, políticos y sociales que marcan el rumbo de las 
sociedades locales. 
 
1.1 Significación en la construcción de lo Estatal: evidencias en los hitos fundacionales 
municipales  
Las historias locales de El Líbano y Chaparral presentan ciertas diferencias relativas a los 
procesos de colonización y fundación que permiten evidenciar, en cada caso y desde sus orígenes, 
la existencia de una construcción y referencia a lo estatal que será determinante en el ulterior 
desarrollo de la vida política local.  
Autores como Carlos Miguel Ortiz recalcan el papel y capacidad del Estado para manejar la 
magnitud de la violencia que tiene lugar en un territorio determinado, definiéndolo no como un 
problema de ausencia del Estado sino como uno relacionado con la forma en la que éste llega a cada 
región y con el papel que cumple en ciertos momentos trascendentales o hitos, determinando así la 
configuración histórica y territorial. Siguiendo los planteamientos de siguiendo los planteamientos 
de María Teresa Uribe, este autor plantea  que la construcción y percepción de lo estatal tendrá dos 
tipos de orden: el fáctico, relativo al papel concreto del Estado en el desarrollo local y calidad de 
vida de la población, susceptible de verificación a través de, por ejemplo, indicadores de cobertura 
en servicios públicos, presencia estatal mediante fuerza pública o aparato de justicia.  Por otro lado, 
pero de manera complementaria, el orden representacional tendrá que ver con el peso simbólico del 
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Estado en tanto que referente para la regulación de las relaciones cotidianas entre los habitantes de 
una región [Ortiz 1999, 109]. 
Si bien el proceso de fundación de Chaparral se dio en el marco de una dinámica de tipo 
nacional estuvo determinado por fenómenos enteramente locales, como el tipo particular de 
hacendado que predominó en la región y la ejecución de mecanismos que permitiesen reafirmar su 
poder local, como se observa con la lógica de fundación municipal. La historia local de este 
municipio del sur del Tolima permite dar cuenta de por lo menos ocho fundaciones, ocurridas entre 
los siglos XVI y XVIII [Bernal 1997, 121-154]. La séptima fundación de Chaparral, considerada 
actualmente como la oficial, se relación con la conversión en Parroquia, en 1769, de la 
Viceparroquia existente desde antes de 1725. El proceso necesario exigía una serie de requisitos 
como la existencia de un poblado, de iglesia, casa cural, plaza y cárcel, siendo gestionado y 
desarrollado por los hacendados de la región en la idea de garantizar la continuidad de su 
predominio local, quienes comprometieron parte de sus patrimonios para sufragar los gastos que de 
allí se derivaban [Ibíd. 147].  
Para 1773 se instaura la parroquia de San Juan Bautista de Chaparral por decreto del 
Arzobispo de Santa Fe, con posterior ratificación por parte del Virrey Manuel de Guiror, figurando 
este año como el de fundación formal del municipio [Ortiz 1984, 26]. Será entonces a través de la 
Iglesia Católica que se forjará e institucionalizará el poblado, dado que el reconocimiento de su 
independencia administrativa obedeció a una orden eclesial antes que una ejecutada por el gobierno 
del Virreinato. Lo anterior en un momento en el cual la fusión Estado-Iglesia implica poco 
protagonismo y reconocimiento para las autoridades civiles en cuanto a referente simbólico en la 
regulación de la vida cotidiana, dejando dicho papel en manos de la Iglesia y del propio hacendado.  
En contraste, se observa como en el municipio de El Líbano el Estado y las autoridades 
civiles tiene una total presencia e injerencia en los momentos fundacionales, convirtiéndose en 
referentes y ordenadores del espacio. La fundación formal de El Líbano se da el 27 de enero de 
1866 -casi un siglo después de Chaparral- pero al desarrollarse en el proceso de construcción de la 
República contará con elementos políticos y económicos distintivos trascendentales. Uno de los 
más importantes será el papel activo de los Estados regional y nacional en la consolidación 
municipal, en el marco de la reciente independencia de las colonias americanas del imperio español. 
De acuerdo con Renzo Ramírez, el norte del Tolima sería lugar por excelencia para el desarrollo de 
proyectos radicales en el siglo XIX, como la dinamización de la colonización con la construcción  
en 1852 del Camino del Ruíz, vía oficial de comunicación entre los estados de Antioquia y 
Cundinamarca, y la asignación de 245 baldíos entre 1850 y 1854 a los pioneros que se establecieron 
en lo que más adelante sería el municipio de El Líbano [Rincón 2001, 137]. Dicha titulación –que 
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tendría un nuevo momento con la expedición de la ley 61 de 1874- se originó tanto en la necesidad 
de recabar ingresos para superar la crisis fiscal de la naciente república, como en la intención de 
promover la explotación económica de las regiones de frontera en función del modelo agro-
exportador predominante en el momento [LeGrand 1988, 36]. 
Al igual que en Chaparral, en este municipio fue determinante el papel de las élites locales; 
el elemento diferenciador corresponde precisamente a las características de dicha élite, encarnada 
por las familias colonizadoras pioneras venidas de Manizales. En  palabras de Renzo Ramírez, estos 
fundadores de origen liberal radical, convertidos en jefes locales, adquirieron el rol de figuras 
protectoras y cohesionadoras de las comunidades, jugando un papel determinante como fuerza 
política tanto en las campañas electorales como en las guerras civiles de las últimas décadas del 
siglo XIX [Ibíd.] 
Se precisa resaltar además que la dinámica de colonización tuvo un carácter empresarial en 
el sentido de orientar las actividades agrícolas y extractivas hacia el comercio, alejándose de la 
explotación rentista de la tierra característica del sur del Tolima. La ocupación de estos nuevos 
territorios fue protagonizada por perseguidos políticos y religiosos de militancia liberal y vocación 
masónica y espirita, acogiendo también tempranamente a migrantes extranjeros atraídos por las 
explotaciones mineras en Frías, Falan, Santa Isabel y en la vereda El Refugio de El Líbano [Rincón 
2001, 130].  
Estas condiciones implican por tanto una mayor correspondencia entre el orden fáctico y el 
representacional, ya que el Estado hace presencia y a la vez genera un referente simbólico que tiene 
peso en la vida cotidiana de los habitantes, a través de la construcción de carreteras y la asignación 
de baldíos. No obstante esta consideración, debe también tenerse en cuenta que pese a contar con 
una referencia más sólida frente al Estado, ésta no implica mecánicamente que se trate de una 
consideración totalmente positiva sobre el mismo, tal y como lo evidencia el desarrollo de 
importantes episodios de levantamiento social durante la primera mitad del siglo XX.  
De esta manera Chaparral tendrá en la Iglesia el primer agente ordenador del territorio, para 
posteriormente ser reconocido por el gobierno monárquico del momento. Serán los hacendados 
quienes asumirán el papel de autoridad local y organizador de la vida económica y política de la 
región, particularmente en la zona rural; esta situación ligada a la respuesta del campesinado al 
dominio hacendatario, postergarán por un buen tiempo la llegada del Estado como referencia 
simbólica. La debilidad en la representación estatal que acompañó la configuración histórica del 
Chaparral como municipio ha derivado en lo que Ortiz denomina tradición de rebeldía contra el 
gobierno [Ortiz 1999, 110], afincada fundamentalmente en las zonas rural y montañosa del 
municipio y ampliamente desarrollada desde los años veinte del siglo pasado.  
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1.2 Inserción y expansión cafetera: a propósito de la diferenciación regional en las relaciones 
sociales de producción 
Un segundo elemento de contraste se relaciona con la inserción y expansión cafetera en lo 
regional, la cual definió la vocación productiva de los municipios desde las últimas tres décadas del 
siglo XIX hasta principios del XXI -dado que en la actualidad se vive un intenso y aún no resuelto 
proceso de reconversión productiva- y generó una diferenciación regional en las relaciones sociales 
de producción.  
La caficultura tolimense florece en su primer ciclo de expansión teniendo como marco 
fundamental las relaciones sociales de producción características del régimen de hacienda, complejo 
productivo, social y político originado en la economía colonial, destinado inicialmente al 
abastecimiento de centro poblados; fueron articuladas posteriormente al surgimiento de un mercado 
en los reales de minas y dedicadas también la explotación especializada en productos como caña de 
azúcar o tabaco [Colmenares 1997,48].  
En sus albores, el café se sembró de manera aislada en Ibagué y el cultivo comercial fue 
inaugurado por Cesareo Rocha en Chaparral hacia 1869. Análogamente las grandes plantaciones de 
Fresno y Líbano aparecerían a finales del siglo XIX [Fajardo1979, 16]. En este departamento del 
centro del país el café se inserta en un espacio socioeconómico heterogéneo, producto tanto de 
condiciones geográficas, de formación de los suelos4 y en mayor medida, del tipo de colonización, 
la articulación a los mercados y a la vida política nacional. De esta manera se tiene que a la llegada 
de la caficultura el Tolima presenta un norte próspero, gracias a la colonización de tipo empresarial, 
en tanto que el sur y el oriente evidencian un “lastre de atraso” debido tanto al aislamiento 
geográfico como al lento desarrollo económico de la región durante el siglo XIX [Fajardo 1979, 
21].  
En el caso de Chaparral, al igual que otras regiones del país, la hacienda constituyó la 
estructura más importante de la sociedad en su momento. Inicialmente, las grandes extensiones 
serían dedicadas a la explotación ganadera, realizada en condiciones de escaza tecnificación y 
utilización de mano de obra [Fajardo 1979, 11]. Siendo más un escenario de refugio que de 
contienda durante las guerras de independencia, en Chaparral se establecieron grandes generales 
hacendados, quienes definían el rumbo de la vida social, política y económica de la región, gracias a 
la determinación de estas relaciones por el mecanismo de lealtad hacia el hacendado [Ibíd. 29]. Las 
                                                     
4 De acuerdo con Daría Fajardo [1979] ya en 1867 existían observaciones sobre la diferenciada calidad de los 
suelos entre el norte y el sur del Tolima que traen consecuencias no sólo sobre el tipo y calidad de cultivos, 
sino también sobre el estado de las comunicaciones en dicha región. Hoy en día el sur del Tolima es una de las 
zonas con mayores problemas viales del departamento.  
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haciendas establecidas en el sur del Tolima regularon la totalidad de relaciones económicas y 
políticas, imponiendo la lógica de lealtad hacia el hacendado en los centros urbanos. 
Los sistemas de explotación de fuerza de trabajo que caracterizaron los inicios de la 
caficultura en el sur del Tolima tuvieron como protagonistas a los arrendatarios y los jornaleros. Los 
primeros correspondían a familias campesinas que recibían una parcela para el desmonte y la 
siembra de cualquier tipo de cultivo, a excepción del café. La contraparte a esta cesión era un pago 
en trabajo en las plantaciones de café conocido como “obligación”, definido según el tamaño de la 
hacienda. Aunque el nivel de estabilidad económica era mayor con relación a otros sistemas de 
trabajo, los arrendatarios eran los más sometidos a la hacienda, que intentaba impedir el acceso de 
los campesinos a los mercados [Palacios 2002, 202] 
La peonada estaba conformada por población flotante de trabajadores sin tierra, vinculados 
a la hacienda sólo en tiempo de cosecha. Las remuneraciones percibidas eran pagadas en la mayoría 
de los casos con monedas de circulación exclusiva en la hacienda. Cada una de estas contaba con 
una “tienda de raya”, almacén de abasto para los campesinos donde debían adquirir los productos 
básicos para la subsistencia a precios más elevados que en el comercio normal [Fajardo 1979. 26-
29]   
Esta monopolización de factores de producción y en su dinámica de explotación, la elevada 
concentración del ingreso, así como las relaciones sociales de producción existentes al momento de 
la inserción y despegue cafetero en el sur del Tolima, dejan claro el carácter más señorial que 
propiamente capitalista del régimen impuesto por las haciendas. Es así como el excedente de trabajo 
era apropiado por el hacendado a través de: a) el trabajo obligatorio del arrendatario, b) el producto 
que entregaba éste, c) las mejoras que establecía en el terreno asignado, d) el trabajo remunerado 
del jornalero, e) las ventas de productos para la subsistencia en la “tienda de raya” y f) la 
comercialización del café en los principales centros urbanos.   
Autores como Marco Palacios ponderan variables como el aislamiento geográfico y político 
del sur del Tolima respecto a los principales centros urbanos, como factores que permitieron a los 
hacendados la imposición de sistemas de trabajo opresivos mediante la apropiación de tierras y la 
expulsión de sus habitantes originarios [Palacios 2002, 201]. La diferenciación de clase existente al 
interior de la hacienda en el sur del departamento se vio reforzada por la étnica, en una disparidad 
que promulgaba la condición de “blanco” para el propietario y de “indio” para los peones y 
jornaleros, derivando “en actitudes ideologías racistas entre los propietarios y sus administradores 
y capataces” [Ibíd.] 
Ahora bien, esta perdurabilidad de las relaciones sociales de producción definidas más por 
los vínculos de lealtad con el hacendado que por el cálculo racional, contrasta con la inversión en 
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capital realizada por los propios hacendados que condujo a una paulatina tecnificación del cultivo 
durante el apogeo de este régimen en la caficultura del sur tolimense. 
En El Líbano, los primeros cafetales fueron plantados por Isidoro Parra en 1877 -experto 
minero y principal inversionista local en la industria extractiva- en su calidad de representante de la 
compañía “Lorenzana i Montoya” [Ramírez 2008, 54]. Como en el sur, en esta región también se 
estableció el régimen de haciendas, particularmente entre 1860 y 1930. Sin embargo existirán 
diferencias fundamentales tanto por el tipo de relaciones sociales de producción de corte más 
modernizante en el norte que en el sur, como por la temprana consolidación en El Líbano de un 
núcleo urbano articulador del proceso que impulsaba el desarrollo de la producción agrícola, 
ganadera y minera, característica de los primeros colonos provenientes del centro occidente del 
país.  
La industria cafetera fue impulsada por un grupo de comerciantes urbanos provenientes de 
Bogotá y Antioquía decididos a desarrollar sus explotaciones a la manera de las empresas 
comerciales buscando la exportación directa y la posibilidad de ligar la producción de materia prima 
con el procesamiento. De hecho una característica sustancial del periodo inicial de expansión 
cafetera en El Líbano (1910-1930) es la elevada inversión de capital en la tecnificación del 
procesamiento de café, destinada entre otras cosas, a la utilización de maquinaria agrícola que 
funcionaba con energía hidráulica. Elemento trascendente será la ampliación de este proceso de 
tecnificación más allá de los límites de las haciendas, para generar una dinámica regional y de 
estrecho relacionamiento entre lo urbano y lo rural. Un ejemplo de esta situación será el auge que 
durante estos años tuvieron las fundiciones y los talleres de  metalmecánica, gracias a las 
necesidades de maquinaria agrícola y las dificultades de comunicación con las regiones 
circundantes [Rincón 2001, 205-207].  
Autores como Ramírez [2008], Machado [1994] y Fajardo [1979] coinciden en otorgarle 
características diferenciadas a los diversos sistemas de explotación de fuerza de trabajo en la 
hacienda cafetera del norte del Tolima, pese a que allí también tuvieron lugar los arrendatarios a la 
manera de lo observado en la región de Chaparral-Ataco. No obstante y en términos generales, fue 
el sistema de “tablón” de carácter familiar, el de mayor desarrollo en la apropiación del trabajo 
campesino, garantizando así la supervivencia de la hacienda cafetera. Lo anterior no implica que 
deba considerarse como la forma única de explotación de fuerza de trabajo en ese momento.  
En un detallado estudio sobre la hacienda “La Aurora” –ubicada al sur del municipio de El 
Líbano y la más importante del norte del Tolima- Renzo Ramírez [2008, 66-73] profundiza en la 
aplicación de por lo menos cuatro tipos diferentes de sistemas de trabajo de carácter individual, en 
el periodo que va entre 1907 y 1934. Los peones por jornal, vinculados a la hacienda independiente 
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de la edad o el sexo para recibir una remuneración diaria con un valor igual al promedio de la 
región; los destajistas o trabajador temporal a destajo, ganaban un jornal según la cantidad de café 
recogido a diario; el contratista, quién recibía un pago por tarea asignada; y el enganche, método de 
movilización de mano de obra utilizado desde la Colonia que trataba de incentivar la migración 
laboral desde el altiplano cundiboyacense, ofreciendo transporte gratuito, buena alimentación y 
jornales altos. 
Por otro lado, el sistema de tablón [Ramírez 2008, 73-78] consistía en la asignación de una 
sección de terreno o tablón a un grupo familiar responsable del mantenimiento, supervisión, 
recolección y venta del grano, mediante un contrato verbal, distribuyendo los cafetales en una 
proporción de mil matas por cada miembro de la familia y dividiendo el producido del café por 
mitades con el hacendado, lo que implicaba delegar mayor cuidado y responsabilidad. El hacendado 
monopolizaba la compra de café, garantizando control total sobre la producción, procesamiento y 
comercialización, con lo que se fortalecía su posición como exportador directo. Los tabloneros 
también trabajaban en la hacienda por un jornal, pagado de acuerdo a la complejidad de las tareas, 
pero a su vez podían disponer de las mejoras sobre las tierras destinadas a los cultivos de pancoger, 
con la posibilidad de vendarlas si decidía dejar la hacienda definitivamente. La tienda que existía al 
interior de la misma se dedicaba a la venta de herramientas, las cuales eran ofrecidas al costo.   
Esta forma explotación de fuerza de trabajo fue una respuesta al problema de escasez de 
mano de obra, bien extendido en los años veinte del siglo pasado. Presentaba como característica 
particular ser impulsada por inversionistas de extracción urbana, y alejados de la explotación 
rentista de la tierra, buscando una vinculación directa y permanente con los mercados 
internacionales. Tal condición permitió desarrollar una dinámica de relaciones sociales de 
producción que sin ser capitalistas, se distanciaban de las de tipo señorial, predominantes en el sur 
del Tolima. Hay que recalcar que sistema de arrendatarios en el Sur se diferenciaba del de 
tabloneros en el norte por la disposición sobre mejoras realizadas a partir de cultivos de pancoger, la 
posibilidad de dejar la hacienda y vender dichas mejoras, la distribución racional de la producción 
bajo responsabilidad del tablonero con cálculos de productividad por miembro de la familia, hechos 
que en últimas mostraban una tendencia mayor a configurar trabajo asalariado. 
 El tipo de estructura productiva menos señorial y apegada a la lógica de lealtad con el 
hacendatario que predominó en el norte del Tolima, posibilitó que El Líbano se convirtiera en el 
primer productor departamental de café en las tres primeras décadas del siglo XX.  
Adicionalmente y de acuerdo con Machado, es muy importante recalcar que el sistema de 
tablón -con sus elementos modernizantes- tuvo implicaciones en el desarrollo de los procesos de 
movilización colectiva que tuvieron lugar en esos años. La vinculación de los tabloneros a la tierra 
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por parte del hacendado mediante el ofrecimiento de habitación y huerta, evitaba no sólo el pago de 
altos salarios, sino que disminuía la probabilidad de desarrollo de un conflicto agrario en sentido 
estricto, es decir, motivados en primera instancia en la lucha por la tierra. Este hecho 
indudablemente se ligó a la existencia de un centro urbano principal como eje articulador de la 
dinámica económica y política regional desde el momento mismo de la fundación del municipio de 
El Libano, lugar que acogió a artesanos y practicantes de oficios varios como zapateros y sastres, 
que a la postre tendrían un papel protagónico en el alzamiento de los “Bolcheviques de El Líbano” 
en 1929 [Fajardo 1979, 36].  
Las situaciones enunciadas perfilaron dos tipos de régimen de hacienda diferenciados en el 
marco de la expansión cafetera en el Tolima. Teniendo en cuenta al menos dos de las variables 
propuestas por Palacios [2002, 201] en su análisis de la hacienda cafetera a nivel nacional -el origen 
social del propietario y el sistema de trabajo dominante- se define un tipo de hacienda característico 
en el norte del departamento -con epicentro en El Líbano- dirigido por comerciantes de origen 
urbano, interesados en la exportación directa, la tecnificación del procesamiento y caracterizado por 
relaciones sociales de producción que rompen con el esquema estrictamente señorial y proponen un 
acercamiento con las de tipo capitalista. El análisis a partir de las mismas variables propone para el 
sur del departamento y para Chaparral, un tipo de hacienda que sujeta la dinámica social, política y 
económica a la lealtad con el hacendado, tanto en lo interno como a nivel regional, configurando 
relaciones sociales de producción no capitalistas que vinculan al campesino a la tierra y permiten al 
terrateniente la apropiación de la totalidad del trabajo generado.  
Es claro en El Líbano que los propietarios de las haciendas eran comerciantes urbanos 
dedicados a la construcción de una “empresa agrícola alrededor del café”, situación que fue 
determinante en la definición del tipo de relaciones sociales de producción más modernizantes y 
cercanas al capitalismo, siendo a su vez expresión de lo que Fajardo  denomina “conciencia 
burguesa del hacendado” [1979, 42]. Esta misma es prácticamente inexistente en el sur del 
departamento; en este caso todo parece indicar que los antiguos hacendados fueron quienes 
realizaron las inversiones, dejando ausente el espíritu innovador que caracterizó a los comerciantes 
urbanos que predominaron en el norte. 
Los casos de El Líbano y Chaparral como epicentros regionales de la primera expansión 
cafetera en el Tolima confirman la conclusión de Palacios respecto a los municipios pioneros en la 
producción de café, en tanto ya tenían “vida propia al comenzar el despegue cafetero” [Palacios 
2002, 151]. Fue así como la inserción en la vida cafetera, aunque aportó nuevos elementos, se 
convirtió en catalizador de los conflictos engendrados a lo largo del desarrollo económico y social 
de cada región. Así por ejemplo y como se verá en el siguiente apartado, aceleró en el norte el 
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proceso de tecnificación a nivel local posibilitando la consolidación de sectores de trabajadores y 
artesanos urbanos, protagonistas de primer orden en la movilización social de ese momento.       
Vale la pena resaltar que el proceso desarrollo local y de configuración de las relaciones 
sociales de producción, proponen un tipo de relación entre lo urbano y lo rural también diferenciado 
para el norte y el sur del departamento del Tolima. En El Líbano, el centro articulador de la vida 
política, económica y social se encontrará en el pequeño pero dinámico centro urbano. En 
Chaparral, en contraste, se observará la continuidad del dominio político y económico enraizado en 
el ámbito rural, en la hacienda. En palabras de Darío Fajardo y contrastando el norte y el sur del 
Tolima, la jerarquía de las relaciones sociales, políticas y económicas iban en el primer caso, de la 
villa al campo y no de la hacienda al pueblo, como ocurría en el sur [Fajardo 1979, 36]. 
 
1.3 Luchas por la tierra y contra el régimen de hacienda. 
En el campo de la protesta social, los antecedentes más importantes para el sur del Tolima 
se encuentran en la Parcialidad indígena de Yaguará, ubicada en los límites de Ortega y Chaparral. 
Pese a estar estructurada desde 1654, fue sometida a constantes presiones por parte de los 
hacendados, generando la respuesta organizada de los indígenas. Para 1917 la lucha de los Yaguará 
se encuentra con la que estuviera desarrollando Quintín Lame en el Cauca a través de la figura de 
José Gonzalo Sánchez, destacado dirigente del Partido Socialista Revolucionario y, posteriormente, 
del Partido Comunista, finalmente asesinado en 1952 [Fajardo 1979, 50-53]. 
Los diferentes relatos encontrados en la bibliografía consultada recalcan el papel de las 
estructuras organizativas agrarias en el desarrollo de los diferentes procesos de acción colectiva. 
Específicamente se remontan al papel de las ligas agrarias como articuladoras de los interés se 
campesinos y jornaleros, así como generadoras de orientación, al estar en buena medida 
influenciadas por el Partido Comunista, por lo menos en Chaparral. Se evidencia por ejemplo, la 
importancia que estas estructuras organizativas tuvieron en la ejecución planificada de las tomas de 
tierras de los años treinta, táctica que hasta el momento había sido preferentemente desarrollada por 
las comunidades indígenas [LeGrand 1988, 151]. 
Para el caso de Chaparral Gonzalo Sánchez [1985, 162] encuentra que en el segundo 
quinquenio de los años treinta actuaban las ligas de la parcialidad indígena de Yaguará y la del 
Sindicato de Trabajadores Agrícolas de las Fracciones de Buenos Aires y Espíritu Santo, ubicadas 
en el Cañón de las Hermosas. Por otro lado los registros de Alfredo Molano [2007, 17] dan cuenta 
del funcionamiento de la liga campesina de El Limón, ubicada también en el Cañón de las 
Hermosas y que contaría con la presencia del dirigente agrario y futuro guerrillero Isauro Yosa. Esta 
organización fue influenciada directamente por el Partido Comunista Colombiano a través de  
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Marco Aurelio Restrepo, fundador del regional Chaparral y Pedro Pablo Rumiqué, conocido como 
el “Teniente Canario”.  
Revisando algunos elementos de las dinámicas de movilización en los municipios que son 
objeto de estudio, se encuentra que en El Líbano los incipientes desarrollos industriales y urbanos 
derivados del cultivo del café incidieron en las formas y dinámicas de movilización campesina. Así 
por ejemplo, de acuerdo con  Ignacio Torres Giraldo a finales de los veinte existían sindicatos de 
trabajadores en las más importantes plantaciones de café [citado por Errazuri 1986, 138], 
correspondiéndose con un  menor recurso a toma de tierras.  
Vale la pena recordar que el proceso de movilización con participación campesina más 
importante en este municipio del norte del Tolima en las primeras décadas del siglo XX fue el de 
los denominados Bolcheviques, caracterizada más por ser una rebelión armada de orientación 
revolucionaria articulada a un proceso nacional de protesta desencadenado a finales de los años 
veinte, que un movimiento agrario en sentido estricto.  
El intento de acción insurreccional fue desarrollado por un grupo armado de base 
campesina pero dirigido por sectores urbanos. Se conjugaron factores locales como la formación de 
un artesanado ligado a la industria cafetera y cierta tradición cultural contestataria; en cuanto a los 
nacionales están los efectos de la dependencia frente a la economía agroexportadora, el naciente 
movimiento obrero y campesino y la incidencia pensamiento socialista. Desde lo internacional jugó 
un papel importante la Gran Depresión ya que la amplia articulación de la economía local con los 
mercados internacionales en esta región, relativamente aislada geográficamente, la hizo 
particularmente sensible a los efectos de la crisis [Sánchez 1981, 14-17]. 
Esta rebelión artesano-campesina es considerada por el profesor Gonzalo Sánchez como 
una “prolongación transformada” de las experiencias previas de movilización, en las cuales incluye  
las guerras civiles y la lucha de los artesanos influenciados por los movimientos obreros europeos. 
La particularidad central será el desarrollo conjunto de lucha política y lucha social que aparecían 
escindidas en las diferentes experiencias de movilización campesina del siglo XIX [Ibíd., 22-27].  
De acuerdo con Marco Palacios en su libro sobre la historia del café en Colombia [2002, 
310], la movilización agraria y el descontento campesino de los años veinte y treinta del siglo 
pasado trascienden como hechos históricos no tanto por su importancia a escala nacional, sino por 
ser síntesis de la complejidad de los regímenes agrarios en transición y a la vez, estar fuertemente 
influenciados ideológicamente por sectores urbanos. De hecho, Palacios categoriza a estos 
movimientos como poseedores de cierta ambigüedad ideológica en la que por ejemplo, conflictos 
<<precapitalistas>> coexisten con demandas y conflictos prototípicamente proletarios, proposición 
que es necesario discutir.  
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La experiencia de Isauro Yosa en el sur del Tolima ejemplifica las acciones y exigencias de 
los arrendatarios, quienes realizaban continuas tomas, animados por el viraje en la política de 
tierras.  Dichas tomas era ejecutadas ingeniosamente en horas de la noche, ya que en palabras del 
dirigente agrario, “Se trataba de madrugar. De madrugar a sembrar para que, cuando aclarara, la 
tierra fuera de uno. Se desmontaba como un berriondo. Llegaba la policía y preguntaba <<¿De 
quién es esto?>> Le contestábamos <<De todos, de todos, aquí no hay dueño>>. Y ahí fue que 
comenzó la vaina. Los patrones tronaban en Bogotá mientras nosotros sembrábamos matas de 
plátano ya prendidas. Eso era imparable; había más de ocho mil colonos luchando por una tierra 
que no les iba a costar ni un centavo” [Molano 2007, 18] 
Pese a las condiciones de mayor atraso en las relaciones sociales de producción en el sur al 
contrastarlas con el norte del Tolima, en Chaparral también fue evidente la coexistencia simultánea 
de reivindicaciones que se plantearía como característicos de diferentes sectores agrarios. En la 
descripción de la táctica empleada por los campesinos sobresale el recurso simultáneo a diferentes 
formas de protesta. De acuerdo con el relato de Yosa, no sólo se realizaban las tomas de tierras, sino 
que se acudía al alegato judicial con la interposición de querellas en las instancias nacionales y a las 
elecciones,  lo cual le permitió al Partido Liberal –al que se adscribía el dirigente campesino- ganar 
diez de las doce curules en el Concejo municipal, con dos de las mismas pertenecientes al 
movimientos Unión Nacional de Izquierda Revolucionaria, coalición liberal dirigida por Jorge 
Eliecer Gaitán. Desde el cabildo, el propio Isauro Yosa propició una tribuna de opinión a favor de la 
lucha de los campesinos, contando con el apoyo de ciertas autoridades locales como el personero y 
el juez de tierras de la época [Ibíd., 16-19].  
La toma de tierras no constituyó una acción de protesta de uso exclusivo de los campesinos 
en condición de arrendatarios. Los jornaleros o peones de las haciendas, quienes no tenían ningún 
tipo de acceso a la tierra, también recurrieron a este tipo de dinámica, aunque en un proceso que los 
llevó desde sus reivindicaciones relacionadas con el sistema de trabajo y la respectiva 
remuneración, hacia las de carácter estrictamente campesino. Es este el caso de la huelga de peones 
en los años treinta, en la que participaron más de 18.000 trabajadores de las haciendas cafeteras en 
cosecha ubicadas en Chaparral [Fajardo 1977, 55-57]. Las principales exigencias plasmadas en un 
pliego eran la eliminación del trabajo obligatorio, el uso de romanas legales para medir el café 
entregado al hacendado y el aumento en el pago a la arroba de café. El proceso de movilización, la 
intervención del Ejército y la carencia de mano de obra que enfrentaban los propietarios, les dieron 
el triunfo a los huelguistas. A partir de este hecho, que sin duda fortalecería en los campesinos el 
sentido de legitimidad de las reivindicaciones, los peones asumieron el rol de colonos y se 
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embarcaron en “la gran invasión hacia el río Combeima”, indicando con ello la búsqueda de nuevas 
tierras hacia el norte del municipio.  
De igual manera Isauro Yosa relata el paso de la lucha por el uso de romanas no 
manipuladas que garantizaban un favorecimiento en la compra y la venta de café a los hacendados, 
a la lucha por la tierra a través de la invasión de grandes haciendas, indicando que el motivo 
fundamental lo constituía la imposibilidad de los jornaleros para lograr medios de subsistencia, ya 
que una vez acabada la cosecha se quedaban sin trabajo [Molano 2007, 17].  
Se observa entonces como las tomas de tierras, las huelgas de trabajadores, la participación 
electoral y el recurso a mecanismos legales de denuncia, fueron formas de acción colectiva que se 
desarrollaron de manera conjunta y no excluyente, permitiendo también la coexistencia de 
diferentes tipos de reivindicaciones. Tal situación no implica una suerte de “ambigüedad 
ideológica” por parte de los sectores agrarios movilizados, argumentada por Palacios, sino que, al 
ser expresión del momento de tránsito y transformación que vivían el país, presentan una suerte de 
encabalgamiento de diferentes sistemas de creencias expresados en las reivindicaciones de diferente 
signo y connotación de clase. El paso de la huelga, con los reclamos sobre romanas y salarios, a la 
toma de tierras no quiere decir que los campesinos estuviesen confundidos sobre las exigencias a 
plantear y el carácter de su contradictor. Antes bien, este proceso denota como un tipo de acción 
colectiva y de reivindicación no sólo coexiste con otro característico de una clase o sector social 
diferente, sino que termina por apoyarlo y potenciarlo. 
Si bien la movilización agraria constituye una característica más que una causa directa de la 
crisis y declive del régimen de hacienda, resulta importante reconocer el papel de estas luchas en la 
consolidación del minifundio y en la profundización de la desarticulación entre las dimensiones 
fáctica y representacional del Estado, particularmente para la región de Chaparral ubicada sobre la 
cordillera central. 
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CAPÍTULO II 
El significado del Alto Riesgo en las Acciones Colectivas Contenciosas 
 
Múltiples hechos de violencia política han marcado el ejercicio de la movilización y la 
protesta social campesina en el departamento del Tolima. El tratamiento que desde la academia y 
desde las propias organizaciones sociales y de derechos humanos se le ha dado a este tipo de 
fenómenos parte de separar analítica y pragmáticamente las que, desde la perspectiva de la presente 
indagación, son características que se determinan mutuamente y para las cuales es absolutamente 
necesario referirse de conjunto.  
La propuesta es analizar la conjugación de movilización y condiciones adversas como 
factores explicativos de un cierto tipo de relación política que se establece y se construye entre 
quienes plantean desafíos a poderes establecidos y dichos poderes. No se trata de una relación 
predeterminada, antes bien, cambia continuamente y presenta gran diversidad en sus desarrollos 
concretos a nivel local y regional.  
Un primer paso para abonar en un análisis de conjunto, es la necesaria presentación 
explícita de los hechos y fenómenos de acción colectiva que quieren ser estudiados, evidenciando la 
relevancia analítica del concepto de alto riesgo en su abordaje. De esta manera, el capítulo presenta 
un panorama general de la protesta campesina e indígena a nivel nacional, como contexto de 
análisis de lo ocurrido en el departamento del Tolima, discute las particularidades propias de las 
regiones en estudio, analiza el concepto de Acción Colectiva de Alto Riesgo proponiendo la 
perspectiva teórica que orienta al conjunto de la investigación desarrollada, y expone procesos y 
eventos puntuales de movilización campesina a la luz de la propuesta teórica, explicando  las 
razones por las cuales se comprenden mejor desde esta perspectiva.  
Valga aclarar que en términos departamentales y municipales, las tendencias de 
movilización en el campo no varían al incluir o excluir las luchas indígenas; sin embargo se 
presenta un análisis en los dos escenarios con la intención de precisar el mayor protagonismo de las 
acciones colectivas campesinas.  
El análisis cuantitativo inicial de las protestas en las que participan campesinos tiene como 
objetivo fundamental presentar las tendencias globales, para ubicar el contexto de protesta en el que 
se desarrolla la acción colectiva de alto riesgo en los municipios escogidos. Para tal efecto se acudió 
a la Base de Datos de Luchas Sociales del Centro de Investigaciones para la Educación Popular, 
CINEP, específicamente al componente de  protesta social en el campo, la cual incluye las protestas 
desarrolladas por campesinos e indígenas. El concepto que sustenta las citadas bases es el de lucha 
social o protesta, entendido como “el conjunto de de acciones sociales de más de diez personas que 
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alteran temporalmente el orden para expresar intencionalmente demandas o que presionar 
soluciones ante el Estado en sus diversos niveles, entidades privadas o individuos” [Archila et. al. 
2002, 258]. De este modo incluye las luchas de los sin tierra, arrendatarios, aparceros, colonos, 
pequeños y medianos productores, caficultores, campesinos desplazados, e indígenas, excluyendo a 
su vez a las personas que, aunque radicadas en áreas rurales, derivan sus ingresos de manera 
exclusiva de un salario. 
Es vital resaltar la importancia de la base de datos del CINEP, precisamente por tratarse de 
la única de esta naturaleza en el país, recogiendo actualmente  registros producidos a nivel nacional 
en un periodo cercano a los treinta y cinco años. Se observa que la intención de esta base en 
particular es construir un referente cuantitativo de la dinámica de protesta social en Colombia, 
sirviendo como herramienta analítica de los ritmos y tendencias, así como de los principales 
protagonistas, los repertorios de acción que desarrollan y las principales exigencias y 
reivindicaciones. No obstante, deben señalarse algunas dificultades inherentes a la construcción de 
las bases sustentadas en archivo de prensa que mellan los análisis de carácter local en perspectiva 
comparada como el que se propone realizar aquí.  
En primer lugar, las características de la información contenida en las fuentes utilizadas 
para la construcción de las bases conducente, en ocasiones, a la presentación distorsionada de la 
protesta social campesina. Esta situación se ilustra en un estudio de caso sobre las denominadas 
“marchas cocaleras” de 1996, en los departamentos de Guaviare, Putumayo y Caquetá, presentadas 
a través de periódicos como El Tiempo y Boyacá 7 días [Guerrero 2009, 31]. El análisis citado 
muestra cómo la información de prensa presenta los casos de protesta campesina desconociendo el 
contexto social y económico que los rodea, en observancia de hechos puntuales sin conexión con la 
dinámica social. Dicha característica aplica también a otros tantos casos de acción colectiva 
contenciosa campesina, situación que puede conducir a la invisibilización de contenidos y 
exigencias, precisamente al desconocer las condiciones socioeconómicas específicas que sustentan 
la acción colectiva contenciosa campesina. 
El criterio de visibilidad en prensa, herramienta central para la construcción de las bases de 
datos del CINEP, se ve limitado por la información que desean o no registrar los diarios fuente5. Así 
por ejemplo, muchas acciones de protesta en las cuales participaron campesinos del norte del 
Tolima entre 1997 y 1999 no aparecen registradas en los diarios nacionales generándose subregistro 
y un equívoco en el análisis al desconocer la riqueza de un importante periodo de movilización. Se 
                                                     
5 Los diarios de consulta sistemática en la base del CINEP son: El Tiempo, El Espectador, El (Nuevo) Siglo, 
La República, El Colombiano, El País, El Heraldo, Vanguardia Liberal, y el semanario Voz (Proletaria). Para 
ciertos años han consultado El Pueblo, El Universal, El Diario de la Costa, El Periódico y las revistas Semana, 
Alternativa, Opción, Solidaridad, Colombia Hoy, Cien Días vistos por CINEP, Campo Adentro y Panorama. 
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observan así los efectos de la selección de fuentes para la construcción de las bases, ya que el 
CINEP no tiene entre los periódicos de referencia muchos de los diarios regionales, para el caso 
concreto, El Nuevo Día o Tolima 7 días, que son los que de manera más fácil pueden registrar los 
hechos de protesta ocurridos en los municipios.  
Otra fuente de subregistro, en la base de datos del CIENP, se explica por el hecho de que 
los eventos de protesta se consignen como producidos y originados en un determinado municipio, 
cuando en realidad han sido protagonizados por organizaciones e individuos provenientes de 
regiones y localidades distintas, por fuera de los límites municipales registrados por la prensa. Así 
ocurre en el caso de El Líbano, ya que muchas acciones colectivas de carácter contencioso en las 
que los campesinos libanenses tuvieron una participación trascendental a finales de los años 
noventa, fueron registradas por la prensa nacional como desarrollados en Ibagué y algunos 
municipios del norte como Santa Isabel y Falan.  
Un caso de subregistro, que llama poderosamente la atención es el de la Movilización 
Nacional Campesina, ocurrida entre el 16 y el 22 de septiembre de 2002, inexistente para el Tolima 
de acuerdo con la base del CINEP, pero una de las de mayor trascendencia en el departamento 
según registros y memoria histórica de campesinos y organizaciones movilizadas en ese momento. 
Tal omisión de envergadura mayor podría explicarse, aunque no justificarse, en la ausencia de 
registros en los periódicos base; aunque vale la pena aclarar que el periódico El Tiempo da cuenta 
de la movilización ocurrida en el Tolima en su edición del día 18 de septiembre, sección de 
información general, afirmando la participación de 4.000 campesinos provenientes de 150 veredas 
del suroriente del departamento, apostados en la vía Icononzo-Villarrica, mientras que otros mil se 
concentraban en la ciudad de Ibagué [El Tiempo, “Marchas campesinas en 3 regiones” 2002, 18 de 
septiembre].  
Una segunda dificultad en las bases de datos del tipo que ha construido el CINEP son los 
criterios de clasificación y estandarización de los datos, con el propósito de construir información 
de tipo cuantitativo. El punto de partida es la consideración de un “evento de protesta”, una “lucha 
social” o una “acción colectiva”, términos usados  indiscriminadamente y como sinónimos en 
algunos de los principales trabajos del CINEP que toman como objeto de estudio los registros de la 
Base de Luchas Sociales6. La definición de lucha social, que centra su atención en acciones 
protagonizadas por más de diez personas, implica el tratamiento indistinto de pequeños eventos de 
protesta, como mítines de cincuenta personas, con movilizaciones de gran tamaño como las 
observadas en el Cauca con más de diez mil participantes. De igual manera, obvia el sostenimiento 
                                                     
6 Véase Archila et. al. [2002] y Archila [2005] 
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de una acción colectiva en el tiempo, uno de los elementos trascendentes a la hora de analizar el 
impacto de la movilización social, ya que la  forma de construcción de la base hace que se registre 
una protesta por una única vez, así esta tenga una larga duración en el tiempo, tal y como ocurrió 
con el Paro Cafetero de 1995 que llegó hasta los sesenta y cuatro días.  
Es así como la base del CIENP no permite reconocer condiciones de estabilidad de la 
protesta, duración en el tiempo, ni tamaño, dejando fuera del análisis algunas de las características 
más importantes de las formas en las cuales se desarrolla y configura la movilización social.  
Sobre la homologación de conceptos como “evento de protesta”, “acción colectiva” y 
“lucha social”, vale la pena decir que, aunque aparentemente sutiles, es necesario diferenciar usos 
para los conceptos y establecer las razones y los casos en los cuales pueden equipararse.  
En aras de la precisión conceptual no resulta pertinente utilizar el término “acción 
colectiva” por si sólo como equiparable al de protesta o evento de protesta. Primero y como se 
enunciaba en la introducción, la acción colectiva es un problema teórico relativo a las formas en las 
que los individuos actúan de manera conjunta, de modo que no toda la acción colectiva se relaciona 
directamente con la exigencia de derechos de manera pública, ni con desafíos o disputas a poderes 
establecidos, condiciones propias de la acción colectiva contenciosa. Los problemas de acción 
colectiva se extienden hacia grupos económicos, gremios, partidos políticos, y en general todos 
aquellos grupos que formulan objetivos comunes y que deben contar con la participación de 
individuos específicos para la realización de tales objetivos; en este caso la protesta social es uno de 
los varios ámbitos, tal vez el más analizado académicamente, en el que se hace presente el problema 
de la acción colectiva. 
Existen otras formas de acción colectiva, aún contenciosas, que no necesariamente se 
realizan en el ámbito de lo público o buscan visibilizarse. Tal es el caso del envío colectivo y el 
envío masivo de cartas a entidades gubernamentales, o el lobby ante personalidades políticas o 
cuerpos legislativos, en los cuales se realizan exigencias sobre asuntos comunes, pero no se 
caracterizan por la visibilización; otro asunto es el análisis del grado de desafío sobre los 
contendores o la efectividad de este tipo de acciones. No obstante deben ser consideradas como 
acciones colectivas contenciosas, en la medida en que personas sin acceso rutinario a las instancias 
de poder deciden actuar conjuntamente para realizar exigencias, afectando los intereses de otros que 
si acceden al poder, así el grado de afectación sobre esos otros no sea el más elevado.  
Bajo tales precisiones, en el presente estudio se considera que el término conceptualmente 
más adecuado para referirse a los registros que se encuentran en la base de datos del CINEP es el de 
eventos de protesta, en tanto se trata de exigencias colectivas que buscan ser o han sido 
visibilizadas, en este caso a través de registros de prensa. Siguiendo a autores como Earl y 
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Gráfica 1: Trayectoria de las Luchas Sociales en Colombia. 1975-2007
Fuente: Bases de Datos de Luchas Sociales del CINEP
colaboradores [2004, 65] es posible homologar los términos protesta y eventos de acción colectiva; 
sólo habría que agregar que sería factible siempre y cuando se especifiquen las condiciones de la 
acción colectiva como de carácter contencioso. 
Las anteriores consideraciones no invalidan en lo absoluto el ejercicio de registro y 
clasificación de hechos de protesta que realiza el CINEP, sin embargo si buscan llamar la atención y 
permiten validar la necesidad de múltiples fuentes para el análisis de la acción colectiva en casos 
específicos. 
 
2.1 La Movilización Agraria del Tolima en el Contexto Nacional 
Las dinámicas contemporáneas de movilización campesina se presentan en el contexto de 
los reflujos característicos del conjunto de actividades de protesta en los años noventa y el auge de 
la movilización social vivido a lo largo de los sucesivos periodos de gobierno de Álvaro Uribe 
Vélez, tal y como se aprecia en la gráfica número 1.  
 
 
Pese a que los años ochenta son reconocidos como periodo de articulación unitaria entre 
sectores que desarrollaron la protesta social en Colombia7, la crítica situación de vulneración de 
derechos humanos vivida hacia el final de la década dejaron como consecuencia el práctico 
aniquilamiento de estructuras organizativas nacionales. Esta situación es seguida por un franco 
descenso de la protesta a nivel nacional en el primer lustro de los noventa, condición compartida 
con las acciones de protesta protagonizadas por campesinos e indígenas (gráfica 2). Será en la 
segunda mitad de la década que se verá el resurgir de la lucha social que tiene lugar en ámbitos 
rurales, pero anclada a referentes organizativos y reivindicaciones regionales, los cuales intentan 
                                                     
7 En los años ochenta se consolidan un conjunto de propuestas unitarias gremiales gestadas desde finales de los 
años setenta, como la Central Unitaria de Trabajadores (1986), o la Federación Nacional Sindical 
Agropecuaria, FENSUAGRO (1987). 
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Gráfica 2: Luchas Campesinas e Indígenas 
en Colombia. 1990-2007
Fuente: Bases de Datos de Luchas Sociales del CINEP
procesos de coordinación nacional limitada eventos puntuales de movilización y algunos momentos 
de coordinación programática como el Congreso Nacional Agrario del año 2003, sin lograr 
consolidar firmes y duraderas articulaciones nacionales.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Utilizando como instrumento de análisis la Base de Datos de Luchas Sociales del Centro de 
Investigaciones y Educación Popular, CINEP,  se encuentra que entre 1990 y 2005 las acciones de 
protesta desarrolladas por campesinos e indígenas muestran una tendencia decreciente, teniendo 
como puntos de auge los años 1996,1999 y 2004 (gráfica 2). Entre 1990 y 1995 se observa un 
primer subperiodo, con una caída constante a nivel nacional. A partir de ahí y hasta 1999 se observa 
un incremento en el número de eventos de acción colectiva, siendo este último año el de mayor 
número con un total de 185 protestas registradas. Entre el año 2000 y el 2003 nuevamente se 
observa un descenso en la movilización de campesinos e indígenas, encontrándose allí el punto de 
menor número de eventos de protesta para todo el periodo analizado. Durante el 2004 se observa un 
importante incremento ya que se registraron 163 hechos; a partir de allí y hasta el final del periodo 
se observa un descenso constante en el número de registros. 
De acuerdo con la información disponible sintetizada en el cuadro 1, la protesta se 
encuentra altamente concentrada a nivel departamental, ya que tan sólo 11 departamentos presentan 
el 67,3 por ciento de los eventos de acción colectiva contenciosa campesina. Algunos 
departamentos con el mayor número de protestas están relacionados con regiones altamente 
conflictivas, como la zona de Urabá (Antioquía), Magdalena Medio (Santanderes y Bolívar), y el 
suroccidente colombiano (Cauca, Valle del Cauca y Nariño). Tal distribución ejemplifica el 
fenómeno de regionalización de la protesta rural en el periodo que se analiza, en un contexto en el 
cual los referentes nacionales de décadas pasadas han sido desarticulados, bien por persecución 
oficial o paramilitar, bien por las disputas internas y entre los diferentes sectores de la izquierda que 
han tenido una influencia muy marcada en las organizaciones agrarias.  
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Cuadro 1: Luchas Campesinas e Indígenas en Colombia, 1985-2007. 
Principales 11 Departamentos. 
No. DEPARTAMENTO TOTAL 1985-2005 PORCENTAJE 
1 Antioquia 476 13,44 
2 Santander 372 10,51 
3 Cauca 325 9,18 
4 Bolívar 231 6,52 
5 Valle del Cauca 168 4,74 
6 Córdoba 145 4,09 
7 Tolima 144 4,07 
8 Cundinamarca 139 3,93 
9 Cesar 130 3,67 
10 Nariño 129 3,64 
11 Norte de Santander 124 3,50 
TOTAL NACIONAL 3541 100 
  Fuente: Base de Datos de Luchas Sociales, CINEP. 
 
La fortaleza de los procesos regionales de protesta agraria en los noventa se reconoce hoy 
tanto por su capacidad de movilización, como por las estructuras organizativas que ha logrado 
construir. Mencionando tan sólo un de los casos, en el Magdalena Medio se encuentra el  proceso 
de movilización campesina que tuvo lugar durante los meses de septiembre y octubre de 1996, 
motivado en la precarización de las condiciones de vida para exigir al Estado la prestación de 
servicios básicos domiciliarios, cobertura en salud y educación, la construcción de vías de acceso y 
la formulación de propuestas de desarrollo y sustento económico para los campesinos. Producto de 
la movilización fue la firma de una serie de acuerdos con los gobiernos locales y nacionales, los 
cuales a la postre serían incumplidos; un resultado de mayor trascendencia sería la conformación de 
la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra, ACVC en diciembre de ese año.  
Así mismo, las marchas trajeron como respuesta la más cruda persecución por parte de 
cuerpos paramilitares de la zona, particularmente las Autodefensas Campesinas del Magdalena 
Medio, pertenecientes a las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), en franca complicidad o con 
evidente inacción por parte de las Fuerzas Militares que operaban en la región. En este contexto los 
campesinos del Magdalena Medio plantean y desarrollan en 1998 el “Éxodo campesino hacia 
Barrancabermeja”,  el cual duro 103 días y movilizó a diez mil campesinos,  planteando como 
principal exigencia la aceptación de responsabilidad del Estado respecto a la actuación de los 
cuerpos paramilitares. A partir de ese momento la ACVC se ha convertido en la principal 
organización campesina a nivel regional, desarrollando no sólo procesos de exigibilidad de 
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Gráfica 3: Luchas Campesinas e Indígenas en el Tolima. 
1985-2007.
Fuente: Bases de Datos de Luchas Sociales del CINEP
derechos, sino de realización de los mismos a través de propuestas comunitarias de educación, 
salud, cultivo y comercialización de productos. 
De las entrevistas sostenidas con dirigentes agrarios se desprende una clara comprensión de 
la necesidad de acción coordinada nacional, destacándose particularmente los avances en términos 
programáticos encarnados en los pliegos nacionales de movilizaciones como la de los años 2002 y 
2005, y en la formulación del Mandato Agrario, plataforma construida en el Congreso Agrario 
realizado en abril de 2003 en Bogotá. Sin embargo, son evidentes las disparidades regionales en los 
procesos de movilización, así como las dificultades para trascender la unidad de acción en la 
coyuntura.  
Las anteriores consideraciones permiten ver como la protesta campesina del noventa hacia 
adelante se diferencia de la ocurrida en las décadas inmediatamente anteriores por la ausencia de 
referentes nacionales, tales como la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos ANUC o la 
Federación Nacional Sindical Agropecuaria FENSUAGRO, los cuales se debilitaron por múltiples 
razones, al punto de no generar orientación efectiva de carácter nacional. De esta manera, los 
procesos regionales tuvieron el protagonismo, pero si ser  determinados por definiciones nacionales.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
En este contexto de repunte de la movilización agraria, en buena medida explicada por la 
consolidación de ciertos procesos organizativos regionales, la acción colectiva contenciosa 
desarrollada en espacios rurales en el Tolima ocupa el sétimo lugar en importancia a nivel nacional 
para el perdido 1990-2007, con 144 de eventos. 
Aunque en términos generales la tendencia en las acciones colectivas contenciosas del 
departamento es al incremento –contrario a lo ocurrido en lo nacional-, resulta evidente la 
especificación de ciertos años de crecimiento acelerado en la movilización social, particularmente 
1995, 1999 y el periodo ubicado entre 2004 y 2005 (gráfica 3). Estos años llaman la atención no 
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sólo por ser los de mayor número, sino porque se presentan como periodos francamente disruptivos, 
en tanto existe un registro muy pobre o no se registra evento alguno de movilización social en los 
años inmediatamente precedentes y subsiguientes.  
Si bien los picos de movilización agraria en el Tolima coinciden con los observados a nivel 
nacional,  los periodos valle resultan ser mucho más pronunciados, evidenciando discontinuidad en 
la acción colectiva; de hecho, los años 1994, 1997, 2000 y 2002 no registran eventos de 
movilización, recordando que este último presenta un problema de subregistro por lo menos en lo 
relacionado con la Movilización Nacional Campesina de septiembre, la que en todo caso solamente 
agregaría un evento sin generar mayor impacto en términos cuantitativos y por ende, en el análisis 
de tendencias.  
Tales circunstancias permiten proponer un desarrollo coyuntural de la acción colectiva 
campesina, en tanto la misma se gesta para momentos específicos sin que se logre un desarrollo 
sostenido, cuestionándose así la estabilidad de las condiciones organizativas, la existencia de 
articulación y continuidad entre los motivos de la protesta de un punto de auge a otro, así como el 
desarrollo de acumulados de participación política. En otras palabras, las claras discontinuidades en 
la acción de protesta campesina indican que, pese al incremento en número entre 1990 y 2007, 
existe precaria articulación entre los distintos eventos, por lo que cada hecho de movilización carece 
del acumulado que pudiera otorgar la continuidad de protesta sostenida. 
Analizando el desarrollo numérico de protestas realizadas por campesinos e indígenas desde 
la perspectiva municipal –presentada en el cuadro número 2- se encuentra que en Chaparral se ubica 
el mayor número de eventos con un total de 20 acciones registradas para el periodo 1985-2007. Los 
subsiguientes se encuentran todos en la vecindad de este municipio del sur–exceptuando el Espinal-, 
de manera tal que se produce una concentración geográfica de la protesta en la zona centro-sur del 
departamento (mapa 3), conformada por Chaparral, Oterga, Saldaña, Natagaima y Coyaima; se 
define así una región con continuidad geográfica. En general, los principales seis municipios en 
eventos de protesta social campesina e indígena concentran el 50% del total de hechos registrados 
entre 1985 y 2007.  
Una de las principales razones para esta concentración geográfica es la persistencia de las 
luchas indígenas centradas, entre otras cosas, en el reconocimiento de los cabildos y parcialidades 
que garanticen el acceso a la tierra. Lo anterior se articula con la mayor capacidad organizativa que 
evidencian este tipo de comunidades, así como el hecho de que esta región se encuentra ubicada en 
la zona de desarrollo de importantes megaproyectos, como los distritos de riego Golondrinas y del 
Triangulo del Tolima, ubicados en Natagaima y Coyaima, respectivamente. 
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Cuadro 2: Luchas Campesinas e Indígenas en el Tolima, 1985-2007. Principales Municipios. 
No. MUNICIPIO 85-89 90-94 95-99 00-04 05-07 TOTAL % 
1 Chaparral 13 1 1 0 5 20 13,89 
2 Ortega 11 2 1 0 2 16 11,11 
3 Coyaima 8 3 1 0 2 14 9,72 
4 Saldaña 1 0 3 3 1 8 5,56 
5 Espinal 1 0 1 3 2 7 4,86 
6 Natagaima 1 1 2 0 3 7 4,86 
10 Líbano 0 0 1 0 1 2 1,39 
 Total Departamento 60 16 29 10 29 144 100 
        Fuente: Base de Datos de Luchas Sociales, CINEP. 
 
Al realizar el análisis centrado exclusivamente en la protesta campesina se encuentra que 
las tendencias generales no se ven afectadas notoriamente. Por un lado el total de acciones 
colectivas sólo desciende en 22 eventos, en tanto que el periodo de mayor movilización continúa 
siendo 1985-1989 (cuadro 3).  Sin embargo, la definición de los municipios con mayor número de 
protestas cambia por la desaparición de Natagaima, en donde el total de registros pasa de 7 a 4, y la 
incorporación de Ibagué.  
Lo anterior significa que la movilización indígena, pese a ser proporcionalmente inferior a 
la campesina, tiene trascendencia en los municipios de mayor dinámica en cuanto a eventos de 
acción colectiva contenciosa, sin que ello afecte de manera sustancial la continuidad geográfica de 
la protesta en el campo, aún restringiendo la mirada en los eventos protagonizados por campesinos 
(mapa 4). Siendo los municipios con mayor número de protestas campesinas, Chaparral, Ortega, 
Coyaima y Saldaña concentran el 40,28 por ciento del total para el periodo 1985-2007. 
 
Cuadro 3: Luchas Campesinas en el Tolima, 1985-2007. Principales Municipios. 
No. MUNICIPIO 85-89 90-94 95-99 00-04 05-07 TOTAL % 
1 Chaparral 13 0 0 0 5 18 14,75 
2  Saldaña 1 0 3 3 1 8 6,56 
3 Coyaima 5 0 0 0 2 7 5,74 
4 Espinal 1 0 1 3 2 7 5,74 
5 Ortega 4 1 0 0 2 7 5,74 
6 Ibagué 1 0 1 2 2 6 4,92 
 Total Departamento 49 10 25 10 28 122 100 
        Fuente: Base de Datos de Luchas Sociales, CINEP. 
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Entre las  movilizaciones campesina más importantes en el departamento del Tolima para el 
periodo 1995-2007 se encuentra el Paro Cafetero de 1995, con amplia participación de los 
municipios del norte, particularmente Anzoátegui, Casabianca, Fresno, Herveo, Lérida, Líbano, 
Santa Isabel, Venadillo, Villahermosa e Ibagué, y sobre la cual se extenderá la primer parte del 
título 2.3 del presente capítulo. 
Otra de gran trascendencia, y de la cual vale la pena realizar una breve reseña, ante su total 
ausencia como hecho de protesta protagonizada por campesinos e indígenas en el Tolima, en la base 
del CINEP, fue la Movilización Nacional Campesina del año 2002. Tuvo lugar entre el 16 y el 22 
de septiembre del año 2002, contó con la participación de 125.000 personas en 15 departamentos, 
siendo promovida por el Consejo Nacional Campesino, en funcionamiento desde 1999. Hacía parte 
de dicho Consejo la Coordinadora Campesina del Tolima, convocante departamental y espacio de 
confluencia de múltiples organizaciones campesinas, entre otras el Sindicato de trabajadores 
Agrícolas del Tolima, Sintragritol y la Asociación de Pequeños y Medianos Agricultores, Asopema. 
Precedida de una numerosa marcha estudiantil y sindical en agosto de 2002, esta movilización 
resultó particularmente importante en tanto fue una de las primeras expresiones de protesta durante 
los sucesivos gobiernos de Álvaro Uribe, durante los cuales las movilizaciones de carácter 
contencioso han presentado un constante incremento. 
El auge en la movilización social con el recién posesionado gobierno fue producto de 
algunas de las medidas adoptadas en el marco de la principal política gubernamental, la de 
Seguridad Democrática. En el caso del sector agrario las mayores reacciones se gestaron alrededor 
de la promulgación de las zonas de rehabilitación y consolidación, creadas al amparo del estado de 
conmoción interior decretado el 11 de agosto y que se prolongó hasta febrero de 2003. El 
planteamiento original era la creación de las zonas de rehabilitación y consolidación en siete 
regiones del país, entre las cuales se encontraba el departamento del Tolima como parte del corredor 
suroccidental. Entre las medidas de excepción que posibilitaba el decreto 2002 de 2002 estaban 
capturas, interceptación de comunicaciones, allanamientos sin orden judicial, control de extranjeros 
así como en la circulación de los habitantes de las zonas. Si las condiciones lo permitían, las 
diligencias podían ser acompañadas por la Procuraduría y la Fiscalía, de lo contrario, las Fuerzas 
Militares contaba con total autonomía para actuar. 
El 21 de septiembre, en medio de la realización de la Movilización Nacional Campesina, 
fueron reglamentadas dos zonas de rehabilitación en 27 municipios de Sucre, Bolívar y Arauca, 
cuya duración fue de tres meses debido a la declaratoria de inexequibilidad, por parte de la Corte 
Constitucional, de la prórroga al estado de conmoción interior solicitada por el ejecutivo al 
Congreso.  
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En el Tolima la Movilización Nacional Agraria tuvo particular fuerza al oriente y sur del 
departamento. Aunque la intención de los campesinos participante era llegar a Ibagué para la 
realización de una concentración, el Ejército prohibió la salida de vehículos e impidió el tránsito de 
los campesinos hacia la capital departamental. En el municipio de Icononzo se vivió la situación de 
mayor tensión, ya que más de 4000 personas tuvieron que permanecer en la carretera. Con la 
presión ejercida se logró que el 18 de septiembre el viceministro del interior recibiera a una 
delegación del Tolima, pero no se produjeron avances en una negociación.  
La movilización contó con la presencia y acompañamiento de organizaciones 
internacionales tanto gremiales, la Vía Campesina, como ONG´s, Sol de Paz Pachakuti, Sol de Paz 
Asturias y la Organización de Solidaridad de los Pueblos de África, Asia y América Latina 
OSPAAL. Un miembro de esta última organización fue detenido por agentes del DAS el 16 de 
septiembre en Ibagué, para ser posteriormente deportado, pese a que contaba con autorización del 
gobernador de la época, Guillermo Alfonso Jaramillo. 
 
2.2 Algunos Antecedentes de la Acción Colectiva en lo Regional 
Los principales antecedentes a las dinámicas de acción colectiva de carácter contencioso en 
el departamento del Tolima se encuentran en los desarrollos regionales de procesos nacionales de 
organización, protesta y participación política agraria durante los setentas y ochentas 
En el ámbito rural, los años setenta constituyen el auge de la Asociación Nacional de 
Usuarios Campesinos, ANUC, último proceso agrario con real capacidad de incidencia en el 
proceso político nacional, acompañado de un efectivo arraigo en lo local. Creada por decreto en la 
presidencia de Carlos Lleras en 1967, la ANUC tuvo una activa presencia en 24 departamentos, 
organizando comités locales y desarrollando la forma de protesta más importante de la década, la 
toma de tierras8. De acuerdo con los datos presentados por León Zamosc [1987, 124] entre 1971 y 
1978 y a nivel nacional la ANUC desarrolló 984 tomas de tierras, siendo el Tolima el séptimo 
departamento en importancia con cuarenta y tres invasiones campesinas. La totalidad de acciones se 
concentraron en los municipios del Guamo, Natagaima y Saldaña, ubicados en el plan del Tolima, 
epicentro del avance y consolidación del capitalismo agrario.  
La falta de toma de tierras en los municipios de Chaparral y Líbano durante el auge de la 
ANUC no implica ausencia total de este proceso organizativo en las regiones de estudio. Tal y 
como se desprende de los múltiples testimonios recopilados por la Corporación Reiniciar [2007, 94-
96], el municipio de El Líbano aportó uno de los primeros dirigentes regionales de la ANUC, Oscar 
                                                     
8 El análisis más completo sobre la ANUC se encuentra en el libro La cuestión agraria y el movimiento 
campesino en Colombia: luchas de la Asociación Nacional de Usuarios (ANUC), 1967-1981 de León Zamosc. 
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Sánchez, sindicalista y empleado del Banco Cafetero, quién promovió la iniciativa de la toma de 
tierras en el sur del departamento, particularmente en Ortega, Coyaima y Natagaima. De igual 
manera, en Chaparral la organización y dirección de las tareas planteadas por la ANUC estuvo a 
cargo de Raúl Rojas, enmarcando las acciones de protesta en los planteamientos de acción directa 
establecidos por la línea Sincelejo, derivada del Congreso de escisión que tuvo lugar en Bogotá en 
1974.  
De otro lado, la ausencia de tomas de tierras realizadas por campesinos en El Líbano 
encuentra un factor explicativo en la estabilización del proceso de descomposición de la hacienda 
cafetera que fue acompañado del fraccionamiento de la propiedad, situación que de la mano con las 
políticas y acciones de modernización de la caficultura impulsadas por la Federación Nacional de 
Cafeteros, condujeron a que la reivindicación por el acceso a la tierra tuviera un eco menor en las 
zonas de ladera ubicadas en la cordillera central.  
Sin embargo esta tendencia a la no realización de tomas de tierras dará un giro drástico en 
los años ochenta, por lo menos en el municipio de Chaparral, localidad en la que el 65% de la 
protesta de la década se concentró en el segundo lustro, caracterizándose además por que la 
totalidad de las mismas correspondieron a lo que en la tipología CINEP se define como invasiones 
de tierras; el concepto se relaciona con las ocupaciones de predios, tanto permanentes como 
transitorias, con el objetivo de realizar exigencias sobre el acceso a tierras [Archila et al. 2001, 261]. 
La única excepción en cuanto a los repertorios de acción es el paro cívico realizado en 1985, 
impulsado a nivel nacional, aunque con la exigencia particular de desmilitarización de la región.  
Pese a que el término “invasión de tierras” dista de la forma en que múltiples 
organizaciones campesinas e indígenas definen sus propias dinámicas de acción, el concepto del 
CINEP apunta a la ocupación de terrenos y la exigencia sobre el acceso, demostrándose que aunque 
no coincidió con las temporalidades de nivel nacional, Chaparral no estuvo alejado de la que fue 
una de las principales reivindicaciones campesinas y formas de protesta en Colombia durante el 
siglo XX. 
Otro antecedente fundamental, por lo menos en el caso de Chaparral, es la fuerte influencia 
de la Unión Patriótica, precedida a su vez por la  presencia histórica del Partido Comunista 
Colombiano, PCC y  las históricas luchas agrarias. Como espacio de acción política electoral y 
convergencia entre el PCC y grupos de liberales -esencialmente gaitanistas- en Chaparral la 
propuesta de la UP tuvo un particular desarrollo en la zona del Cañón de las Hermosas, logrando 
convertirse en la segunda fuerza electoral del municipio en las elecciones presidenciales de 1986 
con Jaime Pardo como candidato. La violencia política que exterminó a este partido también se hizo 
sentir en Chaparral y en el Cañón de las Hermosas, lugar en el que fueron asesinados por lo menos 
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once militantes de la Unión Patriótica entre 1986 y 1992, que a su vez pertenecían a distintas 
organizaciones gremiales campesinas, responsables de la realización de las acciones de protesta. 
Lo ocurrido durante las décadas posteriores con la acción colectiva campesina contenciosa 
en Chaparral define dos características fundamentales. Por un lado, la crítica disminución de los 
eventos de protestas a partir de 1990, ya que entre 1991 y 1995 no se registra hecho alguno; la 
segunda característica será la desaparición total de la invasión de tierras del repertorio de acción 
desarrollado por los campesinos de Chaparral. Este drástico viraje en la realización de la protesta 
agraria se encuentra estrechamente relacionado con los actos de violencia vividos por los 
campesinos, particularmente aquellos habitantes del Cañón de las Hermosas. 
Los últimos tres años dentro del análisis (2005-2007) muestran para Chaparral un 
incremento frente al número de protestas, evidenciando que la recuperación frente a la 
desestructuración de la movilización agraria requirió en la práctica quince años, siendo también 
evidente que las dinámicas actuales distan en continuidad y cualidades de las desarrolladas durante 
los años ochenta. Se puede afirmar que los niveles de continuidad en los ochenta son superiores a 
los noventa y posteriores ya que la primera década registra protestas todos los años y en un número 
superior a uno por año, en tanto que para los noventa el nivel de protesta se reduce drásticamente, 
registrándose apenas dos eventos protagonizados por indígenas, en 1990 y 1996, y ninguno por 
campesinos. En términos de cualidad, enfocada desde la perspectiva de los repertorios desarrollados 
por los campesinos, existen también diferencias en lo ocurrido entre las dos décadas; mientras que 
los años ochenta tuvieron como principal forma de acción la invasión de tierras según la tipología 
CINEP, del noventa hacia adelante esta clase de protesta desaparece entre los campesinos, quienes 
recurrirán con mayor frecuencia a las marchas y bloqueos.  
Será precisamente en esta dinámica de difícil recomposición de la acción colectiva 
contenciosa que se analizarán, en los próximos apartados, sus rasgos como acciones de alto riesgo. 
Para el caso de la protesta agraria desarrollada en El Líbano las bases consultadas, así como 
las entrevistas realizadas dan cuenta de una marginal actividad de protesta entre 1985 y 2007, con 
apenas 2 acciones colectivas reportadas en prensa. Es importante recalcar que el fenómeno de 
subregistro propio de estas bases de datos necesariamente afecta las consideraciones que sobre 
protesta agraria se puedan hacer para este caso. Sin embargo, los testimonios y reconstrucciones 
permiten afirmar que El Líbano también vive, de alguna manera, un auge de la protesta agraria 
durante el segundo lustro de los años noventa. Tal y como se verá más adelante, las movilizaciones 
cafeteras de 1995 fueron en El Líbano dos; la primera la registrada en febrero, consistente en la 
toma del parque municipal Isidro Parra; la segunda movilización, si bien se concentró en Ibagué, 
tuvo en la delegación de El Líbano una de las más importantes.  
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Posterior a la movilización cafetera, los campesinos de El Líbano siguen participando en 
otras acciones como tomas de entidades en Ibagué o en Bogotá, bloqueos de carreteras, acciones de 
solidaridad con sectores sindicales y otro tipo de hechos que generalmente no son incluidos en las 
bases de datos construidas con información de prensa, dados los puntos críticos en su construcción 
planteados en la primera parte de este capítulo.  
 
2.3 Aproximación a las Definiciones de Acción Colectiva de Alto Riesgo      
Se presenta a continuación un marco de discusión sobre el significado y los desarrollos 
relativos a la Acción Colectiva de Alto Riesgo como categoría analítica propia en el contexto de 
distintas aproximaciones explicativas de la movilización social. A partir de ahí, se busca indagar 
sobre la aplicabilidad de dicho concepto a dinámicas de movilización en Colombia, como aporte en 
la construcción de herramientas teóricas capaces de captar con amplitud la compleja realidad en la 
que se desarrollan los diferentes procesos de acción colectiva en el país. 
Recurriendo a la revisión teórica de autores, se discuten a continuación algunos de los 
aspectos más relevantes en las investigaciones de  Elizabeth Jean Wood  [2003], en su exploración 
local de las “bases sociales de la revuelta” para el caso de El Salvador en los años ochenta, la de 
Mara Loveman [1998] a propósito de la formación de organizaciones defensoras de derechos 
humanos en Argentina, Chile y Uruguay durante el periodo de las dictaduras militares, apoyando la 
contrastación con elementos planteados por Sidney Tarrow [1997] y Douglas McAdam [1986].  
El trabajo de Elizabeth Jean Wood  indaga las razones que llevaron a un importante número 
de campesinos salvadoreños a participar en dinámicas insurgentes y así apoyar ampliamente al 
Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) durante el periodo de recrudecimiento 
de la guerra civil en el país centroamericano. La pregunta planteada por la autora no es por quienes 
se enrolaron en la guerrilla directamente, sino por quienes desde afuera de las filas compartieron las 
propuestas del FMLN y sirvieron como bases de apoyo para el desarrollo de su trabajo político.  
La perspectiva analítica desde la cual aborda el tema se circunscribe en lo que podría 
denominarse “programa amplio” de la teoría de elección racional. Como se observa a lo largo del 
texto, la autora se compromete considerablemente con un abordaje del problema desde la 
perspectiva del individualismo metodológico, es decir, con la explicación de los fenómenos sociales 
desde las acciones de los individuos [Martínez 2004, 142], apuntando en lo fundamental a dar 
cuenta de las motivaciones que tuvieron los campesinos como individuos para participar o  no de las 
acciones colectivas de alto riesgo consistentes en apoyar el trabajo insurgente desarrollado por el 
FMLN. Metodológicamente toma cinco áreas de estudio buscando hacer análisis comparado de 
acuerdo a la definición de diferentes patrones de participación y no participación. 
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Sin embargo, la amplitud de su perspectiva radica en la flexibilización de algunos de los 
supuestos más importantes, particularmente la idea de que las motivaciones derivan siempre de 
incentivos materiales o instrumentales y que las preferencias de los individuos están determinadas 
de antemano. Afirma por esto Wood, que si bien su interpretación sobre la participación de los 
campesinos como apoyo insurgente expone actuaciones intencionales en la búsqueda de sus fines, 
sopesando cuidadosamente beneficios y  costos (maximización), incluye también a las emociones y 
creencias como razones para la acción; así mismo explica como de acuerdo a los resultados que 
arroja su investigación, “los valores, normas, prácticas y creencias relevantes para la acción 
colectiva no estaban fijas por encima del curso de la guerra civil porque evolucionaron 
endógenamente” [Wood 2003, 254].  
Mara Loveman se pregunta en su investigación por qué y bajo qué condiciones los 
individuos arriesgarían su vida para confrontar estados represivos. Este trabajo constituye un 
esfuerzo por desarrollan una “construcción teórica sintética”, en la cual se incorporan las 
contribuciones generadas desde diferentes teorías a partir de la complementariedad y no desde la 
exclusión o la rivalidad. Por lo tanto, para la identificación de los procesos sociales que explican la 
aparición y desarrollo de la acción colectiva de alto riesgo es necesario, a juicio de la autora, ir más 
allá de la búsqueda de la “variable más importante” o “comprobar una a una en la lista las variables 
independientes que hipotéticamente operan discretamente en distintos niveles” [Loveman 1998, 
497]. De esta manera, opta por explicar, en perspectiva comparada, la pertinencia en las 
interconexiones de distintos énfasis teóricos a través de los casos escogidos, haciendo un particular 
énfasis en los aportes otorgados por las corrientes de movilización de recursos y los nuevos 
movimientos sociales.      
Sydney Tarrow en su conocida obra “Poder en Movimiento”, discute, como principal 
aporte, las relaciones que se pueden establecer entre sistema político y movilización social, bajo las 
cuales la acción colectiva queda determinada por la Estructura de Oportunidad Política (SOP), 
entendida como el conjunto de condiciones del entorno político que fomentan o desincentivan la 
acción colectiva. De acuerdo con Tarrow, esta herramienta analítica permite explicar cuándo y por 
qué se moviliza la gente y cómo se extiende la acción colectiva [1997, 49] 
Aunque particularmente Wood plantea un claro distanciamiento de la perspectiva de 
Tarrow como factor explicativo de la acción colectiva de alto riesgo, la pertinencia de los aportes 
del análisis de la SOP se dan por dos vías: por un lado existe una constante referencia en los dos 
trabajos reseñados anteriormente al carácter represivo de los estados nacionales en los que se 
desarrolla la acción colectiva, por el otro el papel de los marcos para la acción colectiva, 
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desarrollado en la obra de Tarrow será también un punto analizado por las autoras y que busca ser 
discutido. 
 
2.3.1 Contrastación de propuestas teóricas 
Como se mencionó anteriormente, la perspectiva analítica de Wood parte de afirmar a los 
campesinos como individuos racionales en el sentido de la realización de acciones intencionales con 
el propósito de lograr intereses o valores. De esta manera, una definición sobre lo que comportaría 
para Wood una acción colectiva de alto riesgo se encuentra estrechamente ligada con el análisis de 
la relación costo-beneficio que harían los campesinos para tomar la decisión de si participar o no; se 
trata entonces de una cuidadosa ponderación en la cual no solamente los costos probables son muy 
grandes, sino que los beneficios aparentes se presentan como muy limitados. En términos de costos, 
el alto riesgo se relaciona con las circunstancias de represión severas y guerra civil, bajo las cuales 
“aquellos que participaran en ocupaciones de tierra y marchas y proveyeran soporte logístico a la 
guerrilla corrían riesgos mortales al hacerlo. Muchos pagaron el último precio.” [Wood 2003, 5]. 
Pero para la autora el enigma de la acción colectiva en El Salvador viene dado sobre todo 
por lo limitados que pudieran parecer los beneficios aparentes, particularmente el acceso a la tierra. 
De acuerdo con Wood la realización de este derecho no constituyó la razón principal para la 
participación de los campesinos, ya que independientemente de brindar su apoyo al FMLN quienes 
habitaran los “territorios liberados” podría ocupar tierras y titularlas. Para el caso salvadoreño no 
existirían incentivos selectivos individuales de tipo material determinantes de la acción colectiva, 
siendo posible por tanto la existencia de “free-riders”, sin que con ello se enfrentara un problema al 
estilo de la paradoja de Olson [Wood 2003, 12]. Bajo estas circunstancias,  el trabajo de Wood 
replantea el tema de los beneficios, descubriendo los reales y dimensionando adecuadamente los 
aparentes, tales como el acceso a la tierra. Se puede afirmar entonces que una acción colectiva de 
alto riesgo será, bajo el esquema de Wood, aquella en la cual quienes participan se exponen a 
peligros inherentes a la participación, que varían de acuerdo con el lugar y a lo largo del tiempo, 
frente a la cual los individuos realizan una cuidadosa ponderación de costos y beneficios. De ahí 
que lo más importante en esta explicación del porqué la gente participa sean precisamente las 
motivaciones individuales.  
En la perspectiva analítica de Tarrow no existe una referencia medianamente desarrollada 
sobre acciones colectivas de alto riesgo. Sin embargo, en el primer capítulo de su obra se plantea 
una discusión abierta con la elección racional, particularmente en la versión olsoniana, como cuerpo 
teórico capaz de dar cuenta de los fenómenos de acción colectiva. De acuerdo al interés general de 
su libro Tarrow afirma que  “la acción colectiva existe, en grupos grandes y pequeños, tanto en 
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condiciones de alto como de bajo riesgo” [Tarrow 1997,42], siendo más pertinente para al analista 
concentrarse en explicar el cómo que el porqué. 
Pero más allá de cualquier duda sobre la efectiva existencia de la acción colectiva de alto 
riesgo, es también cierto que hechos evidentes como este si requieren una explicación específica, 
toda vez que no es obvio que la gente esté siempre dispuesta a correr riesgos, incluso a poner su 
vida en peligro, cuando de participar en una acción colectiva se trata. No en vano afirma McAdam 
[1986] que los investigadores en movimientos sociales “al enfocar su atención exclusivamente en 
formas “seguras” de activismo, han implícitamente asumido que el reclutamiento no se ve afectado 
por los niveles de costo y riesgo asociados con la acción” [McAdam 1986, 67].   
Ahora bien, desde una perspectiva un poco distante del individualismo metodológico de 
Wood, Loveman en su trabajo muestra como la definición de lo que corresponde a una acción 
colectiva de alto riesgo se encuentra estrechamente ligada a la SOP, a razón de un incremento en el 
carácter represivo del estado como ocurrió en los países del Cono Sur  con el auge de las dictaduras 
militares. Afirma la autora que este hecho implicó un empeoramiento de la SOP, que sin embargo 
induce cierto tipo de acción colectiva [Loveman 1998,485], derivando de allí una redefinición de la 
SOP como factor explicativo en el desarrollo de la acción colectiva.  
De esta manera, el incremento en el carácter represivo del estado, o en general un 
empeoramiento de la SOP, se presenta como rasgo característico de las acciones colectivas de alto 
riesgo en las cuales se plantean serios desafíos hacia el Estado, como se evidencia en los casos 
analizados por Loveman y Wood. Vale la pena recalcar que no todas las acciones colectivas tienen 
como interlocutor o contendor al Estado, sin embargo esta relación entre alto riesgo y 
empeoramiento de la SOP puede ser particularmente relevante para el análisis de la movilización 
social contenciosa en Colombia.El empeoramiento de la SOP se presenta más como una causa que 
como una definición de lo que es el alto riesgo.  
En este punto resulta importante retomar la diferenciación planteada por McAdam entre 
costos y riesgos de la acción colectiva, los primeros relativos a “los gastos de tiempo, dinero y 
energía que son requeridos por una persona involucrada en cualquier forma particular de 
activismo”, en tanto que los riesgos se entiende como los “peligros anticipados – tanto legales 
como sociales, físicos, financieros y así sucesivamente- de enrolarse en un tipo particular de 
actividad” [McAdam 1986, 67]. La diferencia planteada es ejemplificada por el autor de la siguiente 
manera: “Mientras que el acto de firmar una petición es siempre de bajo costo, el riesgo de hacerlo 
puede, en ciertos contextos –durante el punto más álgido del macartismo, por ejemplo- ser bastante 
alto” [Ibíd.]. De esta manera, subraya el autor, es evidente que algunas dinámicas de acción 
colectiva son más riesgos o más costosas que otras, razón por la cual merecen ser estudiadas. 
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Loveman [1998, 478] afirma que el alto riesgo está definido por la existencia de 
consecuencias potenciales negativas y peligrosas como arrestos, torturas, desapariciones o asesinato 
de los participantes, sus amigos o los miembros de sus familias. Adicionalmente, el alto riesgo 
implica contextos de extrema inestabilidad e impredictibilidad, ya que “muchos contextos de alto 
riesgo los son precisamente porque las consecuencias de las acciones son imposibles de predecir” 
[Loveman 1998, 480]. 
 Pese a definir el riesgo de manera similar a los costos establecidos por Wood, la diferencia 
aquí es que la operacionalización del concepto no está mediada por el estricto cálculo costo-
beneficio, sin que por esto se le otorgue un carácter de irracionalidad a la acción. Loveman 
desarrolla una fuerte crítica a este aspecto de la teoría de la elección racional, enunciando una 
perspectiva sesgada en el tratamiento de los conceptos, ya que “los riesgos se sopesan simplemente 
como “costos” potenciales en el cálculo individual” [Loveman 1998, 481]. En su trabajo Wood 
habla indistintamente de costos y riesgos, pero es evidente que busca referirse a los segundos, 
también definidos como “la anticipación o expectativas subjetivas de los activistas respecto a un 
costo en el que puede incurrir como resultado de su participación en el movimiento” [McAdam y 
Wiltfang 1991, 489]. El problema radica en que el tratamiento indiscriminado entre costos y 
riesgos, obscurece un punto central resaltado por MacAdam y Wiltfang, a la luz del cual se subraya 
la dinámica relacional y social del alto riesgo, más allá del cálculo individual que cada participante 
pueda hacer. Es así como para estos autores “los costos están bajo el control del activista; los 
riesgos, como costos futuros, dependen no sólo de las propias acciones de los activistas, sino de las 
respuestas de otros a las acciones de los activistas” [Ibíd.]. 
Recogiendo los elementos anteriormente expuestos, en la definición de una acción colectiva 
de alto riesgo se precisa tener en cuenta los siguientes aspectos: 
 Riesgo y costo de la acción no son lo mismo, en últimas los riesgos pueden 
entender como costos futuros. 
 Los riesgos se refieren a peligros inherentes a la acción y anticipados a la misma 
 Se presenta en contextos de alta inestabilidad e impredictibilidad 
 Así mismo, se trata de una dimensión relacional de las dinámicas en las cuales se 
desarrolla la acción colectiva, es decir que una acción colectiva de alto riesgo lo es 
no sólo por el desbalance entre costos y beneficios de la acción que pueda calcular 
un individuo, sino que se va configurando a partir de las acciones de los 
participantes y de las respuestas a estas acciones que se generen en otros. 
 El alto riesgo es por tanto una dimensión cambiante tanto en el tiempo como en el 
nivel de análisis 
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En consonancia con lo anterior, hablar de Acciones Colectivas contenciosas de Alto Riesgo 
no implica observar únicamente la coincidencia entre hechos de movilización social y hechos de 
violencia, más bien de lo que se trata es de analizar la construcción de una forma particular de 
relación política entre actores políticos no institucionales que buscan realizar reivindicaciones 
propias, planteando serios desafíos a sus contendores. Para el caso particular del campesinado, esta 
relación política se construye tanto en dimensión temporal como en dimensión espacial, hecho que 
dará lugar a la configuración de los escenarios de riesgo, concepto propuesto, analizado y 
operacionalizado en el siguiente capítulo.  
 
2.4 Protesta campesina como Acciones Colectivas de Alto Riesgo 
La movilización agraria en Líbano y Chaparral desde mediados de los noventa se 
caracteriza por ser ampliamente discontinua y referida casi que exclusivamente a grandes acciones 
de protesta articuladas a la dinámica nacional o regional, exceptuando las marchas por la defensa de 
los derechos humanos realizadas en Chaparral desde el año 2006. Para El Líbano el referente de 
movilización continúa siendo el Paro Cafetero de 1995, sin que a la fecha se registren otras acciones 
colectivas de tal envergadura. En el caso de Chaparral el periodo de análisis muestra nulas 
dinámicas de protesta hasta el año 2005, a partir del cual se han presentado movilizaciones locales y 
regionales.  
Resulta importante señalar que en el caso de Chaparral, pese a la gran extensión del 
municipio, los campesinos participantes en los distintos procesos de movilización de carácter local, 
regional y nacional provienen de las zonas ubicadas sobre la cordillera central, específicamente de 
los corregimientos de San José de las Hermosas, La Marina; el primero de ellos se ubica sobre la 
zona del Cañón del río Amoyá o Cañón de las Hermosas, mientras que el segundo se ubica en el 
Cañón del Río Ambeima. Una característica fundamental, que será analizada en la 
conceptualización de los escenarios de riesgo, es que dichas zonas se reconocen por ser de las más 
apartadas respecto al casco urbano de la población, las de histórica presencia de la organización 
guerrillera FARC, pero también las de mayor riqueza hídrica y medioambiental para el municipio. 
El reducido número de acciones de protesta que se registran a través de la base de Datos de 
Luchas Sociales del CINEP no implica la inexistencia de otras formas de acción colectiva 
contenciosa en la región de estudio. Específicamente el intento por desarrollar procesos 
organizativos gremiales constituye uno de los principales esfuerzos de acción colectiva campesina, 
signado también por condiciones de alto riesgo. La organización campesina de mayor relevancia en 
El Líbano es la Asociación de Medianos y Pequeños Agricultores, ASOPEMA, en tanto que para 
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Chaparral se encuentra la presencia y acción del Sindicato de Trabajadores Agrícolas del Tolima, 
SINTRAGRITOL, la Asociación de Trabajadores Agrícolas del Tolima, ASTRACATOL y la 
Asociación Ambientalista con Desarrollo al Futuro, ASOHERMOSAS.  
De estas organizaciones locales sólo SINTRAGRITOL y ASTRACATOL pertenecen a 
alguna federación sindical nacional, ya que las dos hacen parte de FESUAGRO. En la práctica 
SINTRAGRITOL ha dejado de existir en cuanto a movilización campesina y sólo algunos de sus 
miembros desarrollan tareas puntuales. La situación de desarticulación de facyo de esta 
organización se encuentra estrechamente relacionada con las declaraciones y acusaciones realizadas 
por Raúl Agudelo, alias “Olivo Saldaña”, ex integrante desmovilizado del Frente 21 de las FARC y 
principal “gestor de paz” del actual gobierno, quien constantemente ha afirmado que 
SINTRAGRITOL ha sido una “estructura de base” de las FARC [UNOAMERICA, “Lo que contó el 
ex guerrillero Olivo Saldaña” 2009, 21 de mar.]. Tal situación ha afectado particularmente a los 
dirigentes del Sindicato, algunos de los cuales han sido encarcelados, mientras que otros se han 
marginado del activismo.  
ASTRATACATOL es la organización que tiene más vínculos en Chaparral y su 
surgimiento está directamente relacionado con procesos de formación desarrollados por 
FENSUAGRO en la región sur y oriental del Tolima. De esta manera, las relaciones de los 
campesinos fundadores de ASTRACATOL con FENSUAGRO contribuyen a explicar parte del 
surgimiento de esta organización local. En el capítulo cuatro, dedicada a las explicaciones sobre el 
cómo y el por qué de la acción colectiva de alto riesgo, se puntualizará más en estas relaciones, 
analizando el tipo de recursos a los que se pueden acceder mediante estas relaciones.  
Son precisamente las organizaciones las que han actuado manera más permanente en las 
regiones, desarrollándose en la cotidianidad de la vida campesina y siendo responsables e 
impulsoras de las movilizaciones y demás acciones de protesta, razón por cual también serán objeto 
de análisis al momento de la definición del alto riesgo en la acción colectiva. Por lo tanto, si bien la 
referencia para la definición del alto riesgo se centra en los principales hechos de protesta 
campesina que han tenido lugar en los municipios de El Líbano y Chaparral, resulta totalmente 
necesario precisar los alcances del concepto a partir de la referencia a sujetos colectivos concretos, 
en este caso las organizaciones gremiales de mayor relevancia.  
Para la observación de las acciones colectivas campesinas como de Alto Riesgo en el caso 
del departamento del Tolima, el ejercicio analítico propone trabajar tres aspectos. En primer lugar la 
anticipación de los costos y dificultades que habrán de asumir los participantes de una acción 
colectiva al momento de su preparación y ejecución. Cada uno de los hechos de protesta referidos 
permite evidenciar cómo se dimensionan y evalúan las eventuales condiciones adversas con las que 
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se pueden encontrar los participantes de una determinada acción colectiva  antes que ésta ocurra, 
pero sin que esto implique que se puedan anticipar el resultado final y las consecuencias. En 
segundo lugar, la claridad sobre quiénes son los contendores, así como del interés en disputa. Y por 
último, las respuestas generadas que trascienden más allá de los eventos puntuales de acción 
colectiva, diferenciando entre los riesgos que se asumen en el desarrollo mismo de un hecho de 
protesta y aquellos que se realizan posteriormente. Tal situación revela que una característica del 
alto riesgo será su prolongación en el tiempo. 
A continuación se presentan diversos procesos de acción colectiva que tuvieron lugar en El 
Líbano y Chaparral en el periodo de estudio; el relato de algunos de los aspectos más trascendentes 
propone definirlos como Acciones Colectivas de Alto Riesgo. Se omiten de manera deliberada 
multiplicidad de factores que explican la configuración y orígenes de los riesgos asumidos por los 
participantes, tales como las dinámicas y recomposiciones sociales y económicas del territorio en el 
que se originan las acciones o el proceso de construcción de las distintas identidades políticas a 
nivel local. La omisión responde a que son estos temas principales a ser abordados en el capítulo 
tres, en función de dar sustento al concepto de escenario de riesgo, espacio en el que tienen lugar las 
acciones colectivas de alto riesgo, cuya reflexión resulta imprescindible para una completa 
compresión del fenómeno en estudio. 
 
2.4.1 De la reivindicación cafetera a la resistencia por la vida y el territorio 
Las movilizaciones cafeteras que se desarrollaron en 1995 son consideradas hasta el día de 
hoy como las más importantes expresiones de descontento de los cultivadores de café. Los 
elementos de fondo que las sustentaron se articularon alrededor de lo que Gonzalo Sánchez llama 
“el derrumbe de todo un esquema de desarrollo agroexportador” forjado alrededor de la caficultura 
[1999, 11]. De manera sintética se puede decir que en el desarrollo de la crisis cafetera confluyeron 
factores de índole interno, propios de la dinámica local de producción, y externos, relacionados con 
los cambios en el modelo económico y en el mercado internacional del café.  
Entre los primeros se encuentran los reiterados procesos de renovación de cultivos 
promovidos por la Federación Nacional de Cafeteros, FNC, primero en los años sesenta con la 
introducción de la variedad caturra y como parte en la lógica de tecnificación de la caficultura; 
posteriormente, la introducción en los años ochenta de la variedad Colombia ante la propagación de 
la roya. Los programas de renovación fueron soportados mediante créditos concedidos a los 
agricultores por la Caja Agraria, Bancafé y la propia Federación. Para el caso de El Líbano, la 
introducción de nuevas variedades y los cambios en la forma de producción trajeron como 
consecuencia el fortalecimiento de la lógica de monocultivo, ya que tipos de café como el caturra o 
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el Colombia se siembran a plena exposición solar, dejando de lado cultivos tradicionales que les 
servían de sombra, como el plátano; se relegó por tanto la producción de pan coger, determinando 
una absoluta dependencia del mercado cafetero para el aprovisionamiento del conjunto de bienes de 
la canasta familiar. 
En cuanto a los factores externos, cabe resaltar la sobreproducción mundial que vivió el 
mercado internacional, con el agravante para Colombia de la aparición de nuevos competidores en 
variedades suaves como Vietnam. Así mismo, en 1989 jugó un papel importante el rompimiento de 
los acuerdos de cuotas surgidos en 1962 al amparo del Pacto Internacional del Café, factores que 
conjugados condujeron a una drástica caída en los precios de producción. De acuerdo con Jorge 
Robledo, las pérdidas para los caficultores colombianos por la caída en los precios fueron de 1.200 
millones de dólares entre 1989 y 1993 [1998, 27]. 
Este panorama crítico condujo a la cesación de pagos entre los caficultores por los créditos 
adquiridos en años anteriores y, consecuentemente, a los embargos de sus propiedades y al asedio 
constante por parte de los bancos.  De acuerdo con el relato presentado por Jhon Jairo Rincón 
[2005, 67] las expresiones de inconformidad ante la explosión de la crisis cafetera surgieron entre 
los pequeños y medianos cultivadores ubicados en zonas marginales, precisamente por constituir el 
sector más vulnerable dentro de la estructura productiva sectorial.  
Fueron precisamente estos campesinos quienes comenzaron a preguntarse el cómo exigir al 
gobierno y a la FNC que hicieran ajustes en la política cafetera y promovieran acciones que 
contribuyeran a subsanar las situación de los pequeños productores. En El Líbano, las primeras 
acciones promovidas entre 1990 y 1992 fueron el envío de cartas y comunicados al Ministerio de 
Agricultura y a la Presidencia. Al no obtener respuesta se inicia un proceso de discusión amplia 
sobre la crítica situación mediante la organización de foros cafeteros en El Líbano y el 
departamento de Caldas. Los promotores de los foros fueron por un lado Unidad Cafetera, 
representantes de grandes cultivadores a nivel nacional, y por el otro el Gremio Cafetero Unido dEl 
Líbano, en el que se organizaban los pequeños y medianos caficultores, antecedente inmediato de 
ASOPEMA.  
Los primeros foros en El Líbano se hacen en 1992, gestándose además un proceso de 
intercambio de opiniones y propuestas con otros cafeteros del país, siendo el centro de discusión el 
qué hacer frente a la situación de crisis. Resulta importante destacar que en ese momento no 
existían experiencias recientes de acciones de protesta de carácter contencioso tales como bloqueos, 
paros o marchas.  En palabras de un campesino protagonista de aquel momento, 
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“Para esas zonas y menos para el cafetero no se sabía qué era un paro, 
qué era una movilización, qué  era una protesta, no, no se tenía como 
experiencia en ese asunto”9.  
 
Sin embargo ante la ausencia de respuestas a las solicitudes enviadas, los campesinos de El 
Líbano recurren a formas de acción no explotados por ellos hasta ese momento dentro del repertorio 
de confrontación del campesinado en Colombia. Es así como se realizan marchas en diferentes 
regiones cafeteras y concentraciones en centros poblados, sin abandonar los foros de discusión y los 
intercambios de experiencias. De estos procesos de movilización se desprende una dinámica  
organizativa local que se apoyó en la figura e importancia de diferentes líderes veredales forjados 
en las dinámicas previas intra-comunidad, futura base para la conformación de ASOPEMA. 
Analíticamente este punto resulta de vital importancia, ya que el paso de mecanismos de 
exigibilidad fácilmente asimilables por la institucionalidad cafetera y gubernamental a formas 
disruptivas de protesta, devela un aspecto central de las acciones colectivas de alto riesgo. El hecho 
permite ejemplificar cómo el alto riesgo es el fruto de una relación que se construye y no está 
determinada per sé, ya que no todas las acciones colectivas campesinas, por desarrollarse en lo rural 
y al ser protagonizadas por campesinos deben comprenderse como portadoras de peligros futuros 
que serán riesgos frente a los cuales es difícil predecir su resultado. En este sentido, el alto riesgo se 
erige en un conjunto de acciones y respuestas que van elevando progresivamente los costos en su 
realización, particularmente hacia futuro. Para el caso de los cafeteros de El Líbano, existiendo las 
motivaciones de la protesta, cimentadas en la crisis de la caficultura, la primera acción se enmarca 
en las vías institucionales, cartas, memorandos y demás; la respuesta por parte del gobierno y la 
Federación, los contendores, fue precisamente la ausencia de ésta, motivando así una nueva forma 
de reacción, esta vez más disruptiva, la que a la postre implicaría riesgos sobre la vida de los 
campesinos movilizados. 
El 18 de febrero de1995 se convoca el Paro cafetero de El Líbano, en principio de carácter 
netamente local y municipal. Sin embargo tuvo acogida regional mediada por la importante 
participación de campesinos provenientes de El Líbano, Villahermosa, Falan, Palocabildo y 
Casabianca.  Esta primera gran acción consistió en la toma, por 22 días, del parque municipal de El 
Líbano, Isidro Parra, concentración que inició con 8.000 cafeteros y alcanzó los 14.000 en el 
momento de mayor participación.  
                                                     
9 Campesino de El Líbano, entrevistado en septiembre de 2009. 
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En la movilización se conformó una comisión negociadora en la que participan líderes por 
municipio, teniendo como tarea fundamental presentar y discutir las reivindicaciones más 
importantes, a saber,  auxilios para el control de la broca, condonación de deudas para pequeños 
productores e incentivos para la producción y proyectos productivos. Producto de la concentración 
es la firma de un acuerdo con el gobierno nacional, encabezado por el entonces ministro del interior 
Horacio Serpa, teniendo como punto principal la renegociación de las deudas. De esta manera se 
levanta el paro, pese a que los acuerdos nunca llegan a cumplirse, persistiendo los problemas que le 
dieron origen. 
En el norte del Tolima se consolidan los procesos organizativos gestados en la toma del 
parque de El Líbano, perfilándose la conformación de ASOPEMA a través de la formulación de 
lineamientos programáticos iniciales, la construcción de una junta directiva, la definición de 
responsabilidades y el desarrollo de un trabajo organizativo desde la perspectiva veredal en los 
distintos municipios que participaron en la toma.  
Ante el incumplimiento de los acuerdos y la profundización de la crisis, Unidad Cafetera 
Nacional propone la realización de un paro de 24 horas en todo el país. ASOPEMA decide elevar el 
nivel de confrontación, proponiendo una acción de mayor trascendencia, la toma del Puente Luis 
Ignacio Andrade sobre el río Magdalena, en la vía que de Honda conduce a Bogotá, al norte del 
departamento del Tolima. Este hecho rescata la necesaria diferenciación que debe hacerse al 
momento de analizar la dinámica de ponderación de riesgos que establecen los sujetos colectivos 
que se movilizan. Por un lado, se encuentra el balance de los riesgos que se está dispuesto a asumir 
en la ejecución de una acción concreta, en este caso, la variación en el sitio de concentración, la 
cual se soportó en la experiencia adquirida por la reciente toma del Parque de El Líbano. Y como 
bien lo reconocen los campesinos participantes en estos hechos, la experiencia no fue suficiente, ya 
que ahora se trataba de un problema de escala, más gente y, probablemente, más días. No obstante 
los posibles riesgos se asumieron teniendo como base el saber adquirido.  
Una segunda forma de ponderación de riesgos es la que se relaciona con aquellos que se 
producirán en el mediano plazo, una vez culminada la acción de protesta. En lo particular, los 
campesinos reconocen que no hubo mayor reflexión sobre este punto, ya que se creía poco probable 
o no se consideró una lógica de represión sistemática posterior a la movilización, como 
efectivamente ocurrió, azuzada por la configuración de intereses específicos sobre los usos del 
territorio.  
Retomando el relato, la información sobre la propuesta de toma del puente llegó a oídos de 
las autoridades departamentales y nacionales, procediendo a la inmediata militarización de la zona. 
Encontrándose en las inmediaciones y en la idea de no desmontar la movilización, los dirigentes 
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deciden cambiar el punto de concentración para realizar la toma del Parque Murillo Toro en la 
ciudad de Ibagué, iniciando el desplazamiento de gente a las ocho de la noche, razón por la cual la 
toma se produjo finalmente en horas de la madrugada del 20 de julio.  
En el parque principal de la ciudad se preparaba la celebración civil y militar del 20 de julio 
y los caficultores se toman los palcos que deberían servir a las autoridades municipales y 
departamentales para observar el desfile.  De hecho, la primera negociación que tienen que 
desarrollar los campesinos movilizados es con los militares, transando el acceso a los palcos y 
tribunas apostados frente a la gobernación a cambio de poder quedarse en el parque y no ser 
maltratados o golpeados. A la cita no sólo llegaron campesinos cafeteros del norte del Tolima, sino 
también del sur, del Huila, del Valle y de Antioquía, concentrándose aproximadamente 18.000.  
Se conforma la mesa de interlocución y se reabren las negociaciones, insistiendo en la 
solución de la problemática cafetera. Según el análisis que de esta movilización plantea Jhon Jairo 
Rincón [2001, 70-88], las principales reivindicaciones, centro de las negociaciones, fueron: 
condonación total de deudas con un tope de 30 millones, lo que contemplaba las deudas de 
pequeños y medianos productores, y los cuestionamiento al proceso de asistencia técnica por parte 
de FNC y otras entidades como el Instituto Colombiano Agropecuario, ICA. Las acciones de 
protesta más desarrolladas durante el paro fueron de visibilización departamental y nacional a través 
de marchas y bloqueo de vías en Ibagué, contando para ello con mucha solidaridad sindical y de 
varias organizaciones sociales.  
Precisamente en el marco de dicha solidaridad ocurre la muerte de Fernando Lombana, uno 
de los principales dirigentes de la movilización cafetera, específicamente en El Líbano. A mediados 
de agosto se lleva a cabo un encuentro nacional de organizaciones sociales, sindicales estudiantiles 
y populares, con el objetivo de intentar desarrollar una dinámica nacional de protesta. Se propone 
entonces realizar una marcha de respaldo al paro cafetero del Tolima en Bogotá, convocada por 
organizaciones sociales y sindicales, destacándose la Central Unitaria de Trabajadores, CUT, la 
Federación Colombiana de Educadores FECODE, la Unión Sindical Obrera USO y el sindicato de 
la Empresa de Teléfonos de Bogotá, ETB.  
Estas solidaridades gestadas se explican por varios motivos. Desde la perspectiva de 
ASOPEMA se formuló un llamado a las diferentes organizaciones nacionales de manera que sus 
exigencias tuvieran mayor eco, intentando sobrepasar el cerco informativo que los aisló de la 
opinión nacional durante la movilización de enero de ese mismo año. Otros dos elementos podría 
servir para explicar el por qué de solidaridades. Por un lado, entre varios sectores de la vida 
nacional, incluidos sindicatos, la Iglesia y gremios como la Federación Nacional de Comerciantes 
FENALCO Risaralda, era un acuerdo la crítica situación de los cafeteros, por lo que la solidaridad 
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sindical se enmarcaría en parta en la consideración del sector cafetero como estratégico para el país 
y de cuyo estado dependía el bienestar y los ingresos de muchos trabajadores rurales en el país. 
Otra parte del acompañamiento de las grandes organizaciones sindicales del país a los 
productores cafeteros se explica en las condiciones de confrontación que algunas de ellas 
desarrollaron durante 1995, implicando cierto cálculo político que les permitiera sacar partido de las 
condiciones de inestabilidad gubernamental del momento. Probablemente es este uno de  los años 
más críticos del gobierno Samper, ya que no sólo afrontó la crisis del sector agrícola nacional y un 
gran número de protestas sociales, sino que tuvo que sobrellevar el inició del escándalo político que 
dio origen al conocido como “proceso 8.000”. Teniendo en cuenta que tanto la Unión Sindical 
Obrera como la Federación Nacional de Educadores desarrollaron importantes acciones de 
protestas, particularmente paros10, la solidaridad con los cafeteros movilizados en julio y agosto 
sería la posibilidad de agudizar la situación del gobierno, buscando hacia futuro mejores resultados 
en los problemas particulares a cada sindicato. 
Los campesinos cafeteros movilizados en julio de 1995 deciden enviar a cien personas del 
norte del Tolima para que liderar la marcha, programada para realizarse desde el Consejo de Bogotá 
hacia la Plaza de Bolívar con una participación multitudinaria. Justo en el momento en el que se 
inicia la marcha, un miembro de la policía, ubicado en una de las tanquetas que transportaban a la 
fuerza pública, dispara en contra de Fernando Lombana, causando su muerte.  La acción de la 
Policía genera disturbios en los que se enfrentarán a los participantes de la marcha.  
La valoración de los dirigentes sobre los hechos indica que los consideran no como algo 
fortuito, tal y como fue presentado por los medios en su momento, sino un hecho premeditado que 
buscaba sembrar temor y desmovilizar al campesinado. Así lo afirma uno de los dirigentes de 
ASOPEMA:  
“Se tenían las versiones de que uno de los líderes del norte del Tolima tenían 
que matarlo para que los demás cogieran escarmiento [sic], para que nos 
fuéramos para las casas. Ya era algo premeditado y planificado. Al hombre lo 
matan, le disparan cuando ya comenzaba a arrancar la marcha y de lógico eso 
trajo como consecuencia la toma del Consejo de Bogotá, acciones por todas 
partes y la pérdida irreparable de uno de los principales líderes y el primer 
compañero que dio la vida por este proceso organizativo”11. 
 
                                                     
10 En 1995 la USO estuvo en paro durante 121 días en disputa con Ecopetrol por la firma de la convención 
colectiva, finalmente pactada el 11 de mayo de 1995. En ese mismo año, FECODE realizó paros de una 
semana en febrero y de 18 días en mayo buscando incrementos salariales. 
11 Dirigente de ASOPEMA, entrevistado en enero de 2010. 
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La presunción de la posible muerte de alguno de los dirigentes cafeteros evidencia la lógica 
de escalamiento de los riesgos, que final y trágicamente se concretan en la muerte de Fernando 
Lombana. Días antes de estos hechos, la certeza del peligro en la movilización se hizo patente a 
través de del pronunciamiento del entonces comandante de la Sexta Brigada, coronel Hernán 
Contreras Peña, quien afirmó que era evidente la participación de grupos insurgentes en la 
movilización, dedicados a presionar, amenazar y obligar a los campesinos para generar alteraciones 
del orden público [El Tiempo, “Enredada la negociación del paro” 1995, 4 de agt.]. Sin embargo, tal 
y como ocurre con las acciones colectivas de alto riesgo, los resultados del escalamiento eran muy 
difíciles de predecir. 
Aún con la muerte de Fernando Lombana, la comisión negociadora sigue funcionando y de 
hecho logra avanzar, bajo la dirección del Ministerio del Interior, en la formulación de acuerdos con 
el Ministerio de Agricultura, Bancafé, la Caja Agraria y el Comité de Cafeteros, particularmente en 
el tema de subsidios, auxilios y condonación de deudas. La noche antes de la firma de los acuerdos, 
el ministro del interior ordena el desalojo del parque Murillo Toro, en el cual sólo quedaban 2000 
campesinos producto del desgaste de 64 días de toma. 
Pese a que no se firman los acuerdos, meses después vinieron algunas condonaciones y 
beneficios, en el marco de la reforma tributaria que ejecutara, mediante la ley 223 de 1995, el 
gobierno de Ernesto Samper. Tales alivios, aunque moderados, fueron asumidos por ASOPEMA 
como logros en su lucha reivindicativa, permitiéndose su legitimación y posicionamiento.  
Después de la toma en Ibagué, ASOPEMA se fortalece y entra en una etapa de 
consolidación organizativa, formación de las bases, e implementación de proyectos productivos 
locales, sin abandonar el ejercicio de la protesta.  Para el periodo que va entre 1997 y 1999 sus 
dirigentes se refieren a un proceso de formación que logra la capacitación de más de 3.500 
personas. Frente a los proyectos productivos, citan el caso de los trapiches paneleros comunitarios, 
financiados con recursos del Ministerio de Agricultura y ubicados en El Líbano, Villahermosa, 
Lérida y Venadillo. La definición del lugar de construcción y la organización de las comunidades 
para hacer uso de los trapiches quedó en manos de ASOPEMA; posteriormente este tipo de logros 
fueron capitalizados por las alcaldías o se perdieron, producto de la incapacidad de la organización 
para mantener el control.  
Esta organización agraria logró una importante participación en gran número de 
movilizaciones y acciones de protesta en estrecha alianza con el sector sindical, desarrollando 
reivindicaciones no netamente gremiales sino relativas al conjunto de derechos, tales como salud y 
educación, y en solidaridad con esos otros sectores. Algunas de las principales acciones de protesta 
fueron tomas de hospitales como el Federico Lleras en Ibagué o el regional de El Líbano; la toma de 
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la gobernación del Tolima o del Ministerio de Agricultura, así como tomas de iglesias (la catedral 
de El Líbano y la de Ibagué). Una de particular trascendencia fue la toma de la entrada a Ibagué por 
la vía Honda o toma  del “Salado”, en septiembre de1999, en la que participaron cerca de 10.000 
campesinos durante 8 días.  
En cualquier caso, la experiencia vivida en Ibagué durante 1995 había dejado aprendizajes y 
en consecuencia, estas acciones de protesta se limitan en el tiempo, se preparan más y transitan por 
un proceso de selección de los participantes, evidenciando un mejor ejercicio de planificación.  
Mientras se cualificaba el proceso de movilización hizo su aparición en la región el 
paramilitarismo encabezado por el Bloque Tolima de las Autodefensas Unidas de Colombia, 
quienes declararon abiertamente como objetivo militar a la Asociación de Pequeños y Medianos 
Agricultores. En el norte del Tolima la persecución a los líderes comienza en 1998, con amenazas 
de muerte vía llamadas telefónicas. Entre 1999 y el año 2001, ASOPEMA vive la dinámica de 
persecución más cruenta en contra de sus dirigentes y procesos organizativos que derivó en 
asesinatos y desplazamientos forzados. De acuerdo con las reflexiones de los sobrevivientes, uno de 
los principales objetivos del paramilitarismo en la región fue el exterminio de la que hasta el 
momento era la organización agraria de mayor fuerza y proyección. 
Según los dirigentes, mostrar capacidad de movilización los hizo vulnerables, 
ejemplificando porque el alto riesgo es una relación más que un estado. Los campesinos al defender 
sus derechos plantean serios desafíos a poderes locales, regionales y nacionales. Se añade que se 
van forjando otros interés que se calculan pueden verse igualmente amenazados por las acciones de 
protesta, haciendo que el riesgo se prolongue en el tiempo. La conjugación de factores desata una 
reacción sobre los campesinos y el pulso final es ganado por los intereses que desean despejar el 
territorio de posibles acciones contenciosas. De esta manera y con el transcurrir de escasos dos 
años, ASOPEMA fue desestructurada y marginada de la acción política local. Y aunque el deslace 
final fue el quebrantamiento de la acción colectiva, vale la pena analizar de qué manera se gestaron 
las condiciones de riesgo que caracterizaron el accionar de esta organización (capítulo 3) y cómo se 
posibilitó el  desarrollo de la acción colectiva en tales condiciones (capítulo 4). Adicionalmente este 
caso sirve para proponer que la capacidad de resistencia en la dinámica de riesgo presenta límites, 
más o menos flexibles según los casos, línea analítica fundamental presentada en el último capítulo 
y en las conclusiones.  
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2.4.2 La defensa de los Derechos Humanos, los recursos hídricos y la búsqueda de 
participación política. 
“Supuestamente somos civiles y creemos que no tenemos enemigos y resulta que no, que si 
tenemos enemigos”12 
Las protestas desarrolladas en Chaparral en 2006 y 2007 surgen de manera directa como 
respuesta a diferentes hechos de violencia contra los campesinos en las zonas del Cañón de las 
Hermosas y de la Marina, específicamente los asesinatos de habitantes y dirigentes agrarios a 
manos del Ejército Nacional. De acuerdo a la información recopilada en el archivo de denuncias y 
acciones urgentes construido para este trabajo, el 28 de mayo de 2006 fue asesinado y presentado 
como guerrillero muerto en combate el dirigente agrario Tiberio García, presidente de la Junta de 
Acción Comunal de la vereda Aguas Claras, corregimiento de La Marina y líder en el proceso de 
familias guardabosque, desarrollado por la Presidencia de la República. Las denuncias mencionan 
que además del dirigente agrario fueron asesinados en circunstancias similares Deimer Verján Jerez 
en el corregimiento El Limón y tres integrantes de la familia Méndez del corregimiento de La 
Marina.  
Tiberio García era reconocido líder comunitario y se entrevistó con el comandante de la 
quinta división para discutir la aguda situación de derechos humanos en el corregimiento de La 
Marina. El defensor del Pueblo Vólmar Pérez se pronunció sobre el caso, el que posteriormente 
pasó a investigación en la Fiscalía sin que hasta el momento se conozcan los resultados.  
Estos casos que se incluyen dentro de los así llamados “falsos positivos”, motivaron la 
realización de una marcha regional el 14 de junio de 2006, la cual partió desde los corregimientos 
de San José de las Hermosas y La Marina hacia el casco urbano de Chaparral. La participación de 
campesinos ascendió al número de cinco mil, despertando la solidaridad de los habitantes y 
comerciantes del centro urbano quienes cerraron sus locales durante ese día. De igual manera, 
lograron la presencia de las más importantes autoridades locales y departamentales del momento 
como el gobernador Fernando Osorio Cuenca, el presidente de la Asamblea Departamental Ángel 
María Gaitán, el ex asesor de paz Augusto Arias, funcionarios de la Defensoría del Pueblo, el 
alcalde municipal Heliófilo Mosquera y el personero municipal Gilberto Romero Franco.  
El resultado de la movilización fue la realización de una reunión en el Consejo Municipal 
entre los campesinos movilizados y las autoridades departamentales y locales, de la cual surgió un 
pronunciamiento solicitando la investigación de los hechos, el acompañamiento de organismos 
                                                     
12 Campesino de Chaparral, entrevistado en septiembre de 2007. 
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humanitarios nacionales e internacionales, así como el freno a la estigmatización de los campesinos 
y el estricto respeto a los derechos humanos por parte de las fuerzas militares. 
De acuerdo con los diferentes testimonios de los campesinos de la región, la propuesta de 
realización de la marcha surgió de manera espontánea entre las comunidades, siendo posteriormente 
recogida por las organizaciones de campesinos que hacen presencia en el municipio, 
particularmente ASOHERMOSAS y las juntas de acción comunal. En tanto que respuesta a 
diversos hechos de violencia, la participación en la movilización también generaba temor entre los 
campesinos, particularmente por posibles retaliaciones posteriores. Sin embargo, la trascendencia 
de la figura de Tiberio García como dirigente campesino de La Marina animó la necesidad de 
visibilizar la situación de vulneración de derechos humanos. Docentes de las distintas instituciones 
educativas de la región y presidentes de las juntas de acción comunal realizaron el llamamiento a la 
participación en la movilización argumentando que era necesario hacerle frente al temor del 
momento porque resultaba más peligroso callar y permitir que ese tipo de hechos siguieran 
sucediendo. 
En este caso, el análisis de las posibles condiciones adversas que podrían sobrevenir ante el 
desarrollo de un hecho de protesta está mediado por la necesidad de afrontar un cierto nivel de 
riesgo para evitar en el futuro uno mayor. Adicionalmente, la valoración sobre el número de 
participantes en la movilización se convierte también en factor determinante al momento de 
desarrollar las acciones colectivas contenciosas, ya que un mayor número de personas movilizadas 
ayuda a amortiguar las condiciones de riesgo, a la manera de un proceso de masa crítica, elemento 
que se explicará con detalle en el capítulo cuatro. 
Conociendo perfectamente la histórica presencia de las FARC en la zona, los habitantes de 
los corregimientos de La Marina y San José de las Hermosas afirman sentirse temerosos por la 
forma en la que ha llegado el Ejército a la región. Los señalamientos indiscriminados y el 
amedrentamiento permanente constituyen los principales factores de temor ya que desde la 
perspectiva de los campesinos, la presencia de distintas unidades del Ejército se entiende como el 
advenimiento de un nuevo cuerpo de control de la vida social, con precaria o nula presencia en años 
anteriores, que interviene en la región con el mandato de dominio y sometimiento no sólo de los 
insurgentes que hacen presencia, sino de los campesinos e indígenas que la habitan.  
El objetivo de visibilizar los casos de vulneración de derechos humanos por parte del 
Ejército, coloca a éste último como contendor directo, es decir como sujeto frente al cual se 
plantean los desafíos. Es cierto que la reunión establecida como resultado de la movilización se 
desarrolló con las autoridades civiles, pero estas cumplían, desde la perspectiva de los campesinos, 
más un papel de intermediación que de responsable directo de los hechos de los cuales surge la 
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protesta. Para este caso en particular, las figuras del alcalde, el gobernador, o los concejales, gozan 
de la relativa cercanía con los campesinos que surge por la relación más fluida que permite el 
desarrollo de los procesos electorales locales.  
Tal y como se pudo constatar mediante las entrevistas, los campesinos de San José de las 
Hermosas y de La Marina le otorgan un elevado nivel de importancia a los procesos electorales, 
particularmente los locales, contrario a lo que fácilmente se podría pensar de zonas con alto nivel de 
influencia por parte de las FARC. En dichas zonas, el abstencionismo no ha sido el común 
denominador13; de hecho muchos de los campesinos tiene filiación liberal, varios dirigentes agrarios 
han sido candidatos al concejo municipal por el Partido Liberal, más recientemente por el Polo 
Democrático, y muchos aspiran a que algún día exista un representante de los campesinos en 
diferentes corporaciones locales, departamentales y nacionales, ya que el problema no es la 
democracia representativa, sino el tipo de representantes que han llegado hasta el momento, 
ninguno de los cuales garantiza los anhelos de los campesinos.  
Para este caso el Ejército Nacional se ubica como contendor fundamental por lo que el 
interés en disputa es definido por los propios campesinos como “la defensa de la vida”, es decir, 
evitar la ocurrencia de este tipo de hechos en el futuro. Sin embargo, desde la perspectiva del 
desarrollo del conflicto armado, el interés en disputa se da en el ámbito del terreno militar y se 
define por el papel trascendente que juega el control poblacional y territorial para el desequilibrio y 
la derrota de las FARC en zonas, que como el Cañón de las Hermosas, han sido hasta el momento 
parte de su retaguardia estratégica. Por lo tanto, mientras los campesinos plantean un desafío directo 
al Ejército reclamando el respeto a sus vidas, para el Ejército el desafío se plantea directamente con 
las FARC. 
Ahora bien, si el Ejército cumplió el rol de contendor y las autoridades locales el de 
intermediarios, las FARC desarrollaron más bien un papel pasivo sin llegar a involucrarse en los 
hechos ni directa ni indirectamente.  
Aunque los factores inmediatos que desencadenaron el proceso de movilización están 
asociados directamente con la muerte de Tiberio García, es importante destacar que los hechos de 
violencia contra los campesinos y en general contra los pobladores de la zona no resulta ser un 
fenómeno nuevo, ni de exclusividad del Ejército Nacional.  
                                                     
13 Una clara y trascendental excepción son las elecciones de Senado y Cámara, así como las presidenciales de 
2006, para las cuales las FARC ordenaron a nivel nacional la no votación por los candidatos del uribismo, lo 
que derivó en altísimas tasas de abstención que en corregimientos como La Marina y San José de las Hermosas 
alcanzaron el 96%. Los factores electorales se tocarán con detenimiento en la discusión sobre la configuración 
de los escenarios de riesgo en el capítulo tres. 
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Pese a las protestas desarrolladas y a los pronunciamientos formulados en junio de 2006 al 
año siguiente fueron asesinados en circunstancias similares, Camilo Ávilez y Jesús María Riaño 
campesinos de la Marina, Rubén Darío Luna en San Pablo Hermosas y José Rubiel Caicedo 
Caicedo en El Limón. Nuevamente los casos que causaron mayor rechazo fueron los ocurridos en el 
corregimiento de La Marina. En esta ocasión no se trataba de un dirigente comunitario, sino de uno 
religioso, ya que Camilo Ávilez era un joven campesino quien además se desempeñaba como 
reconocido pastor de una iglesia evangélica.  
Los hechos que terminaron con la muerte de los dos campesinos de La Marina ocurrieron el 
19 de julio de 2007, día en el que se desarrollaban unas jornadas de vacunación de ganado vacuno. 
Camilo Ávilez se dirigió con Jesús María Riaño, trabajador de su finca, al cumplimiento de las 
vacunas; desaparecieron, pero dos días después militares de la Sexta Brigada, adscrita al Batallón 
José Domingo Caicedo con sede en Chaparral, reportaron haber dado de baja a dos integrantes de 
las FARC en la carretera hacia el casco urbano, presentando los cuerpos de los campesinos vestidos 
de camuflado y con armas de corto alcance y granadas.  
Aquí el desarrollo de la movilización estuvo encabezado por la propia familia de Camilo 
Ávilez, bajo la consideración de que tal acto de violencia merecía ser denunciado por injustificado e 
indiscriminado. Según los testimonios, el cuerpo fue encontrado con señales de tortura y para la 
entrega se presentaron un conjunto de anomalías, entre otras la entrega de los cuerpos un día 
después de haber sido reconocidos por las familias en el lugar en el que fueran encontrados.  
Este caso resulta particularmente trágico ya que Camilo no fue el único miembro de la 
familia que murió en tales circunstancias. Días antes de ese hecho, el 3 de junio de 2007, su 
hermano mayor, quién ya no vivía con la familia, apareció muerto y fue presentado como 
guerrillero dado de baja en combate. El temor fue el principal factor para evitar que los padres 
hicieran algún tipo de denuncia,  en tanto la familia no tenía certeza de la situación del hijo, quién 
había dejado el hogar paterno desde hacía cinco años; pero al reportarse el segundo caso en tan 
poco tiempo la indignación supero al miedo, proponiéndose no sólo la denuncia penal del caso, sino 
la realización de una acción de protesta.  
Previo a la movilización, los campesinos presentaron una carta dirigida al presidente de la 
República, Álvaro Uribe Vélez, contando lo ocurrido y señalando la necesidad de investigar los 
hechos, pero nunca llegó la respuesta. La misiva se planteó comprendiendo la nula efectividad de 
los pronunciamientos hechos por el gobernador durante la movilización de 2006, y muestra como se 
indilgan responsabilidades políticas. 
La movilización realizada el 3 de agosto de 2007 no se da en esta ocasión sólo por la 
necesidad de pronunciarse y denunciar, sino que los campesinos van en busca de respuestas sobre 
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por qué hacer víctima a un joven dedicado a tareas pastorales antes que políticas o militares. Este 
caso deja claro para los campesinos que el temor ante la presencia del Ejército no debían sentirlo 
sólo quienes estaban acusados o efectivamente prestaban algún tipo de soporte a la insurgencia, sino 
cualquier habitante de la zona. Así puede concluirse de lo dicho por uno de los campesinos de la 
región quien afirmaba “ya tenemos más miedo a la Fuerza Pública que a la misma guerrilla”14.  
En el trayecto de la marcha, más allá del cruce de Maito, el Ejército se apostó a los lados de 
la carretera, y en algún momento se escucharon disparos. Evidentemente las condiciones de riesgo 
habían incrementado desde la anterior movilización, pero la propuesta ahora no es solamente hacer 
presencia masiva en el casco urbano de Chaparral, sino sostener un diálogo y exigir explicaciones 
directamente al Ejército. De esta manera, la reunión desarrollada en Chaparral cuenta en esta 
ocasión con la presencia de delegados militares, de la Procuraduría, la Defensoría y la Fiscalía.  
Surge allí la propuesta de conformar la Mesa de Transparencia, espacio de vocación 
interinstitucional que suponía la participación amplia de las comunidades rurales, con el fin de 
convertirse en mecanismo permanente para hacer llegar los diferentes casos de vulneración de 
derechos humanos y construir herramientas para la prevención de este tipo de actos. Inicialmente 
funcionó como espacio de denuncia, pero paulatinamente fue perdiendo relevancia y presencia por 
parte de los organismos de control y de las propias comunidades. El proceso se desgastó sin generar 
resultados efectivos para prevenir de manera real la vulneración de derechos.  
Parte del fracaso en el proceso de Mesa de Transparencia como mecanismo efectivo de 
preservación de la vida de los habitantes de las zonas rurales de cordillera en Chaparral es explicado 
por los campesinos por en la lógica misma que le indilgan al funcionamiento del Ejército en la zona. 
Específicamente menciona un campesino, “ahora trabajan por contrato… un contratista mientras 
más trabaje más gana”, narrando a renglón seguido que en el batallón de Chaparral los soldados 
eran remunerados con dos millones de pesos y 15 días de vacaciones por guerrillero muerto. 
El escalamiento del riesgo se produce en este caso en marco de la importancia estratégica 
tanto militar como económica de la zona, lo que definiría parte del interés en disputa. Para el 
Ejército Nacional las acciones en contra de los campesinos se justifican señalando al conjunto de 
habitantes de la zona como miembros activos de la insurgencia. De acuerdo con las declaraciones 
hechas el 16 de agosto de 2007 por el coronel Iván Pineda, comandante de la brigada Móvil No. 8 
del Ejército, al periódico El Nuevo Día y citadas por diferentes organizaciones de derechos 
humanos:  
                                                     
14 Campesino de Chaparral, entrevistado en septiembre de 2007. 
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“Para nadie es un secreto que en esta región nacieron los grupos armados 
ilegales, quienes decidieron quedarse fueron únicamente aquellos que 
comulgaban con sus actuaciones” [Ejército persigue, tortura y asesina a 
campesinos del Tolima, 2007].  
 
Si bien las movilizaciones de 2006 y 2007 fueron gestados desde las comunidades ante los 
sucesos ocurridos a campesinos del corregimiento de La Marina y en el Cañón de las Hermosas, la 
violencia ejercida contra el campesino es entendida en conexión con el desarrollo del importante 
megaproyecto de generación de energía conocido como Hidroger. Esta perspectiva construida por la 
Asociación Ambientalista con Desarrollo al Futuro ASOHERMOSAS, vincula la construcción de la 
hidroeléctrica a filo de agua en la cuenca del río Amoyá y el proyecto de servicios ambientales que 
lo acompaña, con el desarrollo de la guerra por el control del territorio que viene ejecutando el 
Ejército Nacional. En otras palabras y desde la perspectiva de ASOHERMOSAS, el accionar de las 
Fuerzas Militares no sólo se relaciona con la idea de perseguir a los miembros de las FARC que 
hacen presencia en la zona, sino que está en función de facilitar la ejecución de este importante 
proyecto hidroeléctrico. 
ASOHERMOSAS es un proceso organizativo localizado en el Cañón de las Hermosas que 
nace bajo la figura de una ONG y con el objetivo de gestionar proyectos enfocados a la 
preservación de los recursos medioambientales. En el proceso de formalización y constitución se 
presentan múltiples problemas como la inclusión de personas que no vivían en la región o personas 
muertas. Estas circunstancias y reiterados problemas en el manejo de recursos hacen que la 
Asociación se desarticule. Al plantearse la inminente realización de la hidroeléctrica y teniendo en 
cuenta el modelo de gestión del proyecto presentado por Generadora Unión, empresa de capital 
español responsable de la obra en ese entonces, los campesinos del Cañón deciden reactivar 
ASOHERMOSAS, pero sin contar con las personas que originalmente había fundado la ONG. 
De esta manera, la reaparición pública de la Asociación se relaciona directamente con la 
intención de desarrollar una acción colectiva que permita hacerle frente a la disputa sobre el 
usufructo de los recursos medioambientales, el desarrollo de inversiones en territorios de las 
comunidades campesinas y la negociación de las condiciones de realización del proyecto. Así 
mismo, la reactivación implica un cambio en la estructura de la organización y en los mecanismos 
de afiliación, pasando de una vinculación de tipo individual, a una que se realiza por Juntas de 
Acción Comunal. Por tanto, los socios son las juntas, representadas por sus presidentes.  
Realizando un ejercicio de ponderación de riesgos y costos, uno de los dirigentes de la 
Asociación entrevistado en septiembre de 2007, diferenciaba claramente entre el significado para 
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las comunidades del proyecto de servicios ambientales y el papel del Ejército en la puesta en 
marcha del mismo. Mientras que la Hidroeléctrica significaba una amenaza susceptible de ser 
aprovechada por las comunidades, el Ejército asumía la figura de peligro y riesgo inminente. Siendo 
una amenaza, la Hidroeléctrica  tendría que negociar, viéndose obligada compensar los impactos 
negativos, mientras que el Ejército no mediaría, ni negociaría, sólo sentenciaría y ejecutaría.  
Con la puesta en marcha del proyecto, ASOHERMOSAS se convirtió en el vocero de la 
comunidad para las negociaciones desde el año 2006. Tal proceso no fue sencillo, ya que para los 
representantes de Generadora Unión y su socia para este proyecto en Colombia, ISAGEN, implicó 
una negociación en varios niveles, institucionales y no institucionales. Durante el año 2007 se 
realizaron varias reuniones con la participación de representante de ASOHERMOSAS, ISAGEN, la 
alcaldía municipal, la gobernación y la personería de Chaparral, planteándose discusiones alrededor 
de los temas de empleo, medio ambiente, convivencia, infraestructura, proyectos productivos, salud, 
educación, cultura y manejo de regalías.  
El documento de acuerdo (anexo 1) muestra cifras y proyectos concretos en un listado de 
más de 40 puntos, evidenciando las principales y más urgentes necesidades de las comunidades del 
Cañón. Se destacan por ejemplo los compromisos de contratación de personal local con la 
intermediación de ASOHERMOSAS, la creación o soporte de mecanismos de convivencia tales 
como el apoyo a la Mesa de Transparencia y a la conformación un observatorio para la convivencia; 
la recuperación de la vía Chaparral-San José de las Hermosas, la construcción de puentes 
vehiculares sobre el río Amoyá, el mejoramiento de los acueductos veredales, la atención en salud 
durante la realización del proyecto, la donación de material bibliográfico y videográfico a la 
Biblioteca municipal y la entrega de kits escolares, entre otros. Una clausula final del documento 
afirma lo siguiente:  
“Analizadas las alternativas de solución contempladas en cada uno de los 
aspectos, se acordó que tanto los proyectos, como los valores asignados estarán 
sujetos y podrán ser ajustados con base en el Plan de Desarrollo que presente la 
comunidad (Asohermosas) a corto mediano y largo plazo involucrando otras 
fuentes de financiación” [Acuerdo Isagen-Asohermosas] 
 
 De esta manera, la concreción de los puntos acordados dependía de la capacidad de 
formulación y gestión de proyectos por parte de la Asociación. 
En octubre de 2007, mientras se adelantaban contactos y gestiones para la puesta en marcha 
de los acuerdos, ASOHERMOSAS y el conjunto de las comunidades del Cañón participan 
masivamente en la Movilización Nacional Agraria y Popular que tendrá en Ibagué su principal 
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punto de concentración con más 15.000 campesinos provenientes de los municipios del sur, oriente 
y centro del departamento. Durante la movilización, Asohermosas y sus dirigentes cumplen un 
papel de coordinación de la delegación municipal y difunden algunos de los puntos críticos de la 
negociación con ISAGEN. 
Posterior a la movilización en enero de 2008, el Ejército Nacional inicia la retoma del 
Cañón de las Hermosas mediante la operación “Fuerte”, planteada con el objetivo de dar captura a 
“Alfonso Cano” quien, según los informes de inteligencia militar, se encuentra en esa zona. El 
operativo militar se despliega sobre toda la zona mediante bombardeos, control de la población y en 
la circulación de mercancías, daños a acueductos veredales y en los transmisores de energía. El 
resultado sobre las comunidades es el amedrentamiento por el trastorno de la vida cotidiana. Para la 
ASOHERMOSAS la llegada del operativo significó una limitación severa en su capacidad de 
gestión y negociación, de por sí no muy fuerte durante el proceso de negociación del acuerdo. En 
consecuencia y dado que la concreción de lo pactado pasa por la formulación de un Plan de 
Desarrollo local por parte de la Asociación, los acuerdos se han cumplido muy parcialmente y sin 
tocar los temas ambientales y sociales de fondo.  
Muestra de lo anterior se puede encontrar en el cuadro 4, síntesis elaborado por ISAGEN 
frente al avance de los acuerdos. 
El último boletín de Isagén sobre el avance de los acuerdos establecidos con la comunidad 
[Mural En Comunidad No. 6. Septiembre-octubre de 2009] destaca dos elementos. Por un lado la 
construcción y entrega de cinco puentes vehiculares y dos peatonales, así como de un auxilio 
educativo a 39 estudiantes universitarios de la región en el segundo semestre de 2009. Cabe resaltar 
que este boletín ya no menciona a ASOHERMOSAS, organización que durante el mes de julio se 
vio afectada por el desarrollo de una detención masiva realizada por el Ejército y el CTI de la 
Fiscalía, específicamente Norberto Fernández, el presidente y Jorge Enrique García, fiscal de la 
Asociación. 
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Cuadro 4: Balance de Acuerdos Cumplidos ISAGÉN-ASOHERMOSAS a Junio de 2008 
Compromisos Estado actual 
Apoyo logístico a la Mesa de Transparencia, 
instalada por el Gobernador del Tolima y la 
comunidad. 
Se ha brindado el apoyo logístico necesario para la 
instalación y celebración de cuatro mesas, en la 
cabecera de Chaparral, con el fin de velar por el 
respeto de los derechos humanos de los habitantes de 
la región. 
Apoyo al Observatorio de Derechos Humanos 
para la protección del medio ambiente y la 
comunidad de Las Hermosas  
Se apoyó la conformación del Observatorio de 
Derechos Humanos por parte de la comunidad. 
  
Recuperación y protección de microcuencas 
de las quebradas La Alcancía, La Virginia, La 
Arenosa y San Jorge. 
 
Se inició el contrato con la Asociación de las 
Hermosas, Asohermosas, para el levantamiento 
del estado sanitario de las instalaciones que  se 
encuentran en las cuencas de las quebradas La 
Alcancía, La Arenosa y La Virginia, y la 
identificación de zonas de importancia ambiental. 
Inventario de fuentes de agua, usos y usuarios 
en las veredas localizadas sobre el trazado del túnel, 
con el fin de prevenir la afectación de las fuentes de 
agua. 
Se contrató con la firma Consultoria e Ingeniería 
Integral Ltda. - Conintegral, cuyo inicio de 
actividades está previsto para el mes de mayo [de 
2009]. 
Establecimiento de servidumbres y negociación 
de algunos predios para el desarrollo del 
proyecto, a partir de los avalúos de la Lonja 
Propiedad Raíz del Tolima, con acompañamiento de 
Asohermosas. 
Previo a la negociación de predios, se adelantó 
la gestión con la Lonja de Propiedad Raíz del 
Tolima, con acompañamiento de Asohermosas. 
Se han realizado reuniones con los propietarios para 
informar sobre la metodología para el avalúo y la 
constitución de servidumbres.  
Mejoramiento del acueducto de Chaparral Se contrató con la firma Termotécnica Coindustrial 
la ejecución de los trabajos de recuperación del 
sistema de bombeo de agua,  con el fin de garantizar 
el suministro a la planta de tratamiento El Edén que 
abastece al municipio de Chaparral. Los trabajos 
terminaron en mayo de 2008. 
Restitución del puente peatonal, sobre el río Amoyá, 
localizado en Vega Chiquita. 
 
Se inició concertación de alternativas para la 
restitución con comunidades de las veredas Los 
Sauces, El Jardín y Vega Chiquita, principales 
usuarias del puente. 
Manejo del empleo para el beneficio de la población 
local. 
 
Las solicitudes de hojas de vida se han realizado a 
Asohermosas. El personal contratado (ver tabla)* 
cuenta con afiliación al sistema de seguridad social.  
Diagnóstico, prevención y atención de enfermedades 
tropicales en la zona del proyecto. 
 
La ejecución de actividades se contrató con 
el Programa de Estudio y Control de Enfermedades 
Tropicales PECET de la Universidad de Antioquia. 
Apoyo a Asohermosas para el montaje y 
funcionamiento inicial de la oficina de la 
Asociación. 
 
Se hizo entrega de los equipos de cómputo, 
elementos y muebles de oficina. Adicionalmente, se 
apoya con recursos para el alquiler de la oficina, 
instalada en el centro Comercial Linday y para la 
secretaria. 
Entrega de paquetes escolares, con el fin de 
contribuir con el bienestar de los niños en sus 
actividades escolares. 
 
Para el período de 2008 se entregaron 1067 paquetes 
escolares para niños de hasta 5º grado de las veredas 
de Las Hermosas. Los paquetes se componen de 
morral, cuadernos, lápiz, borrador, caja de colores y 
termo. 
Fuente: Isagén, Mural En Comunidad No. 1. Junio de 2008 
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CAPÍTULO III 
Configuración de escenarios de riesgo para la Acción Colectiva 
 
La configuración de los riesgos que enfrenta sujetos colectivos movilizados se da gracias a 
la interacción de múltiples factores, cuyas características y condiciones varían a lo largo del tiempo 
y del espacio. La manera específica en la dichos factores se concretan en un territorio da forma a los 
escenarios que definen al alto riesgo. Para el caso de los procesos de movilización en análisis, se 
discuten cuatro factores, las características de los  agentes organizados de violencia, la dinámica de 
confrontación armada entre ellos, las formas de violencia política más utilizadas y la construcción 
de intereses en disputa a partir de las transformaciones socioeconómicas del territorio, elementos 
que al conjugarse en lo local, dan soporte a las condiciones de riesgo 
La variedad de relaciones entre movilización social y conflicto armado proponen que la sola 
existencia o presencia de una organización armada, legal o ilegal, no implica en sí misma la 
configuración de un escenario de riesgo para el desarrollo de la acción colectiva. Antes bien, de lo 
que se trata es de ahondar en la relación entre conflicto armado y movilización social, indagando 
sobre la existencia o no de algún tipo de asociación o determinación, siendo perfectamente plausible 
un conjunto de situaciones en las que exista presencia de organizaciones armadas y no riesgo para 
las acciones colectivas.  
A partir de la definición de lo que constituye una acción colectiva de alto riesgo y teniendo 
en cuenta la conceptualización de Sthatis Kalyvas sobre el ejercicio de violencia en la guerra civil 
[2006, 16-19], se propone como objeto conceptual el escenario de riesgo en el que se gesta y 
desarrolla la acción colectiva. El primer elemento a resaltar la distinción entre violencia, definida 
como daño deliberado infringido en contra de no combatientes o civiles, y conflicto, entendido 
como la disputa sobre los patrones de poder. Según el autor la existencia de guerra irregular 
fragmenta el espacio, alterando la naturaleza de la soberanía y evidenciando el colapso del 
monopolio de violencia ante la existencia de un reto armado. 
Desde otra mirada, Cubides, Olaya y Ortiz [1998, 18], se apoyan en la perspectiva de Lewis 
Croser y oponen los conceptos de violencia y conflicto; el primero será negación del conflicto al 
procurar la eliminación física del opositor. Atendiendo a esta perspectiva, la violencia será 
entendida como destrucción del otro, ejercida desde una perspectiva más racional por agentes 
organizados cuyos fines se establecen en el ámbito de la disputa por el poder, sea o no formal. 
Recogiendo el aporte de Kalyvas, el conflicto estará relacionado con la disputa sobre patrones de 
poder, de la que participan organizaciones armadas y no armadas. 
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3.1 Disputa del territorio, violencia política y Lógica de la confrontación armada 
3.1.1 Los Agentes Organizados de la Violencia Política 
Partiendo de reconocerse como una zona de histórica presencia y desarrollo del conflicto 
armado, el departamento del Tolima ha sido también uno de los protagonistas recientes de los 
cambios y redefiniciones que han experimentado y que se han propuestos las diferentes 
organizaciones que participan directamente en la confrontación.  
Desde la perspectiva del Ejército, el conjunto del departamento del Tolima se circunscribe 
en la Quinta División, a la cual también pertenecen Boyacá, Caldas, Cundinamarca y Huila. Así 
mismo, el Tolima y el oriente de Caldas hacen parte de la jurisdicción de la Sexta Brigada a la cual 
se encuentran adscritos el Batallón de Infantería 17  “Domingo Caicedo”, con sede en el municipio 
de Chaparral y el Batallón Contraguerrilla 31”Sebastián de Belalcazar”, los de mayor presencia en 
esta localidad. En el municipio de Líbano hacen presencia y combaten el Batallón de infantería 16 
Patriotas y el Batallón de Contraguerrilla Héroes de Saraguro adscrito a la Segunda División. 
Para el caso de las organizaciones insurgentes, su presencia y actual desarrollo en el 
departamento y en los municipios que aquí son objeto de análisis tiene explicaciones tanto 
históricas como estratégicas, entendiendo por insurgentes el grupo de agentes organizados de 
violencia predominantemente motivados en la lucha por el poder del Estado. 
El municipio de Chaparral ha sido escenario de importantes luchas agrarias desde principios 
de los años treinta, así como lugar de origen en 1949 de algunos de los primeros núcleos 
guerrilleros de orientación comunista entre los cuales, el mismo Manuel Marulanda Velez, 
destacaba los que surgieron en las veredas chaparralunas de Chicalá, Horizonte, La Marina e Irco. 
En 1950 se dará en Irco la primera reunión entre guerrilleros liberales y comunistas que dará origen 
al histórico Comando del Davis, reconocido como antecedente trascendental en la posterior 
conformación de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC, en 1966  [Santrich, 
2006].  
La estructura de esta organización guerrillera que actualmente hace presencia en el 
municipio es el Frente 21 que bajo el mando de Luis Eduardo Rayo, Marlon, se articula con el 
Comando Conjunto Central “Adán Izquierdo” y  opera también en los municipios de Rioblanco, 
Plandas,  Ataco, Natagaima, Ortega, San Antonio, Coyaima, Roncesvalles, Rovira y Cajamarca 
[Observatorio Presidencial DDHH y DIH, 2005, 7].  
Este frente guerrillero fue creado en la primera mitad de los años setenta y surge como parte 
en el plan de crecimiento definido por la cuarta conferencia de las FARC, realizada en el sitio el 
Pato, zona limítrofe entre Huila y Caquetá, en 1971. Tal dinámica de  crecimiento le otorgaba un 
papel estratégico a la Cordillera Central como enlace entre los frentes guerrilleros fundados en el 
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Meta y la perspectiva de crear uno nuevo en Urabá, con el objetivo de conseguir una salida hacia al 
mar, necesaria para el aprovisionamiento de armas [Vélez 2000, 5]. Puede afirmarse que de alguna 
manera la creación del Frente 21 tiene como objetivo recuperar la presencia militar de las columnas 
guerrilleras, ahora bajo el nombre de FARC, en municipios del Sur del Tolima como Chaparral, Río 
Blanco y Planadas. Esta histórica región debió ser parcialmente abandonada después del ataque a 
Marquetalia del 27 de mayo de 1964 por parte del Ejército, producto del cual los principales 
comandos y dirigentes guerrilleros se desplazaron hacia el oriente del Tolima, la región de 
Sumapaz, el noroccidente del Meta y la región del Caguán en el Caquetá. Tal y como se desprende 
del testimonio de Jaime Guaraca, uno de los principales dirigentes guerrilleros de la época, los 
comandos guerrilleros de influencia comunista que tenían asiento en Marquetalia evacuaron de la 
región no solamente a quienes integraban las filas guerrilleras, sino que se llevaron consigo a las 
familias bajo su influencia y las que buscaban su protección [Matta 1999, 147-154].  
En la actualidad el Frente 21 es uno de los más activos dentro del departamento del Tolima. 
De acuerdo con Camilo Echandía [2006,55], el nivel de actividad armada de las FARC en el 
municipio de Chaparral se ha incrementado constantemente desde la mitad de la década de los 
noventa. Es así como entre 1996 y 1998 el nivel de actividad armada de esta localidad es definida 
como media alta, es decir que las FARC realizaron entre 4 y 9 acciones en este periodo; durante los 
tres años siguientes la intensidad en el actividad armada se incrementará, pasando al nivel alto, el 
cual comprende entre 10 y 20 acciones desarrolladas entre 1999 y 2001.    
De otro lado, el municipio de El Líbano fue uno de los lugares de mayor relevancia durante 
el periodo de la llamada Violencia de los años 50 y epicentro del Bandolerismo político de los años 
sesenta. La característica fundamental de diferenciación con el Sur del Tolima y con Chaparral será 
una menor articulación entre las expresiones de violencia protagonizada por campesinos y las 
organizaciones gremiales y políticas de la zona, particularmente porque las formas de bandolerismo 
político surgieron en parte ante la eliminación física de las formas organizativas de resistencia 
durante los años de la Violencia. De acuerdo con Sánchez y Meertens [1985, 33-41], el remplazo 
práctico las organizaciones de masas del campesinado por la configuración de la relación política de 
bandolero, estuvo marcado por la desaparición de los vínculos entre campesinos armados y élites 
nacionales, específicamente del Partido Liberal, aunque con un claro fortalecimiento de los creados 
con los gamonales locales, quienes utilizaron la resistencia armada con fines electorales y como 
mecanismo de contención de un posible viraje hacia la lucha revolucionaria.  
Desde los años ochenta a la actualidad han hecho presencia por lo menos cuatro 
organizaciones insurgentes. El Ejército Popular de Liberación, EPL, que influenció el norte del 
Tolima desde los frentes guerrilleros que actuaban en el Viejo Caldas hasta la desmovilización del 
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sector Esperanza, Paz y Libertad en 1991. El Ejército de Liberación Nacional, ELN, incursionó en 
el Norte del Tolima desde 1982, pero sólo logró consolidar una estructura de frente entre 1990 y 
1992, llamándola “Frente Guerrillero Bolcheviques de El Líbano”, integrado al Frente de Guerra 
Central. De acuerdo con un documento del ELN [“Sólo una breve historia…” s.f.], las primeras 
acciones de esta estructura consistieron en la campaña de desalojo de los miembros de la Policía 
que hacían presencia en las cabeceras de corregimiento cómo Santa Teresa, Tierradentro y San 
Fernando en El Líbano, Junín en Santa Isabel, las Delicias en Lérida, y Frías en el municipio de 
Falan. Con los vestigios de lo forjado por el EPL en materia de convivencia entre población no 
armada y guerrilla, el ELN logra un cierto enraizamiento que perdura hasta el día de hoy, pese al 
duro revés militar que vivió por cuenta del ataque de las Autodefensas Unidas de Colombia, Bloque 
Tolima, entre los años 1999 y 2002. 
La presencia de las FARC en esta zona se ha dado a través del Frente Tulio Varón, creado 
en la primera mitad de los años noventa y la Columna Móvil Jacobo Prías, estructuras 
pertenecientes al Comando Conjunto Central. El Frente Tulio Varón fue duramente golpeado por el 
accionar tanto de las AUC como del Ejército, a manos del cual perdió a tres de sus principales 
comandantes entre 2005 y 2007.  
Por último, el Ejército Revolucionario Popular, ERP -del cual las fuentes oficiales registran 
actuaciones a partir de 1999 aunque entre las comunidades rurales afirman su presencia desde 
1997y1998- ha actuado en la zona principalmente con una estructura conocida como “Praxis”.  
Las conformaciones relativamente recientes tanto del Frente Bolcheviques como del Tulio 
Varón colocan en evidencia el menor grado de arraigo de las estructuras insurgentes respecto a la 
trayectoria histórica que ha tenido las FARC en Chaparral, factor determinante al momento de 
analizar el influjo de nuevos agentes organizados de violencia política, como los grupos 
paramilitares.  
La intensidad de la acción armada en El Líbano durante los noventa fue diferenciada entre 
los dos principales grupos guerrilleros. La actividad desarrollada por el ELN para los periodos 
1996-1998 y 1999-2001 es caracterizada por Camilo Echandía como de intensidad media alta, es 
decir que en cada periodo ésta organización realizó entre 10 y 20 acciones. El accionar de las FARC 
se ubica en el nivel de baja intensidad, es decir que desarrollaron menos de 4 acciones en cada uno 
de los periodos referidos.  
En el caso de los grupos paramilitares resulta pertinente señalar que entre los académicos 
existen debates sobre su conceptualización, así como acerca de la definición de su naturaleza y 
sobre sus orígenes. La investigación de Medina Gallego en su libro sobre el surgimiento de las 
Autodefensas del Magdalena Medio [1990], resalta como la conformación de grupos paramilitares 
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será producto de la caracterización del Estado colombiano como un Estado autoritario que da 
cumplimiento a la Doctrina de Seguridad Nacional según determinantes internacionales y de 
manera planificada, dentro de la cual, la existencia de grupos paramilitares sería un elemento 
orgánicamente articulado a la propuesta de lucha contrainsurgente oficial  
Discutiendo la anterior perspectiva, C. Ortiz [comunicación personal, 14 de marzo, 2007] 
propone que la relación entre Estado y paramilitares estará mediada por la existencia de un circuito 
doble entre las dinámicas internacional y nacional. La primera se refiere, entre otras cosas, a la 
influencia de la formación contrainsurgente norteamericana, a partir de los cursos impartidos a los 
altos mandos militares colombianos en la zona del Canal de Panamá y Miami. En lo nacional, se 
tendría el hecho de considerar el fenómeno como desarrollo táctico en el terreno, funcional a la 
lucha contrainsurgente, y que iría a retroalimentar la dinámica internacional, pero sin ser una 
derivación planificada de la misma. Desde esta perspectiva el Estado que asume la aplicación del 
paramilitarismo, el recurso a las vías privadas, sería un Estado más bien débil que fuerte, cuya 
característica será la de asumirse y funcionar de esa manera, otorgando “carta blanca” para el 
ejercicio privado de la violencia y la seguridad. 
Así mismo, desde la perspectiva de Ortiz, no es posible trazar una diferenciación tajante 
entre paramilitarismo y narcoparamilitarismo, como la desarrollada por Carlos Medina, toda vez 
que los recursos del narcotráfico han estado presentes en las últimas tres décadas como mecanismo 
de financiamiento de estos grupos de justicia privada. Se plantean por tanto las siguientes 
afirmaciones para el caso del paramilitarismo contemporáneo en Colombia, es decir el que surge en 
los años ochenta: no hay paramilitares que no sean narcoparamilitares, con excepción del caso del 
Cauca, región en la que estos grupos surgen en definitiva como defensores netos de intereses de los 
terratenientes; no todos los grupos armados por los narcotraficantes son de tipo político, en el 
sentido de proyecto contrainsurgente, o paramilitar; no todos los grupos armados por los 
narcotraficantes que se politizan son paramilitares, afirmación que se da a propósito de lo 
acontecido con el llamado grupo de “Los Extraditables” de finales de los ochenta, los cuales, desde 
la perspectiva presentada por el profesor Carlos Miguel, tendrían en la lucha contra la extradición su 
propia pelea contra el Estado, es decir una bandera política. 
De esta manera, se propone la siguiente clasificación de los grupos organizados para el 
ejercicio de justicia privada y agenciados por los narcotraficantes, sobre los cuales no sobra decir 
que realizan un ejercicio racional de la violencia, es decir que persiguen un fin concreto y no es solo 
producto del azar: 1) Los grupos de sicarios, cuyo objetivo es el arreglo de cuentas entre personas 
vinculadas al mercado de la droga; 2) los grupos politizados en contra de la extradición; 3) los 
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politizados en términos de la lucha contrainsurgente, los cuales configurarían las dinámicas 
paramilitares predominantes al día de hoy.      
Complementando las anteriores consideraciones como marco analítico del fenómeno 
paramilitar en el Tolima, se encuentra la definición de paramilitarismo construida por Kalyvas 
quien dirá: 
“Los paramilitares son grupos armados que están directa o indirectamente con 
el Estado y sus agentes locales, conformados por el Estado o tolerados por éste, 
pero que se encuentran por fuera de su estructura formal” [Kalyvas 2005, 29] 
 
Bajo estas condiciones, si bien el paramilitarismo puede tener entre sus objetivos la defensa 
del status quo, coincidente con el papel de las Fuerzas Militares, existen procesos regionales y 
locales que marcaran el desarrollo de pautas concretas de acción militar y en el ejercicio de 
violencia, por lo que aquí se considerará como un agente organizado de violencia con fines de 
control territorial propio, diferenciado del Ejército, así se encuentre evidencia sobre la realización 
conjunta de acciones y de mutua colaboración en tareas de contrainsurgencia. 
En el terreno de la evidencia empírica se encuentra que aunque la presencia de grupos 
paramilitares en el sur del Tolima es también muy antigua, su desarrollo ha sido menos unificado al 
compararse con las guerrillas. Los orígenes más lejanos de la presencia paramilitar en la región se 
encuentran en los grupos de apoyo a la labor de persecución del Ejército a las guerrillas liberales en 
los cincuenta, llamadas de los comunes, que posteriormente dieron origen a las FARC. El grupo de 
liberales limpios fue liderado por Marichi hasta los años setenta, superviviendo después bajo el 
mando de alias “Canario”, para transformarse posteriormente en el grupo “Rojo Atá” y las 
“Autodefensas del Tolima” [INDEPAZ s.f.]. 
 El grupo “Rojo Atá” funcionó desde principios de los ochenta, encargándose de garantizar 
la seguridad de los primeros inversionistas de amapola en la zona. De acuerdo con la información 
recopilada por la Corporación Reiniciar [2007, 155], este grupo paramilitar desató en 1989 una 
cruenta persecución contra los  mineros y activistas del Sindicato de Mineros del municipio de 
Ataco, vecino por el suroriente de Chaparral, debido a la disputa por el control de los recursos 
auríferos de la región. 
Al iniciarse la década de los noventa aparece un grupo de paramilitares comandado por 
Carlos Cárdenas, conocido con el alias de “El Pájaro”, de quién se afirma actuó en complicidad con 
tropas del Batallón Domingo Caicedo y cuyas acciones más difundidas fueron la persecución y 
asesinato de varios militantes de la Unión Patriótica. Entre los casos documentados se encuentran el 
asesinato de Alirio Quintero Cruz, ex concejal liberal y ganadero de las Hermosas, el 18 de agosto 
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de 1991, y la posterior ejecución de Baldomero Quintero y Pablo Enrique Quintero, hermanos de la 
víctima, los días 20 de agosto y 21 de septiembre del mismo año. En esos mismos días, el 7 de 
septiembre ocurrió el asesinato de Omar Sánchez, en la vereda La Honda. De igual manera se 
produjo el asesinato de Camilo Rodríguez el 28 de octubre de 1992, miembro de una Junta 
Patriótica en La Marina y fiscal de la Junta de Acción Comunal de la vereda El Bosque.  [Ibíd 2007, 
372-376].  
Entre los años 1999 y 2000 las AUC, cuando viven su mejor momento en el intento de 
consolidar un proyecto contrainsurgente de carácter nacional, hacen del Tolima uno de los 
departamentos de paso hacia el sur del país, buscando para ello aliados naturales como el grupo de 
autodefensa “Rojo Atá”, al cual le brindaron apoyo financiero y militar [El País, “En el Tolima hay 
22 municipios…”, 2005, 4 de mar.]. Esta facción se presentó en algún momento como parte del 
Bloque Central Bolívar, estructura autónoma frente a las AUC, para ser finalmente comprado por 
Miguel Arroyabe comandante del Bloque Centauros, quien pagó una suma cercana a los 4 millones 
de dólares, y buscaría con esto organizar un grupo especial encargado de actuar en contra de la 
oposición política en el departamento [Observatorio Presidencial DDHH y DIH, 2005, 9].  
En 1999 las AUC logran el traslado de 40 de sus miembros hacia el Tolima, hecho 
facilitado por la existencia de simpatizantes de esta organización paramilitar en la región [El Páis, 
“En el Tolima hay 22 municipios…”, 2005, 4 de mar.]. La expansión y posterior ofensiva del 
Bloque Tolima hacia el sur del departamento se habría dado desde algunos de los municipios 
ubicados en la región del Plan, particularmente San Luís, Espinal, Guamo, Valle de San Juan y 
Ortega. Desde allí desplegaron su ofensiva hacia los municipios considerados como “santuarios” de 
las FARC, especialmente Icononzo en el oriente, Planadas, Rioblanco y Chaparral [CODHES, 
1999, 5]. En el caso de Rioblanco, los paramilitares llegaron a tener el dominio completo del 
corregimiento de Puerto Saldaña en el año de 1999, que fue escenario de cruentos enfrentamientos 
entre las FARC y las AUC y por consiguiente, de intensas dinámicas de desplazamiento. En el 
municipio de Chaparral tuvieron su principal lugar de presencia en la vereda la Lindosa, ubicada al 
sur del municipio, en cercanías de Rioblanco15. 
La aparición de los grupos paramilitares en el norte de departamento del Tolima y en el 
municipio dEl Líbano se encuentra asociada a la expansión de las Autodefensas Campesinas del 
Magdalena Medio, ACMM, integrantes de las AUC y comandadas por el histórico dirigente 
paramilitar Ramón Isaza. Es precisamente la estructura que lleva el nombre de un sobrino de éste 
último, frente “Omar Isaza”, la encargada de desarrollar la expansión de las ACMM en el norte del 
                                                     
15 Entrevista con campesinos del corregimiento La Marina, en Chaparral. Enero de 2007 
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departamento. Los municipios de mayor presencia fueron Honda, Mariquita, Armero, Venadillo, 
Ambalema, Falan, Palocabildo, Casabianca y Villahermosa, desde los cuales realizaron sus 
incursiones sobre el municipio de Líbano. 
La unificación de las Autodefensas del Magdalena Medio y de la franquicia adquirida por el 
Bloque Centauros se dio entre 2000 y 2002 por órdenes de Carlos Castaño, en función de asegurar 
una fuerza de apoyo propia. El encargado de comandar el recién unificado Bloque Tolima hasta su 
desmovilización formal en octubre de 2005, fue José Martínez Goyeneche, alias “Daniel Boom”, un 
teniente retirado del Ejército quién afirmó que el éxito de la incursión paramilitar en el Tolima tuvo 
entre sus factores decisivos el reclutamiento de militares retirados oriundos del área y, por lo tanto, 
con pleno conocimiento de la misma [Verdadabierta.com, “'Daniel', Diego José Martínez 
Goyeneche”, consultado 13 de febrero de 2010] 
Las declaraciones dadas por Alexander Carvajal, alias 'Jairo', jefe de finanzas del Bloque 
Tolima, en el marco de los procesos judiciales posteriores a la desmovilización, colocaron en 
evidencia como la penetración de las AUC se produjo también gracias a la solicitud que realizaron 
empresarios, ganaderos y arroceros del norte del Tolima. En el año 2002 se produjo una reunión de 
los empresarios con “Elías”, jefe de paramilitar del Bloque Tolima, en la finca Carolina, ubicada en 
la vereda Luisa García, de San Luis [El Tiempo, “Paramilitares eran financiados…” 2007, 30 de 
jun.]. Solicitaron la presencia de dicha estructura en los municipios de Lérida, Líbano, Alvarado, 
Piedras, Venadillo y Ambalema, argumentando cansancio frente a las extorsiones y el abigeato 
realizados por las FARC, el ELN y el ERP, propuesta que fue recogida por Carlos Castaño para 
proceder a la unificación y negociación con el frente Omar Isaza. 
Los paramilitares desmovilizados aseguraron que más del 60% del norte del departamento 
colaboró con las Autodefensas, bien fuera de manera voluntario o por coacción, construyendo listas 
de más de 4.000 colaboradores que pagaban sumas que llegaban hasta los veinte millones de pesos. 
En El Líbano se reconoce, por ejemplo, el pago de diez millones de pesos que realizó el prestamista 
local Héctor Giraldo, quien ya había sido secuestro por la guerrilla [Ibíd.]. De hecho, de los tres 
grandes barones electorales del Tolima que actualmente se encuentran en procesos de investigación 
por nexos con el paramilitarismo, Mauricio Jaramillo Martínez, ex senador por partido Liberal, es 
uno de los sucesores del legado caudillista de El Líbano forjado durante más de cincuenta años por 
Alfonso Jaramillo Salazar , padre del ex senador16. Los otros dos caciques involucrados son Carlos 
                                                     
16 El “Jaramillismo” ha sido hasta el momento una de las facciones del liberalismo más tradicional y arraigada 
en el departamento. Alfonso Jaramillo fue representante a la Cámara entre 1958 y 1968, y a la Asamblea 
Departamental en 1972; su hijo Guillermo Alfonso lo fue en 1976, 1980 y 198. En el Senado de la República 
han participado desde 1974 con Alfonso Jaramillo, en 1986 con Guillermo Alfonso y desde 1994 con Mauricio 
Jaramillo. Adicionalmente Alfonso Jaramillo Salazar fue el primer alcalde de elección popular del municipio. 
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García Horjuela, del Partido de la U, pero anteriormente del Liberal, y Luis Humberto Gómez 
Gallo, del partido Conservador. 
‘Daniel Boom’ señaló con nombres propios a los miembros de las Fuerzas Militares de los 
que obtuvo colaboración en términos de inteligencia militar y facilidades para ingresar a zonas 
contraladas hasta ese momento por las guerrillas, como los comandantes de las Policía Ciro Chitiva 
y Danilo González, enlace con Bloque Tolima, Camilo Rodríguez, comandante de Inteligencia del 
Batallón Rooke en Ibague, el oficial Eduardo Calderón del Cuerpo Técnico de Investigación de la 
Físcalía, CTI y al Capitán Andrés Perdomo de la Fuerza Áerea, evidenciando también su relación 
con los narcotraficante Wilber Varela, alias 'Jabón', y Eduardo Restrepo Victoria, alias 'El Socio' 
para prestarles seguridad a cambio de apoyo económico [Ibíd.]. 
La penetración de esta zona también se desarrolló desde los municipios ubicados en el Plan 
del Tolima, como lo confirmó Juan Carlos Daza, el 'Flaco' o 'Camilo', uno de los comandantes del 
Bloque Tolima en el oriente, quien en declaraciones al periódico Tolima 7 días, apropósito de las 
relaciones entre políticos de los municipios ubicados en el Plan y las AUC, afirma, 
“Carlos Zarta17 es muy amigo mío y de la organización. Él nos llevó a Coello, nos prestó su 
finca en la Vega de los Padres para que estuviéramos unos días. Levantamos un campamento como 
centro de operaciones porque había vandalismo y hurto de ganado. Cuando nos movíamos de San 
Luís a Lérida, siempre lo hacíamos por Coello” [El Tiempo, “Paramilitares del Bloque Tolima 
involucran…”, 2006, 31 de mayo]. 
Pese a que el Bloque Tolima fue reconocido como parte de las AUC para efectos del 
proceso de desmovilización formal, dado el 22 de octubre de 2005 en la hacienda Tau Tau -ubicada 
en el corregimiento de Tajomedio, jurisdicción del municipio de Ambalema- con anterioridad al 
mismo, el Bloque Tolima dejaba ver el carácter federado del proyecto AUC. Evidencia de ello es la 
decisión de desmovilizarse por fuera del proceso encabezado por las AUC, al no contar con 
representante alguno en Santa Fé de Ralito, municipio cordobés epicentro de la negociación de los 
paramilitares con el gobierno de Álvaro Uribe. En el momento de la desmovilización las 
conversaciones entre las AUC y le gobierno se encontraban congeladas, hecho diciente frente a la 
no unidad orgánica de las distintas estructuras paramilitares. El proceso del Bloque Tolima se 
                                                                                                                                                                   
Todos, con excepción de la gobernación de Guillermo Alfonso 2000-2003 logrado a nombre del Polo 
Democrático Alternativo, han sido curules ganadas a nombre del PLC. Hasta las elecciones locales de 2007, el 
Jaramillismo ha sido la tendencia que domina absolutamente, en la alcaldía y en el consejo municipal de El 
Líbano. Sin embargo, tanto el fenómeno nacional de fortalecimiento del uribismo, a partir del transfuguismo, 
como el impacto de los múltiples procesos penales en contra de los dirigentes más destacados del jaramillismo 
por nexos con organizaciones armadas, han menguado parte de su poder local. 
17 Alcalde del municipio de Coello 2000-2003 elegido por el Partido Liberal pero actualmente miembro del  
Partido Social de Unidad Nacional (partido de la U) 
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acerca más al protagonizado por el Bloque Centauros, el cual realizó su desmovilización el 3 de 
septiembre de 2005 en Casanare. 
 
3.1.2  Disputa armada territorial con soberanía segmentada. El caso de Chaparral. 
La consideración de los escenarios de riesgo para la acción colectiva de carácter 
contencioso parte de reconocer que los altos grados de impredectibilidad e inestabilidad de los 
territorios en los cuales los campesinos buscan desarrollar sus reivindicaciones, están determinadas 
de manera trascendente por la dinámica de confrontación armada presente en el ámbito local, 
entendiéndola como forma en la que se expresa la disputa violenta sobre los patrones de poder. De 
esta manera, resulta absolutamente necesario realizar un análisis local y en el nivel de mayor 
desagregación posible, de la dinámica reciente de confrontación armada entre los agentes de 
violencia política presentados en el acápite anterior. 
El punto de partida es reconocer cada uno de los espacios municipales como territorios en 
disputa en el que confluyen un número determinado de competidores armados. De acuerdo con su 
modelo analítico de la violencia en la guerra civil, Stathis Kalyvas propone la fragmentación del 
espacio como resultado de la alteración de la soberanía; la pérdida en el monopolio de la violencia 
define dos tipos de soberanía, la fragmentada que es aquella donde los agentes organizados de 
violencia que se enfrentan ejercen un control o soberanía limitada sobre una misma parte del 
territorio, mientras que la soberanía segmentada alude al ejercicio pleno de soberanía en partes 
distintas del territorio [Kalyvas 2006, 88-89].  
En el caso de Chaparral, el escenario inicial asume el predominio estable de las FARC en 
las zonas de cordillera, agenciado fundamentalmente en su histórica presencia, fortalecida 
posteriormente tanto por el Cese al Fuego decretado con el gobierno de Belisario Betancourt en 
1985, como con la configuración de la Zona de Distensión entre julio de 1999 y febrero del año 
2002, bajo la presidencia de Andrés Pastrana. Para ambos procesos, coincide la cercanía geográfica 
de la zona de cordillera en Chaparral con los lugares de concentración de la dirección nacional de 
las FARC durante los periodos de diálogos, la Uribe en el Meta y el Cagúan en el Caquetá, 
posibilitando flujos de información y orientación política, así como la confirmación de su papel 
estratégico en el desarrollo de la guerra.  
Más que espacio para el desarrollo de acciones militares, como se desprende de las cifras de 
conflicto para ese periodo, el Cañón de las Hermosas durante la Zona de Distensión fue lugar de 
tránsito de tropas desde y hacia otros lugares del país. Desde la perspectiva de antiguos habitantes 
de la región, las Hermosas podrían haberse considerado en aquel momento como “El Caguán 
chiquito”, ejemplificando con ello el grado de control territorial político-militar que lograron las 
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FARC a través del Frente 21. De hecho, durante el tiempo de las negociaciones de paz, el 
aplazamiento del inicio de obras para la construcción de la Hidroeléctrica a filo de agua del Río 
Amoyá tuvo que ser permanentemente, precisamente porque la ejecución no contaba con la 
autorización de la insurgencia.  
Con relación a la población local, el afianzamiento del control insurgente se produjo 
alrededor de dos elementos trascedentes. Por un lado, mediante el desarrollo de propuestas 
organizativas gestadas desde las FARC hacia las comunidades rurales, como la política de Nuevo 
Gobierno Democrático18 y la construcción del llamado Movimiento Bolivariano por la Nueva 
Colombia, MB. Dicho movimiento de carácter netamente político se funda en el año 2001 en San 
Vicente del Caguán con una importante manifestación en la que estuvieron presentes todos los 
miembros del Secretariado y Alfonso Cano fue proclamado como jefe máximo del MB. Su objetivo 
fundamental es la construcción de distintas formas organizativas de apoyo a los planteamientos 
políticos de las FARC, particularmente alrededor del denominado Programa de los Diez Puntos, 
precisamente aquel que se presentó como “agenda de discusión” en los diálogos del Caguán.  
Articulado a lo anterior, las FARC y el MB proclamaron desde la Zona de Distensión la 
consigna de construir lo que denominaron como Nuevo Gobierno Democrático, propuesta que 
intenta recoger las experiencias de poder local direccionadas por grupos insurgentes como los 
vividos en Centroamérica, China o Vietman, particularmente alrededor de las “zonas liberadas”, en 
las que se supone se establecen formas de gobierno local que desconocen la autoridad del Estado y 
son leales con las fuerzas guerrilleras. La propuesta de Nuevo Gobierno fue promovida en ese 
momento en el Cañón de las Hermosas. 
El otro elemento trascendente que contribuyó al afianzamiento de las FARC se establece en 
su papel como referente regulador de la vida social y económica en lo cotidiano, tanto para la 
resolución de conflictos como para la supervisión de mercados locales. El mayor debilitamiento del 
orden representacional el Estado en el Cañón de las Hermosas durante la Zona de Distención puede 
evidenciarse a través del papel de las FARC frente al cultivo de amapola y la comercialización del 
látex, que vivieron su auge en a finales de los años noventa y principios del siglo XXI.  
Al igual que en otras zonas del país, la dinamización del conflicto ha corrido por cuenta del 
desarrollo de economías con base en el cultivo de plantas de uso ilícito y la comercialización de sus 
derivados. En el departamento del Tolima el papel protagónico lo ha tenido la amapola, siendo 
                                                     
18 Entrevista militante MB. 
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desde 1.991el principal departamento productor. La situación varía hacia finales de la década, dada 
la importancia que adquieren departamentos como Huila, Cauca y Nariño.  
Como se aprecia el cuadro número  cinco, entre los principales municipios amapoleros del 
Tolima en ese entonces, se encontraba Chaparral, siendo a su vez la región del Cañón de Las 
Hermosas la más afectadas, al ser una alternativa implementada por los campesinos en respuesta a 
la crisis cafetera de los años noventa y a las persistentes condiciones de pobreza en la zona. El papel 
de la insurgencia en estos municipios fue la de regulación del orden social, al imponer restricciones 
en el uso de armas y control de precios y pagos a los campesinos. Según lo expresado por algunos 
de ellos, la guerrilla de las FARC fiscalizaba los pagos del mercado de goma o “mancha” que tenían 
lugar en los sitios en los que solían estar las cooperativas de café, en los márgenes de la carretera 
que conduce de Chaparral a San José de las Hermosas. De esta manera, cuando los campesinos 
creían que los pagos por el látex eran injustos acudían los comandantes que hacían presencia 
permanente en la región, quienes se encargaban de “ajustar” los pagos. 
    En 1999 el kilo de goma alcanzó a venderse a un millón de pesos, en un mercado al 
menudeo cuyos demandantes venían de fuera de Chaparral. Ante la masiva entrada de compradores 
en la zona, los guerrilleros del Frente 21 tenían como tarea fundamental mantener el control durante 
las ventas, evitar la venta de látex rebajado, así como los posibles atracos [Comunidad virtual en 
salud, “Ofensiva del Ejército en 10 departamentos…” 2004, 16 de marzo].  
 
Cuadro 5: Principales Municipios Productores de Amapola en el Tolima 2001-2002 
Hectáreas detectadas. 
MUNICIPIO 2001 2002 
ATACO              2,00                4,00 
PLANADAS          165,00            195,00 
RIOBLANCO          209,00            187,00 
CHAPARRAL            40,00              48,00 
SAN ANTONIO             6,00               13,00 
ROVIRA            14,00              20,00 
ANZOATEGUI          210,00            180,00 
SANTA ISABEL            41,00              35,00 
TOTAL TOLIMA          687,00          682,00  
                         Fuente: Observatorio de Drogas de Colombia 
 
Aunque es muy probable el usufructo y la obtención de recursos de la amapola de manera 
directa, los rasgos más evidentes  del papel jugado por la guerrilla en estas zonas la relacionan con 
el control social y si se quiere, policivo. 
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Una vez rotos los diálogos, las FARC dejan de ser la organización de presencia casi 
exclusiva, entrando en una dinámica de disputa militar con el Ejército y con los grupos 
Paramilitares, aunque con diferentes niveles de intensidad. Lo anterior no quiere decir que durante 
los años de la Zona de Distensión no se hubiesen presentado enfrentamientos o hechos de violencia 
política ejecutados por los nuevos contendores, observable en las cifras de confrontación que se 
presentarán a continuación. Antes bien, lo que se propone resaltar es la entrada en firme  de nuevos 
contendores que generan desafíos de gran envergadura al estable predominio que las FARC habían 
conservado hasta el momento. De esta manera, el tipo de soberanía que se encuentra en Chaparral al 
iniciarse el periodo de estudio será el de soberanía segmentada, entendiendo el control de las FARC 
en las zonas de cordillera, mientras que el Ejército y la Policía ejercían una soberanía más estable en 
las zonas urbanas y de la llanura.  
A mediados del  periodo de estudio al cual se refiere  el presente análisis, se estaban 
creando las condiciones propicias para el escalamiento de la violencia política en los municipios de 
Líbano, pero particularmente en Chaparral. Varios analistas coinciden en afirmar que desde la 
perspectiva estratégica el departamento del Tolima es de vital importancia para las FARC, ya que 
haría parte de un corredor alterno para comunicar el sur con el centro del país y el oriente, -
particularmente la antigua Zona de Distensión-, con el sur occidente (mapa 5). A través del Tolima, 
Huila, el Cauca y Nariño buscarían también una salida al océano Pacífico, de cara a la pérdida del 
control en la zona de Urabá por causa del accionar paramilitar [Echandía 2006, 222]. De la 
importancia del Tolima frente a este propósito dan cuenta los 12 municipios atacados por las FARC 
entre 1998 y 2007, entre los cuales, no obstante no figuran ni Líbano ni Chaparral, pero si varios de 
sus vecinos. 
Mapa 5: Corredores Estratégicos en Nariño, Cauca, Huila y Tolima 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Echandía, 2006, 238 
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La respuesta tanto del Ejército como de los grupos paramilitares al logro de este objetivo 
estratégico no se hizo esperar, coincidiendo en el periodo de análisis con el desarrollo de una 
ofensiva contrainsurgente. Lo anterior no implica necesariamente que los grupos paramilitares y 
Fuerzas Armadas hubiesen decidido de manera conjunta la realización de operaciones, sino que 
entre los años 1999 y 2007 tanto las estructuras paramilitares como el Ejército incrementaron su 
ofensiva sobre los territorios de tradicional presencia insurgente. 
En el caso particular del paramilitarismo, esta fase de desafío al control estable de las 
FARC se desarrolla casi de manera exclusiva mediante acciones de persecución a los campesinos 
habitantes de la región como homicidios, masacres, amenazas y desplazamientos, particularmente 
en el periodo 1999-2002, fenómeno que se analizará detenidamente en el siguiente apartado.  
Correlativamente la información recopilada permite evidenciar la inexistencia de 
confrontación directa entre las FARC y los paramilitares  en Chaparral. Los eventos de estas 
características de mayor cercanía geográfica fueron los combates librados en Puerto Saldaña, 
municipio de Rioblanco, durante el periodo 1998-2000. De acuerdo con testimonios de la zona, en 
ese corregimiento se encontraba una base de los grupos paramilitares derivados de la organización 
“Rojo Atá” y de las “Autodefensas del Tolima”, convirtiéndolo en un centro poblado de su total 
influencia. Los combates y el ataque directo por parte de las FARC sobre Puerto Saldaña en el año 
2000 arrasaron con el poblado, significaron la caída de la base y obligaron al desplazamiento de los 
habitantes. Una vez desarticulado el grupo de Autodefensas, los sobrevivientes de tal evento se 
incorporaron al Bloque Tolima. El Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH [2002, 
9] expone el caso citando además los enfrentamientos ocurridos en los corregimientos de Herrera y 
Campoalegra, también en Rioblanco, para un total de cinco enfrentamientos entre las FARC y los 
paramilitares entre 1998 y 1999. 
Para el caso del Ejército, tras la posesión de Álvaro Uribe como presidente en al año 2002 y 
la puesta en marcha de la Política de Seguridad Democrática, se da inicio a un conjunto de 
operaciones destinadas a contrarrestar el accionar guerrillero particularmente de las FARC. Pero es 
el año 2004 el que marca el inició en firme de la ofensiva contrainsurgente del Ejército, gracias a la 
ejecución del Plan Patriota, que entre sus desarrollos contó con una concentración de las actividades 
militares en el Cañón de las Hermosas, considerado no solo santuario de las FARC sino su 
retaguardia en la región. Esta ofensiva ha implicado una mayor iniciativa por parte del Ejército, 
desarrollando sucesivos operativos (Cuadro 6), que entre sus principales objetivos cuenta el de dar 
con el paradero de Marlon y de Jerónimo, responsable del Comando Conjunto Central.  
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Es el caso de la llamada operación militar “Fuerte” desarrollada desde el 9 de febrero de 
2008, con un pie de fuerza de 10.000 soldados y en la cual el Ejército Nacional destruyó los 
transformadores de energía ubicados en la vereda la Virginia Alta, el acueducto comunitario 
Peñaranda en Santa Bárbara y la Argentina, bloqueó la entrada de alimentos con 5 retenes y generó 
trabas a la cosecha de café de ese año, motor fundamental de la economía regional, al atemorizar a 
los recolectores de otras regiones. Las denuncias de los campesinos afirman que la aviación con sus 
bombardeos constantes arrasa con los cultivos y los deja atemorizados. Igualmente, resulta evidente 
que esta operación militar ha favorecido los intereses de los inversionistas del Proyecto de Servicios 
Ambientales, debilitando la posición de los campesinos en la negociación de Hidroger, obligados a 
estar más pendientes de salvar sus vidas y sus parcelas.  
 
Cuadro 6: Operaciones del Ejército Desarrolladas en el Cañón de las Hermosas en los 
gobiernos de Álvaro Uribe Vélez. 
Nombre Unidad Localización Año 
Resplandor Batallón de Infantería 17  Domingo Caicedo Caicedo, Sexta Brigada Chaparral 2005 
Destructible Batallón Contraguerrilla 31"Sebastián de Belalcázar" Veredas El Cairo, El Placer 2005 
Delta III Batallón de Infantería 17  Domingo Caicedo Caicedo, Sexta Brigada   2005 
Libertad II Batallón Contraguerrilla 31"Sebastián de Belalcázar" Vereda San Isidro 2005 
Delta X Batallón de Infantería 17  Domingo Caicedo Caicedo, Sexta Brigada Vereda Las Tapias 2006 
Reconquista V División San José de las Hermosas, Vereda Versalles 2006-2007 
Fuerte (Recuperación 
del Cañón de las 
Hermosas) 
V División  Toda la región. Desde 2008 a la actualidad 
Fuente: Construido a partir de información de prensa, archivo de denuncias y acciones urgentes y Banco 
de Datos y Violencia Política del CINEP. 
 
Un indicador que permite ver de manera clara el auge de la iniciativa de confrontación 
armada por parte de las Fuerzas Militares sobre las FARC en Chaparral es el de número de 
combates que han sido buscados por el Ejército. Tal y como se observa en la gráfica 4, desde la 
retoma de la Zona de Distensión en el año 2002, el Ejército ha incrementado de manera sensible el 
número de acciones, pasando de realizar un combate en contra de esta guerrilla en el primer año del 
gobierno de Uribe, a realizar diecinueve en 2006, punto máximo de confrontación.  
El incremento en el accionar e iniciativa del Ejército coincide además con el proceso de 
desmovilización formal adelantado por el Bloque Tolima, hecho que se convertiría en razón 
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Gráfico  4.  Chaparral: Combates por  Iniciativa de la 
Fuerza Pública 2000-2009
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Fuente: Observatorio del Programa Presidencial de Derechos Humanos y DIH
adicional para la ofensiva, en 
procura de evitar que las FARC 
pudiera recuperar los territorios 
perdidos por el accionar 
paramilitar. Pero una mayor 
presencia en el municipio de 
Chaparral por parte de la Fuerza 
Pública no ha significado que los 
niveles de persecución y 
estigmatización de la población, 
particularmente rural, hayan 
disminuido.  
Parte de esta situación se relaciona con el incremento en los aparatos de inteligencia del 
Estado, como elemento integrante de la Política de Seguridad Democrática, que aparte de hacer 
efectiva la captura de miembros reales de la guerrilla, produjo una oleada de detenciones masivas 
que se hicieron sentir tanto en Chaparral como en El Líbano.  En este último, en mayo de 2003 se 
dio la captura de tres personas, entre ellas el Personero municipal, sindicadas de ser miembros de la 
guerrilla. Las detenciones eran parte de un operativo desarrollado en el norte del Tolima, en el cual 
se habían emitido 28 órdenes de captura. En Chaparral los hechos se dieron en febrero de 2004, 
cuando 12 personas, entre ellas el vicepresidente del Consejo Municipal, fueron detenidas bajo los 
mismos cargos. La totalidad de sindicados fueron liberados posteriormente por falta de pruebas. 
Las detenciones masivas que tuvieron lugar en estos municipios del Tolima, hicieron parte 
del recurrente uso de esta práctica durante el primer gobierno de Álvaro Uribe. De acuerdo con un 
informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos [2003], entre agosto del año 2002 y 
abril de 2003 se registraron 831 detenciones arbitrarias, a la luz de los decretos de Conmoción 
Interior y la vigencia de las “Zonas de Rehabilitación y Consolidación”, que permitían la 
realización de capturas sin orden judicial. Las detenciones ocurridas en Chaparral y El Líbano se 
produjeron con posterioridad a la derogatoria del estado de conmoción por parte de la Corte 
Constitucional, de manera tal que ya no estaban cobijadas por las excepcionalidades que permitían a 
la Fuerza Pública actuar y judicializar sin algunas de las mínimas garantías que exige el Código 
Penal colombiano.  
Vale la pena tener en cuenta que las detenciones ejecutadas en estos municipios contaban 
con orden judicial, razón por la cual no cabrían dentro de las tipificaciones estipuladas por los 
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artículos 149 o el 174 y siguientes del Código Penal19; esto quiere decir que en sentido estricto no se 
trató de detenciones ilegales. Sn embargo, lo problemático del asunto es el soporte material y 
probatorio de dichas capturas, ya que la totalidad de las mismas provenía de informes de 
inteligencia militar y tenía como pruebas acusaciones de reinsertados, lo que de acuerdo con la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y el Grupo de Trabajo sobre la detención arbitraria 
de las Naciones Unidas, constituye una de las circunstancias en las cuales configura una privación 
arbitraría de la libertad. Teniendo que, en virtud de los acuerdos y tratados suscritos por Colombia, 
la normatividad internacional relacionada con la protección de derechos humanos hace parte del 
bloque de constitucionalidad, presentado un carácter vinculante, las detenciones desarrolladas en los 
municipios de Chaparral y El Líbano pueden ser calificadas como arbitrarias, ante la ausencia de 
fundamentos legales y el apoyo de las órdenes de captura en testimonios de reinsertados, que a la 
postre resultaron falsos o insuficientes, por lo que las personas detenidas quedaron en libertad. 
Hay que llamar la atención sobre el traslape de motivaciones en la fortísima incursión 
militar que ha desplegado el Ejército en la zona del Cañón de las Hermosas, particularmente desde 
el año 2003, hecho trascendental ya que la violencia ejercida contra los campesinos y por ende el 
origen de los riesgos en la acción colectiva, no pueden explicarse de manera unidireccional y 
simplista como una suerte de “daño colateral” surgido de la persecución a las FARC. Tal y como se 
verá más adelante en el acápite sobre la definición de los intereses, en la guerra que se vive en el 
Cañón de las Hermosas confluyen intereses estratégico militares, políticos y económicos de gran 
envergadura. 
Frente a este panorama de ofensiva contrainsurgente desarrollado, por un lado por los 
grupos paramilitares que atacaron directamente a civiles, y por otro por el propio Ejército, las 
guerrillas han optado por replanteamientos en su modo de operar. El caso del Tolima parece 
confirmar lo expresado por Camilo Echandía [2006], respecto a la necesidad que ha tenido las 
FARC de retomar la táctica militar de guerra de guerrillas, lo que implica dejar de lado las grandes 
acciones como las tomas de pueblos y optar por golpes puntuales, en grupos pequeños y que juegan 
al desgaste cotidiano del contrincante. 
Dos hechos respaldan la anterior afirmación. Por un lado es evidente que la frecuencia y el 
número de tomas a pueblos en el Tolima han disminuido, práctica que en el departamento se 
inauguró precisamente con la toma de Chaparral en 1990 y cuyo último hecho se registra en 2007. 
Como se observa en el cuadro número siete y se ilustra en el mapa 6.2, los hostigamientos pasaron 
                                                     
19 El artículo 149 hace alusión a las detenciones ilegales en el marco del conflicto armado, es decir que pueden 
ser cometidas por cualquier persona.  Los artículos 174 a 176 se relacionan con detenciones sin orden de 
captura, pero por parte de funcionarios públicos.  
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de ser relativamente esporádicos, con máximo un evento al año, entre 1990 y 1996, a presentar 
mayor continuidad y sistematicidad entre 1998 y 2000, para volver nuevamente a ser ocasionales 
hasta 2007. Son particularmente importantes los años 1998 con seis tomas –el mayor guarismo en el 
periodo- y 1999 con cuatro. Este momento encuadra con la lógica desarrollada por otros bloques de 
las FARC como el Oriental o el Sur, los cuales ejecutaron los ataques a instalaciones militares y 
tomas de poblaciones más trascendentes del momento, que a su vez constituyen los golpes más 
contundentes de esta guerrilla al Ejército Nacional20.  
 
Cuadro 7: Municipios hostigados por las FARC en el Tolima, 1990-2007 
Año Municipios 
1990 Chaparral 
1991 San Antonio 
1993 Rovira 
1995 Rioblanco 
1996 Chaparral 
1998 Dolores, Ataco, Rioblanco, Natagaima, Cunday y Alpujarra 
1999 Venadillo, Villahermosa, Casabianca, y Anzoátegui 
2000 Alpujarra, Rioblanco y Roncesvalles 
2001 San Antonio y Ataco 
2002 Murillo y Villahermosa 
2003 San Antonio 
2006 Casabianca 
2007 Rioblanco y el corregimiento Llanitos en Ibagué 
 Fuente: 1990-1995, Observatorio Presidencial de DDHH y DIH 
[2000]1996-2003 a partir de Echandía [2006]; 2006 y 2007 registros de 
prensa. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                     
20 Las tomas más importantes desarrolladas por los Bloques Sur y Oriental de las FARC entre 1996 y 1998 
fueron: puesto militar de Puerres (Nariño), en la que murieron 11 soldados, 18 quedaron secuestrados y por la 
que fueron llamados a calificar servicios dos generales, comandantes de la tercera división y la tercera brigada; 
en esta misma localidad fue emboscado un convoy militar dejando a 1 suboficial y 30 soldados muertos; base 
de Las Delicias (Putumayo), que dejó 27 militares muertos, 18 heridos y 60 secuestrados y por la que fue 
retirado un comandante de la Infantería de Marina; base la Carpa (Guaviare), en la que murieron 24 militares; 
base de Patascoy (Nariño), en la que murieron 10 soldados, cuatro quedaron heridos y 18 más fueron 
secuestrados; ataque militar en El Billar (Caquetá); instalaciones de la Policía en Miraflores (Guaviare) y la 
Uribe (Meta); toma de Mitú, capital de Vaupés.  
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Por otro lado, resulta evidente la concentración de las acciones de hostigamiento en la zona 
de cordillera tanto la occidental como la oriental (mapa 6.1), precisamente por ser ésta la que 
mayores condiciones geográficas y de suministro les otorgan, reforzando también la idea de las 
cordilleras como corredores estratégicos. La distribución geográfica también permite ver cómo el 
Frente 21 ha sido el más activo en términos de tomas a poblaciones, evidenciando, nuevamente la 
capacidad técnico-militar de esta unidad guerrillera.  
Una segunda evidencia frente a los cambios en la forma operativa militar de las FARC lo 
constituye la preferencia por el recurso de los campos minados y el uso en general de explosivos, 
como medio para atacar a las Fuerzas Militares, antes que los enfrentamientos directos. De esta 
manera buscan las FARC minimizar los riesgos y las bajas propias, a la vez que se proponen 
incrementar la letalidad en contra de su oponente. Según la información reportada por el Ejército en 
su página de Internet, las acciones militares relacionadas con explosivos se han incrementado en 
Chaparral desde al año 2004, ya sean detecciones, explosiones controladas o activaciones letales 
por parte de miembros de la fuerza pública.  
En la idea de presentar un esbozo de perspectiva geográfica del conflicto  en lo local, se ha 
tomado la información sobre combates, muertes de civiles y explosivos para la cual ha sido posible 
ubicar la vereda o sitio específico de ocurrencia entre 1996 y 2009. Los mapas 7 y 8 ilustran los 
resultados del ejercicio de georeferenciación en el municipio de Chaparral. En ambos casos se 
resaltan con color las veredas que han sido afectadas por eventos de conflicto armado, precisándose 
en cada mapa, mediante diagramas de torta, el tipo específico de acción que ha tenido en lugar. En 
el mapa 7 se resaltan veredas que aparecen registrando cero eventos, evidenciando que se trata de 
lugares que alternativamente presentan acciones en el mapa siguiente, permitiendo ver en cada 
representación las veredas más afectadas por el conjunto de acciones de conflicto armado.  
Según se observa en los mapas 7 y 8, el desarrollo de la confrontación armada durante el 
periodo propuesto en el municipio de Chaparral, la zona y las veredas más afectas por el conflicto 
armado son precisamente aquellas ubicadas en la falda de la cordillera  Central, destacándose El 
Limón, La Marina en el sur, en cercanías con el municipio de Rioblanco. En los límites con Ataco 
se observa una concentración de asesinatos en la vereda El Queso, provenientes tanto de los 
paramilitares como de las FARC, evidenciando la disputa entre estas dos organizaciones y las 
intenciones de los paramilitares de penetrar a Chaparral desde el suroriente del municipio.  
La ubicación de caletas con explosivos y la concentración de los combates entre el Ejército 
y las FARC en la zona de cordillera, cercana al Páramo en el Cañón de las Hermosas, dan una idea 
de los lugares en los cuales busca impactar el Ejército en tanto que se considera que allí es donde 
más presencia tiene la guerrilla. Dicha concentración contrasta con los pocos registros de acciones 
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armadas que se observan en el nororiente y en la zona urbana, salvo algunos asesinatos sin autor 
definido y otros más cometidos por los paramilitares, así como un combate Ejército-FARC, en la 
vereda Tapias. De acuerdo con esta información es posible afirmar que la presencia de las FARC en 
el municipio ha sido fuerte pero concentrada en la zona rural de cordillera, con poca influencia 
hacia las partes bajas del municipio y en el casco urbano. 
  MAPA 7 
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El mapa siete muestra un patrón de concentración de la confrontación armada directa entre 
agentes organizados de violencia. Los lugares de mayor número de eventos, tanto para combates 
como para explosivos, son dos. En primer lugar, las veredas ubicadas en cercanías al Páramo de las 
Hermosas, en los corregimientos de La Marina y San José; en segundo lugar, las que se encuentran 
en los corregimientos de El Limón y La Profunda, en inmediaciones de la carretera que conduce de 
Chaparral a Ríoblanco, la única pavimentada en la región. 
La muerte de civiles (mapa 8) ha tenido como responsables al conjunto de organizaciones 
armadas que hacen presencia en la región, pero mientras que el caso de las FARC y el Ejército la 
lógica dominante ha sido la del asesinato selectivo, los paramilitares han recurrido a por lo menos 
dos masacres entre 1996 y 2009. De igual manera esta forma de violencia en el conflicto armado se 
encuentra más dispersa, aunque coincide en la mayoría de los casos con veredas que presentan 
acciones con explosivos y combates entre organizaciones armadas. 
Recapitulando lo presentado se tiene que Chaparral se encuentra fuertemente influenciado 
por las FARC, principalmente en las zonas de cordillera, siendo el Ejército el principal competidor 
armado. Pese a que el municipio ha sido lugar de la ofensiva contrainsurgente desarrollada por los 
paramilitares, estos últimos no han logrado el arraigo y/o dominio territorial suficiente como para 
convertirse en competidores permanentes de las FARC. Desde la perspectiva analítica, la dinámica 
de confrontación entre organizaciones armadas permite afirmar que hacia 1999 el escenario de 
mayor confrontación en Chaparral, el Cañón de las Hermosas, presentaba la condición de soberanía 
segmentada, en el sentido de Kalyvas, la cual fue transformándose, gracias a la ofensiva 
contrainsurgente, hacia la categoría de fragmentada, es decir, aquella en la que varios agentes 
organizados de violencia ejercen una soberanía limitada sobre una misma parte del territorio. Esta 
situación se hará ya evidente con la ejecución de la operación militar “Fuerte” por tropas de la 
Quinta División, cuyo objetivo fundamental ha sido la recuperación militar del Cañón de las 
Hermosas.  
Pese a las dimensiones del operativo, para el cual movilizó y concentró más de diez mil 
soldados y veinte helicópteros, el Ejército no ha logrado pleno dominio sobre la región. A juicio de 
José L. Cadena Montenegro, Presidente de la Asociación Colombiana de Geógrafos (ACOGE) y 
mayor retirado del Ejército, las FARC tienen en la zona la ventaja del pleno y profundo 
conocimiento de la geografía física y humana, así como de las diversas formas de interacción con la 
población. Coincidiendo con Kalyvas en el papel central que tiene el dominio geográfico sobre una 
zona como determinante de la efectividad militar, Cadena Montenegro afirma que parte de la 
imposibilidad de control total del Ejército se explica por la existencia de puntos topográficos 
críticos , “que nunca han podido ser dominados por las fuerzas del Estado como las veredas La 
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Virginia, Santa Bárbara, La Argentina, San Jorge, Naranjal, entre otras, donde han derribado 
helicópteros y arrasado pelotones completos en emboscadas” [El Espectador, “La ignorancia 
geográfica…” 2009, 17 de oct.]. Tales puntos y veredas se encuentran justamente en la zona más 
alejada del Cañón y son el actual epicentro del desarrollo del proyecto Hidroeléctrico del Río 
Amoyá. 
 
3.1.3 Contrainsurgencia Paramilitar y Soberanía Fragmentada en El Líbano. 
En el caso de El Líbano, el escenario de partida muestra la presencia extendida en las zonas 
rurales de tres grupos insurgentes, el ELN, las FARC y el ERP, con menor arraigo entre la 
población, menor capacidad de fuego, en comparación con el Sur, y enfrentándose entre sí por el 
control territorial y poblacional en los diferentes corregimientos. Tal proposición se acerca a la 
consideración de Kalyvas relativa a la soberanía fragmentada, al encontrase dos o más 
organizaciones en disputa violenta por el territorio, ejerciendo una soberanía limitada en el misma 
porción del territorio. 
Tal situación se ejemplifica con el testimonio de campesinos y dirigentes de la Asociación 
de Pequeños y Medianos Agricultores, ASOPEMA, que relata la disputa del territorio y sobre el 
control de población entre los grupos insurgentes, con anterioridad a la llegada del paramilitarismo 
al Norte del Tolima, utilizando como recurso fundamental la amenaza y el señalamiento.  
“En ese tiempo más que de la Asociación, era los enfrentamientos o 
señalamiento que hacían hacia comunidades. Por decir algo, Puerto Boy, 
Venadillo. Las FARC, el ELN, los Praxis peleándose quién mandaba ahí, o 
quién estaba ahí. Entonces llegaban  y le decían al campesino, si les dan bebida 
a las FARC, los matamos. Llegaban las FARC, si les dan bebida al ELN los 
matamos. Eso era una cosa insostenible. Y entonces  la gente, iba a causar 
desplazamiento”.  
El desafío a este 
inestable y fragmentado control 
del territorio vendría con la 
conjunción de la incursión 
paramilitar desde 1999 y el 
mayor nivel de confrontación 
desplegado por el Ejército. La 
dinámica de los combates por 
iniciativa de la Fuerza Pública 
- 92 - 
 
entre 1998 y 2007 (gráfica 5), muestra que en comparación con Chaparral, el despliegue militar 
oficial ha tenido mayores variaciones y no evidencia una tendencia clara al incremento o al 
descenso, aunque presente picos de confrontación en 1999, 2001 y 2006.  
Si se analiza el nivel de confrontación por el número de combates, en seguida se encuentra 
que en El Líbano existe un menor grado de enfrentamiento armado. El menor volumen, con relación 
a Chaparral, contrastará con la mayor continuidad de los combates, exceptuando el año 2005, para 
el cual no se registra ninguno. Como se observa en la gráfica cinco, el mayor número de combates 
por iniciativa del Ejército se ha dado con el ELN para un total de 20, seguido de las FARC con 
nueve combates entre 1998 y 2009. Con relación al ELN, la distribución anual muestra relativa 
constancia, ya que se dan aproximadamente dos combates por año, exceptuando 1999, él de mayor 
confrontación con cinco combates. Para el caso de las FARC, el mayor nivel de confrontación se 
encuentra en 2001 y 2002, con tres episodios en cada año, evidenciando además, cierta 
discontinuidad. Por último, las otras guerrillas-ERP y EPL- registran combates de manera muy 
esporádica, al igual que los establecidos con las AUC, que aparecen en el escenario de 
confrontación con el Ejército sólo hasta el año 2003, pasados los momentos más crudos de la 
arremetida paramilitar en el norte del Tolima.  
Según testimonios de campesinos de El Líbano, en una primera etapa se instalaron bases de 
entrenamiento de paramilitares en el corregimiento de Méndez en Guayabal, prestando apoyo para 
la realización de masacres en otros departamentos como Valle y Antioquia. La presencia física y 
masiva de hombres armados que se identifican como Autodefensas Unidas de Colombia, Bloque 
Tolima, se comenzó a sentir desde 2001 en las veredas Pantanillo y California al oriente de El 
Líbano, y Delicias en Lérida. Precisamente en ese corregimiento se encontraba una de las bases más 
reconocidas en el norte del departamento, contando para su establecimiento con el apoyo del 
Ejército que promovió el uso de armas de fuego entre la población [El Tiempo, “Instalaran base 
militar en Líbano…” 2006, 29 de agt.]. El cobro de “impuestos”, el homicidio selectivo, la 
persecución de organizaciones sociales y políticas de oposición como ASOPEMA, el 
desplazamiento masivo y algunos enfrentamientos armados directos con la insurgencia, fueron las 
principales actividades de los paramilitares organizadas desde la base de las Delicias. 
Los resultados evidentes en términos militares fueron el debilitamiento de las guerrillas, 
particularmente el Frente Tulio Varón de las FARC, el cual había demostrado capacidad militar con 
las tomas de los municipios de Venadillo, Villahermosa y Anzoátegui en 1999. La posterior 
recomposición del Tulio Varón se produjo gracias a los refuerzos del Frente 47, proveniente de 
Caldas, así como de la Compañía Joselo Lozada, estructuras pertenecientes al Comando Conjunto 
Central “Adán Izquierdo” [Observatorio del Programa Presidencial de DDHH y DIH 2008, 5] 
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La estrategia seguida por los distintos grupos guerrilleros fue la del apoyo mutuo y el 
desarrollo de acciones conjuntas. En opinión de algunos analistas este tipo de dinámicas hablarían 
de la absorción de estructuras del ELN por parte de las FARC [Echandía 2006, 136]; sin embargo, 
la posibilidad de una “absorción” estaría condicionada por la superioridad evidente del las FARC, a 
través del Tulio Varón, sobre el Frente Bolcheviques, pero las opiniones recogidas en la zona dan 
cuenta de una similitud de condiciones en cuanto a capacidad militar. La diferencia esencial es que 
las FARC cuentan con mayores posibilidades para una reconstrucción de su nivel de incidencia, a 
partir del apoyo que puedan recibir de los otros frentes de hacen parte del Comando Conjunto 
Central y aún de otros Bloques.  
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
La política de unidad de los grupos insurgentes en el norte del Tolima se confirma por las 
alianzas establecidas en 2006 entre el ELN y el ERP, que frente a sus menores desarrollos políticos 
y militares actualmente se encontraría bajo la tutela del Frente Bolcheviques del Líbano [El Tiempo, 
“Frente del Eln y el Erp unieron…” 2006, 28 de agt. & “Grupos guerrilleros le ponen…” 2006, 29 
de agt.]. La estrategia se hizo evidente por la realización de una serie de retenes y cobro de peajes 
en tramos de carreteras en los municipios de Venadillo y San Isabel, buscando con ello la obtención 
de recursos que les permitiera a estos dos grupos insurgentes recuperarse del golpe recibido por la 
ofensiva militar. 
Otra variante fundamental en El Líbano será el efectivo desarrollo de combates entre las 
organizaciones guerrilleras y los grupos paramilitares, que si bien concentraron el ejercicio de 
violencia en la población no armada, también tuvieron enfrentamientos armados con la insurgencia, 
Imagen 1: Letreros encontrados en el norte del Tolima. Foto El Tiempo 
- 94 - 
 
particularmente con el ELN, en las distintas veredas del corregimiento de Santa Teresa, al 
suroriente del municipio, zona limítrofe con los municipios de Santa Isabel y Lérida. 
Reconociendo nuevamente los problemas de subregistro provenientes de las fuentes 
utilizadas para el ejercicio de construcción de la base de datos, la georeferenciación de los mismos 
permite reconocer que la participación de las Autodefensas en combates llega al 35.7% de los 
eventos de confrontación directa (cuadro 8). Se encuentra también que los combates se dan 
mayoritariamente con el ELN, evidenciando para cuál de los tres grupos insurgentes presentes en el 
municipio las AUC han significado un desafío de mayor envergadura.  
 
Cuadro 8: Combates desarrollados entre las guerrillas, las AUC y el Ejército en El 
Líbano. 1998-2009 
  AUC EJÉRCITO 
ELN 7 11 
FARC 1 3 
ERP 1 
FARC Y ELN 2 2 
Guerrilla Sin Identificar 1 
Fuente: Banco de Datos Derechos Humanos y Violencia Política, CINEP; Base de Datos de 
Violencia  Política Letal,  IEPRI; Archivo de denuncias humanitarias y acciones urgentes. 
 
La distribución espacial de la confrontación armada en Líbano se observa en los mapas 9, 
10 y 11, destacándose la variedad de organizaciones que allí hacen presencia. Nuevamente se 
resaltan en cada mapa las veredas que han sido afectadas de cualquier forma por acciones del 
conflicto armado, específicamente combates entre organizaciones armadas y muerte de civiles, 
mostrándose con cero eventos las veredas que en ese mapa en particular no resultan afectadas, pero 
que si se muestran como en tal en los mapas subsiguientes. Todo con la intención de evidenciar en 
cada mapa y de manera permanente, las veredas y regiones intramunicipales más afectadas por el 
conflicto. 
El mapa número 9 muestra la dinámica de confrontación armada directa, mostrando el 
protagonismo numérico y geográfico de los combates establecidos entre las Autodefensas y el ELN, 
así como de esta guerrilla con el Ejército. El predominio militar del ELN se evidencia por el mayor 
despliegue territorial de la acción armada, mientras que la confrontación del Ejército y los 
paramilitares con FARC y particularmente el EPR se encuentra altamente localizada en un número 
más reducido de veredas. 
La información recopilada permite ver cómo las amenazas a la población, los asesinatos y 
las desapariciones son los hechos de mayor ocurrencia, ya que mientras el número total de combates 
GUERRILLA 
VERSUS
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que ha sido posible georeferenciar asciende a 22 para el periodo 1996-2009, el número de muertes 
de civiles es de 33, las amenazas contra población civil por parte de las AUC son 10 y las 
desapariciones llegan a 8. 
En el caso de los paramilitares (mapa 11) vale la pena resaltar el patrón de incursión sobre 
el municipio, organizado desde la base paramilitar que se ubicó  en el corregimiento de las Delicias, 
municipio de Lérida, siendo precisamente los vecinos corregimientos de Santa Teresa, Tierradentro 
y Convenio los más afectados por la confrontación en El Líbano. De igual manera, resalta la 
concentración de hechos de violencia política en la cabecera municipal, específicamente las que se 
desarrollan contra población no armada. El grueso de las desapariciones cometidas por los 
paramilitares –siete en total- se dan en la cabecera municipal, al igual que las amenazas colectivas. 
De este modo, la dinámica del conflicto se encuentra particularmente concentrada en la 
región oriental del municipio, sin que se niegue una importante participación en la cabecera urbana. 
Hay una presencia activa, aunque desigual, de las diferentes organizaciones armadas. Tanto el ELN 
como el Ejército desarrollan el mayor número de confrontaciones directas, mientras que las AUC 
ejercen el mayor número de acciones sobre la población no armada. Esta última organización, al 
contar con amplio apoyo tanto voluntario como bajo presión, representó un desafío muy fuerte para 
el control fragmentado del territorio que venían ejerciendo las guerrillas hasta el momento de la 
toma paramilitar.  
En términos proporcionales, la cobertura del conflicto es mayor en El Líbano que en 
Chaparral, ya que en este último municipio los epicentros de la confrontación armada se ubican en 
las zonas de cordillera, quedando la vasta zona del plan fuera de la geografía del conflicto. El 
Líbano se presenta como un escenario de mayor competencia armada, por el número de 
organizaciones que allí hacen presencia con capacidad de fuego similar y la intención de dominio 
territorial. Aunque vale resaltar que tanto las FARC como el ELN se vieron fuertemente golpeados 
por la acciones de los paramilitares, sus estructuras no fueron totalmente destruidas y actualmente 
se encuentran en procesos de reconstrucción y fortalecimiento 
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Gráfica 6: Comportamiento de la Tasa de 
Homicidio 1990-2008
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Gráfica 7: Desplazamiento Forzado en el Tolima 
1996-2009. Número de Personas.
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Fuente: Acción Social
3.2 Violencia como Mecanismo de Control Poblacional y del Territorio.  
El escalamiento del conflicto 
se evidencia mejor a partir de las cifras 
de violencia. El primer indicador es el 
comportamiento de la tasa de 
homicidio. Como se aprecia en la 
gráfica 6, mientras que Chaparral ha 
mostrado un comportamiento de la 
tasa de homicidio generalmente 
superior a la nacional, El Líbano 
presentó una pauta de tasas inferiores 
a las del conjunto del país hasta 1998, año en el que la situación se revierte y comienza a registrar 
tasas superiores.  
Entre los años 1999 y 2003, tanto Chaparral como El Líbano presentan una tasa de 
homicidio superior a la departamental y la nacional, siendo coherente este comportamiento con los 
momentos de mayor presencia de las AUC y por tanto de mayor desafío hacia las guerrillas. En el 
caso particular de Chaparral, como se verá más adelante, el comportamiento de la tasa de homicidio 
también estará relacionado con el desarrollo de procesos electorales. Vale la pena resaltar que no 
todos los homicidios se explican por la dinámica del conflicto armado, pero las tendencias de este 
indicador global muestran cómo a partir del año 2000, cuando aparecen formalmente las AUC, las 
tasas de homicidios se incrementan sustancialmente. 
El otro punto crítico en el caso de Chaparral se observa entre 2005 y 2007, años en los que 
se registran los más importantes operativos del Ejército en las zonas de cordillera, elevándose el 
número de combates realizados por iniciativa de las Fuerza Pública y que preceden la operación 
militar “Fuerte”, la de mayor éxito para el 
Ejército ya que le ha permitido 
establecerse de manera permanente en la 
región de las Hermosas e instalar por lo 
menos dos puestos de mando.  
Así como se observa que los años 
2002 y 2007 comportan puntos críticos 
para la tasa de homicidio, el fenómeno del 
desplazamiento forzado también tiene su 
máximo durante estos años, tanto para el 
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por  Mil Habitantes. 2005-2009
caso departamental como los municipales (gráfica 7). Es importante mencionar que en el periodo 
comprendido entre 1994 y 2009 el departamento del Tolima se perfiló como el número 7 en 
términos de expulsión, en tanto que entre 2003 y 2009 Chaparral se convirtió en el municipio 
tolimense como mayor número de desplazados en el departamento con 11.515 personas, situación 
que reviste las características de una crisis humanitaria muy importante. El punto más crítico de 
desplazamiento en Chaparral durante el periodo analizado fue el año 2008, el de inicio de la 
operación militar “Fuerte”, encontrándose que el año inmediatamente siguiente muestra una drástica 
caída, congruente con lo ocurrido a nivel departamental.  
 
Reiterando que no es 
posible limitar la explicación 
del comportamiento de la tasa 
de homicidio únicamente a la 
dinámica del conflicto armado, 
si vale la pena resaltar dos 
elementos. Por un lado, es 
evidente que la dinámica de 
violencia política entre 1990 y 
2009 tiene mayor intensidad en 
Chaparral que en El Líbano, ya sea que compare el número de combates por iniciativa de la Fuerza 
Pública -63 versus 35-, la tasa de homicidio -80,6 promedio anual versus 44,9- o el número de 
desplazados -11.515 versus 7.189 entre 1996 y 2009-, con una tasa de desplazamiento promedio por 
mil habitantes de 32,12 en Chaparral, frente a 20,9 para El Líbano, entre 2005 y 2009 (gráfica 8).  
 
Segundo, la comparación 
de las tendencias entre tasa de 
homicidio y muerte política 
permite observar un 
comportamiento similar para los 
dos indicadores en el caso de 
Chaparral (grafica 9). La 
representación gráfica de los 
indicadores en cuestión para el 
periodo 1999-2007 muestra que el 
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Gráfica 10: Desplazamiento y Tasa de Homicidio en 
Chaparral 1996-2008
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Gráfica 11: Desplazamiento y Tasa de Homicidio en 
El Líbano 1996-2008
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Fuente: Acción Social, Observatorio Presidencial DDHH y DIH
año 2002 es el de mayor crecimiento, debido a una tendencia creciente que se inicia en el 2001.  
También es importante resaltar las relaciones que existen entre tasa de homicidio y 
desplazamiento forzado, ya que para el caso de los dos municipios que se analizan aquí, las 
tendencias son coincidentes. En el caso de Chaparral (gráfica 10), para todo el periodo se observa 
un comportamiento similar entre los dos indicadores, mostrando dos periodos de crecimiento 
sostenido; el primero de 1998 a 2000 y el segundo de 2004 a 2007. Para el año 2008, si bien crece 
el desplazamiento, la tasa de homicidio se mueve en el sentido contrario. Para el municipio de El 
Líbano existe la relación aunque menos consistente (gráfica 11); se presentan también dos periodos 
de auge, desde 1998 hasta 2002 y de 2005 a 2008. La diferencia está en que no existe una 
coincidencia plena entre los puntos de auge de la tasa de homicidio y el desplazamiento, contrario a 
lo observado en el municipio de Chaparral. 
 
 
3.2.1 Tipos de Violencia Letal en Chaparral 
De acuerdo con las gráficas 12 y 14,  la responsabilidad de los agentes organizados de 
violencia sobre la muerte de no combatientes es diferenciada para los dos municipios. Como en 
otros tantos casos a nivel nacional, la mayoría de hechos no tienen responsables identificados, 
situación que alimenta los altos índices de impunidad en el país. Para los casos reportados en los 
que se puede identificar el responsable se encuentra que los paramilitares son perpetradores en una 
proporción cerca o superior al 40%. En Chaparral son los principales responsables del asesinato de 
civiles con un total de 17 casos que corresponden al 22% de los que se obtuvo registro y el 40,5% 
de los que tienen autor identificado. Esta situación contrasta con el hecho de tener una participación 
marginal en el desarrollo de combates con la Fuerza Pública o con la insurgencia.  
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En este municipio el accionar de los grupos paramilitares se evidencia por hechos de 
amenaza y desplazamiento colectivo. El 3 de julio del año 2000, según lo registra CODHES, se 
presentó un desplazamiento masivo de 1.000 personas hacia el corregimiento El Limón y las 
cabeceras municipales de Chaparral y Rioblanco; la causa del mismo es definida por esta entidad 
como el arribo de paramilitares a la región, con la consecuente publicación de listas negras y el 
asesinato de dos campesinos líderes de la región. 
Tanto en Chaparral como en El Líbano los grupos paramilitares han privilegiado  
mayoritariamente el desarrollo de asesinatos selectivos antes que la realización masiva de masacres. 
Lo anterior no quiere decir que no las hayan cometido durante los años que se analizan, refiriéndose 
más a una selección de formas específicas de ejercer la violencia.  Un caso de masacre se encuentra 
en la vereda el Queso, municipio de Chaparral, ocurrida el 28 de junio de 2001. Adicionalmente, la 
situación de selectividad no necesariamente indica que los paramilitares hubiesen tenido en 
Chaparral como blanco predilecto organizaciones o veredas específicas, como sí ha ocurrido en 
otros lugares del país como Urabá o Cauca. Lo selectivo de los asesinatos radica en el hecho de 
generarlos de manera individualizada pero sin conexión aparente. Lo anterior se puede corroborar 
con los hechos sucedidos en Chaparral durante el año 2002, el más crítico en el desarrollo del 
conflicto durante el periodo analizado. En el mes que transcurrió entre marzo 15 y abril 16 de ese 
año el municipio vivió una verdadera tragedia con la realización de por lo menos 36 asesinatos 
selectivos [El Nuevo Día “A Chaparral lo Ronda…” 2002, 24 de abr.]. El conjunto de casos 
reseñados se presentaban en esa fecha sin autor definido, pero la aparición de panfletos y letreros 
alusivos a las AUC en la cabecera municipal asocian esta oleada de asesinatos con la incursión de 
esta organización paramilitar.  
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Gráfico 13: Desplazamiento, Tasa de Homicidio y Elecciones en 
Chaparral 1996-2008
Desplazamiento Tasa de homicidio
Fuente: Acción Social, Observatorio Presidencial DDHH y DIH
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En el caso de Didier Zarabanda, un músico asesinado el 15 de marzo en la vía que de 
Chaparral conduce a Ortega, su muerte se relaciona directamente con la denuncia que habría 
interpuesto contra una persona a la que acusaba de ser miembro de las AUC. La explicación a la 
muerte de Aureliano Sánchez Lozano y Pedro Yesid Parra, dos campesinos dedicados a la venta de 
leche, radica fundamentalmente en las acusaciones de colaboración con las FARC hechas por las 
AUC a los campesinos de la región. De esta manera, los casos reseñados dejan claro que si bien 
puede no existir relación evidente entre las víctimas de los asesinatos, ésta sí existe en la medida en 
que se pretende evidenciar las consecuencias de colaboración alguna con la guerrilla. 
Las FARC se ubican como segunda organización responsable en el asesinato de personas 
no combatientes, con una relativa constancia a lo largo del periodo analizado, aunque el año con 
mayor número de víctimas es 1999, por una masacre ocurrida en ese año. Entre las motivaciones 
para la realización de ejecuciones se encuentran, limpieza social, como el caso de tres presuntos 
extorsionistas que actuaban en El Limón y fueron asesinados en un bus de transporte público, la 
persecución a candidatos y funcionarios públicos afectos al uribismo, como el candidato a la 
alcaldía Mario de Jesús Cardona por el Movimiento Equipo Colombia21, asesinado el 19 de octubre 
de 2003, en el corregimiento El Limón, es decir una semana antes de las elecciones. 
 
 
 
 
Analizando las relaciones entre variables de violencia y ocurrencia de elecciones se 
encuentra que las coincidencias en los puntos máximos de la tasa de homicidio y el desplazamiento 
en Chaparral (gráfica 12),  se dan justo en los años en los que se realizaron elecciones nacionales 
(congreso y presidencia), y los mínimos se muestran coincidentes con los años de elecciones locales 
                                                     
21 Partido político que fue antecesor del también extinto Alas Equipo Colombia, miembro activo de la coalición 
uribista en el Congreso. 
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(alcaldía y consejos municipales), con la excepción del 2007, año en el que la alcaldía fue ganada 
por Yudy Milena Cardona, hija del candidato asesinado en 2003.  
Para explicar la coincidencia es 
necesario tener en cuenta la posición que 
desde 1997 ha tenido las FARC respecto a 
las elecciones, año en el que por primera vez 
se define públicamente y a nivel nacional el 
sabotaje de las elecciones locales [FARC, 
1997]. Dicha posición debe, no obstante, 
matizarse en tanto no ha sido definitiva, ya 
que durante los últimos 13 años esta gerrilla 
ha permitido la realización de elecciones en 
zonas de su influencia. 
El ejercicio de violencia contra 
políticos locales se enmarca en el ascenso de Uribe al gobierno en 2002, situación que define 
algunos matices importantes en la orientación de las FARC, ya que a propósito de la caracterización 
como “paramilitar” para dicho gobierno, el incremento de la ofensiva militar, la reelección y la 
configuración de una coalición uribista con políticos de todos los partidos, la lectura frente a los 
procesos electorales no será un “no a las elecciones” a secas, sino la consigna “ni un voto para 
Uribe”.  
Ahora bien, para las FARC la realización efectiva de la consigna contra los candidatos 
uribistas depende del grado de control que se tenga sobre las zonas específicas; si existen más 
competidores con características similares, como en Líbano, resulta más difícil control y por lo 
tanto, se tiene menor posibilidad de ejercer violencia, explicándose así por qué no se relacionan 
desplazamiento, tasa de homicidio y elecciones. La zona rural de Chaparral muestra la polarización 
política en términos electorales producto de la presencia de las FARC en la región, al ser una 
apuesta básica sobre sí o no uribismo y al enfrentar un escenario con pocos contendores en el 
terreno armado y de gran capacidad militar, el recurso a la violencia es mayor explicándose la 
relación. 
A causa de la reciente configuración y fortalecimiento en lo local de partidos y fuerzas 
políticas de  corte uribista en Chaparral, y su consecuente articulación con el ámbito regional y 
nacional, éstos partidos y fuerzas adquieren para las FARC el carácter de principal competidor y 
enemigo político. La forma más evidente para contrarrestar la acción del uribismo, incluido el que 
se mueve en el oficialismo liberal,  ha sido el sabotaje de las campañas y la orientación, desde 2006, 
Imagen 2: Propaganda antiuribista de las FARC, Vereda El 
Escobal, Cañón de las Hermosas, Chaparral. 
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de no votar por sus candidatos en las regiones de mayor influencia insurgente, seguida del 
ajusticiamientos como los de Cardona o el de Uriel Prieto en 2002.  
El efecto más evidente de esta determinación anti elecciones y sobre todo antiuribista en 
Chaparral ha sido el incremento inusitado de la abstención (cuadros 9 y 10), con cifras que llegan al 
76.77% en el 2006. El promedio de abstención rural fue de 86,35%, con los puntos más críticos 
ubicados en La Marina con 95,86% y San José de las Hermosas con 95,68%. 
 
  Cuadro 9. Abstención Elecciones Locales 
  Consejo Alcaldía Asamblea Gobernación 
  2000 2003 2007 2000 2003 2006 2007 2000 2003 2000 2003 2005
Chaparral 46,89 64,79 54,05 46,75 64,79 63,49 54,2 46,88 64,24 46,84 64,80   
Líbano 50,61 59,18  50,40 60,11   50,40 59,73 50,45 59,38   
Departamental 44,55    43,69      44,73 48,24 44,46 48,77 78 
Nacional 47,34    47,34      46,22   45,88     
 Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil       
 
Cuadro 10. Abstención Elecciones Nacionales 
  Presidente Senado Cámara 
  2002 2006 2002 2006 2002 2006 
Chaparral 69,20 66,28 68,79 76,57 68,98 76,77 
Líbano 58,81 58,41 63,78 60,16 64,11 60,75 
Departamental 55,11 54,42 57,83 59,38 57,70 59,48 
Nacional 53,53 54,95 57,09 59,41 26,47   
Fuente: Registraduría Nacional del Estado Civil  
 
 La caracterización rural de la abstención no significa que sea menos importante, sobre todo 
si se tiene en cuenta el total de población que habita en estas zonas del municipio22. Antes bien debe 
problematizarse la explicación sobre las causas del fenómeno abstencionista como producto 
únicamente de la coacción. De esta manera, el cumplimento de la orientación definida por las 
FARC frente a las elecciones no es solamente un problema del uso de la fuerza armada. 
Hablar de la presencia histórica de esta guerrilla en la zona implica entender las múltiples 
relaciones y formas de articulación de dicha organización armada con las comunidades que allí 
viven, no restringidas al papel de ordenador, regulador social y oferente de seguridad. Menos 
visibles, pero  no menos trascendentes, son las relaciones de tipo afectivo, familiar o fraternal que 
                                                     
22 De acuerdo con el último censo realizado por el DANE (2.006), de un total de 46.090 habitantes en 
Chaparal, 20.956 se ubican en zonas rurales.   
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se dan con militantes de las FARC, encontrándose así familias enteras que por generaciones se han 
construido en torno a la dinámica de las FARC. 
De la misma manera, otro factor determinante es la comprensión de la influencia política de 
esta guerrilla es el papel desempeñado por sus organizaciones políticas, Movimiento Bolivariano 
por la Nueva Colombia (MB) y el Partido Comunista Colombiano Clandestino (PCCC), que aunque 
públicamente no se ha declarado abstencionista, su interés actual parece estar más en la 
organización de base  que en lo electoral23. Lo anterior no significa que no exista un interés por 
tener influencia en espacios de poder local y regional, como puede constatarse por la aparición 
pública de algunos de sus cuadros en escenarios municipales de trascendencia. El caso más sonado 
ha sido el de Freddy Escobar Moncada, profesor de la Universidad de Antioquia y miembro de la 
junta directiva de las Empresas Públicas de Medellín, capturado en 2006. Las FARC y el MB han 
hablado también de apoyar la elección de alcaldes producto de asambleas comunitarias, que no 
vayan en representación de ningún partido. 
 Volviendo a la caracterización de los responsables por la muerte de no combatientes, el 
tercero en importancia es el Ejército con el 15% del total de los casos, lo que significa un total de 11 
personas asesinadas entre 1999 y 2009 (cuadro 11). Es importante decir que en la práctica, la 
información encontrada está limitada a la zona rural y de mayor presencia insurgente como La 
Marina o San José de las Hermosas, duramente señaladas en razón de la histórica presencia de las 
FARC, colocando a los pobladores civiles en alto grado de vulnerabilidad.  
Cuadro 11: Muertes por Violencia Política en Chaparral según responsable y año. 
RESPONSABLE 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 TOTAL
AUC/Paramilitares 5 2 6 3 1   17 
Ejército Nacional 5 6   11 
FARC 5 2 1 1 2 2  1 14 
Sin Información 6 22 3 1 2   34 
TOTAL 5 2 14 26 1 2 5 7 7  1 76 
Fuentes: Banco de Datos Derechos Humanos y Violencia Política, CINEP; Base de Datos de 
Violencia  Política Letal,  IEPRI; Archivo de denuncias humanitarias y acciones urgentes. 
 
                                                     
23 Apartes de la declaración política del Pleno del Estado Mayor de las FARC del año 2.000 afirman lo 
siguiente: “Trabajaremos por lograr que los candidatos populares sean elegidos en asambleas democráticas, 
con elaboración ciudadana de sus programas y rendición permanente de cuentas sobre la gestión 
administrativa. Nuestro apoyo, cuando sea necesario, será exclusivamente a candidatos de movimientos 
cívicos. Mantendremos la guerra contra los candidatos del paramilitarismo y el veto para los candidatos y las 
campañas de los partidos tradicionales en nuestras zonas de influencia”. Revista Semana 
http://www.semana.com/wf_InfoArticulo.aspx?IdArt=14776 
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Sin embargo, los datos encontrados son coherentes con las denuncias presentadas por el 
personero de Chaparral en el año 2007, Gilberto Romero, con posterioridad a la realización de la 
marcha de agosto 3. Según el funcionario, el fenómeno de asesinato de civiles por parte del Ejército 
es constante en las zonas rurales del municipio y sólo entre 2006 y 2007 se produjeron 20 
denuncias, 16 de las cuales señalaban directamente a los militares, mientras que 4 se dirigían 
específicamente contra las FARC [El Tiempo “Crean mesa para la Defensa…” 2007, 17 de agt.]. 
Ese mismo testimonio afirma que la mayor parte de las denuncias proviene de los 
corregimientos La Marina y El Limón, y de las veredas San Fernando, San Pablo Ambeima, Aguas 
Claras, Las Juntas, Cauchales, Santuario, San Marcos y La Granja, coincidiendo con la región de 
mayor intensidad en el desarrollo de la confrontación armada. 
A la cierta sistematicidad que han adquirido estos casos, particularmente en los últimos 
años, habría que agregar la crueldad en algunos de ellos. Los testimonios de los campesinos del 
Cañón de las Hermosas cuentan que Rubén Darío Luna, vecino de la vereda San Pablo, fue 
sorprendido el 23 de agosto a las seis de la mañana por militares de la Sexta Brigada. Obligado a 
salir de su casa, lo acusaban de ser parte de las milicias de las FARC. En presencia de sus hijos, 
todos menores de edad, fue amarrado y torturado en el patio de su casa, utilizando un puñal para 
abrirlo en la zona abdominal y siendo posteriormente ejecutado con un tiro de gracia en la cabeza. 
El cuerpo sin vida fue trasladado al Batallón Caicedo en la cabecera municipal y su muerte fue 
anunciada como baja en combate. 
Estos hechos caracterizados por el exceso y la selectividad, que no abundan en la forma en 
la que el Ejército ha actuado en contra de los campesinos de Chaparral, buscaban enviar un mensaje 
claro y efectivo mediante un lenguaje lo suficientemente crudo, dirigido hacia los miembros de la 
guerrilla que habitan cotidianamente la región. Las sospechas de miliciano que recaían sobre Rubén 
Darío Luna fueron expuestas a la comunidad de las Hermosas de manera ejemplarizante, y la 
crudeza del asesinato buscaba convertirse en garantía de que la amenaza proferida era creíble, 
conminando a los soportes reales de la insurgencia para que salieran de la zona. 
La mayoría de casos de asesinatos por responsabilidad del Ejército siguen el esquema de los 
conocidos “falsos positivos”, primero la desaparición de personas, posteriormente, la presentación 
de los cuerpos con prendas militares, armas o artefactos explosivos, como prueba reina de su 
pertenencia a las FARC. Como en otros casos, los allegados a las víctimas desmientes de manera 
enfática las acusaciones, buscando algún tipo de restitución a la dignidad de sus familiares. 
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Gráfica 14. Líbano: Muerte por Violencia Política según 
Autor. 1997-2005
Fuentes: Banco de Datos Derechos Humanos y Violencia Política, CINEP; 
Base de Datos de Violencia  Política Letal,  IEPRI; Archivo de  denuncias  y 
acciones urgentes.
3.2.2 Formas de Violencia Letal en El Líbano 
La distribución de presuntos  responsables de violencia política letal para El Líbano se 
presentan en la gráfica número trece, sobresaliendo tanto el alto porcentaje de muertes a las que no 
se les puede indilgar un autor específico, como la amplia participación tanto de los paramilitares 
como de las FARC en los demás casos. 
Como se observa en el 
cuadro número trece, la 
ocurrencia de hechos a lo largo 
del tiempo presenta una mayor 
discontinuidad en Líbano que en 
Chaparral, evidenciándose la 
concentración de víctimas del 
paramilitarismo en los años 
2003 a 2005. Con lo anterior no 
se quiere afirmar de manera 
taxativa que no se hayan 
presentado asesinatos de esta índole en los años que la base no registra, pero permite, al menos en el 
caso de los paramilitares, ubicar un periodo de mayor ejecución. 
 
Cuadro 12: Muertes por Violencia Política en Líbano según responsable y año. 
RESPONSABLE 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 TOTAL 
AUC/Paramilitares 1 7 1 1 10 
Ejército Nacional 0 
FARC 4 3 7 
Sin Información 10 8 4 22 
TOTAL 1 0 0 0 14 0 15 4 5 39 
Fuentes: Banco de Datos Derechos Humanos y Violencia Política, CINEP; Base de Datos de 
Violencia  Política Letal,  IEPRI; Archivo de denuncias humanitarias y acciones urgentes. 
 
Como ya se había mencionado, en el caso del Bloque Tolima la ofensiva sobre los 
municipios en estudio se origina en el Plan del Tolima, región a la cual habían llegado las AUC en 
1999. Las primeras acciones de los grupos paramilitares en Líbano y Chaparral como parte de esta 
ofensiva se dan en el año 2000. En el primero de estos municipios, la amenaza colectiva fue uno de 
los mecanismos iniciales a través de los cuales las AUC dieron a conocer su presencia en la zona. 
Según el Informe de la misión para Colombia de la Representante Especial del Secretario General 
de las Naciones Unidas sobre la cuestión de los Defensores de los Derechos Humanos [ONU, 
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2000], en septiembre del año 2000 comenzaron a circular panfletos firmados por las AUC en los 
cuales se declaraba como objetivo militar a varios trabajadores de la salud.  
Ya para el año 2001 la capacidad de intimidación de las AUC se había incrementado, dando 
lugar a hechos como los ocurridos en las veredas Pantanillo, Villanueva y el Bledo, ubicadas al 
oriente de El Líbano en los límites con el municipio de Lérida. De acuerdo con la información 
suministrada por el Banco de Datos de Violencia Política del CINEP, entre el 14 y el 23 de julio de 
2001, miembros del Bloque Tolima de las AUC realizaron una ronda por las distintas veredas 
amenazando y golpeando a los campesinos, y citando además a una reunión en la cual los 
paramilitares exigirían información sobre la guerrilla, darían a conocer una lista de supuestos 
colaboradores para ejecutarlos y realizarían labores de reclutamiento. Según la denuncia reseñada 
por el CINEP, estas acciones estarían siendo toleradas por los miembros del Batallón Patriotas del 
Ejército 
Este proceso de amenazas, ligado con el desarrollo de combates entre los paramilitares y las 
guerrillas a partir del año 2001, condujeron a un incremento muy importante en el número de 
desplazados. Las cifras de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación 
Internacional evidencian esta situación, ya que de un total de 128 personas desplazadas en el año 
2000, El Líbano pasa a 347 en el 2001, con un dramático incremento en el 2002, año en el que la 
cifra se coloca en 1.134.  
Así mismo, y como parte en el intento de generar control territorial en regiones de 
tradicional dominio guerrillero, en el año 2002 se hizo evidente el cobro de cuotas o impuestos de 
seguridad a los habitantes del municipio. En junio de ese año, el Comité de Solidaridad con los 
Presos Políticos [2002] realizó una denuncia pública en la cual se afirma que miembros de las AUC 
hicieron presencia en la vereda Campoalegre y en reunión con la comunidad les exigieron el pago 
de una cuota que variaba entre $20.00 y $30.000, como garantía de su seguridad. En la cabecera 
municipal se presentaron con una estructura de tributación un poco más compleja, ya que según la 
denuncia pública: “Entre los pobladores obligados a pagar estas, se encuentran: los jornaleros 
$7.000, carniceros $50.000 mas una arroba de carne mensual, los dueños de supermercados 
$150.000, los dueños de finas entre $12.000, 35.000 y 45.000, mil pesos mensuales” [Ibíd.]. 
El 10 de julio de 2001 es recordado por lo miembros de ASOPEMA como el día de ataque 
frontal a las comunidades del norte del Tolima, a partir de la desaparición de Reinaldo Parra y 
Yeimi Chitivia, dos jóvenes trabajadores de un balneario ubicado en la vereda la Parroquia en 
Mariquita, pero oriundos de la vereda de Patiburrí en el municipio de Villahermosa. Ante la noticia 
de la desaparición a manos de las AUC, motivada por la presunción de ser auxiliadores de la 
guerrilla, la comunidad organizada le pide a la Asociación que intervenga en la búsqueda y exija el 
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retorno de los muchachos. Los hechos ocurren un viernes y la Asociación propone esperar al día 
lunes para poder contar con el apoyo de ONG’s ubicadas en Bogotá. Un grupo de 10 personas, entre 
ellos varios líderes, salen a buscar a los desaparecidos y son masacrados por los paramilitares en la 
vereda La Parroquia. Sólo sobrevive el conductor quien fue asesinado en su finca dos años después 
[testimonio].  
Otras masacres de triste recordación en el norte del Tolima son la de Los Pescadores y la de 
Los Cazadores. La primera de ellas ocurrió el siete de enero de 2003, cuando seis habitantes del 
municipio de El Líbano salieron hacia Guayabal con el objetivo de pescar. Según el testimonio de 
José David Velandía, alias "Steven", un comandante de rango medio del Frente Omar Isaza quien 
confesó su responsabilidad en el crimen, los pescadores fueron detenidos por miembros del 
Ejército, acusados de ser miembros de la guerrilla; posteriormente fueron entregados a los 
paramilitares para ser torturados y asesinados. Los cuerpos fueron encontrados por el Cuerpo 
Técnico de Investigación de la Físcalía, CTI, en una fosa común ubicada en el corregimiento de 
Méndez, en Guayabal [El Tiempo “Ex jefe paramilitar alias ‘Steven’…” 2007, 4 de oct.]. 
En el caso de la masacre de los Cazadores,  los paramilitares de las Autodefensas 
Campesinas del Magdalena Medio, ACMM, asesinaron con sevicia a 11 campesinos del municipio 
de Palocabildo, debido a la información entregada por tropas del Ejército acusándolos de nexos con 
la insurgencia. Entre las víctimas que fueron torturadas y enterradas en una fosa común en Méndez, 
se encontraba un concejal de Palocabildo. 
Vale la pena resaltar el fenómeno de selectividad para el ejercicio de violencia. De acuerdo 
con Kalyvas [2006, 141-144], tanto la violencia selectiva como la indiscriminada tienen por 
objetivo lograr colaboración mediante disuasión; en la selectiva se busca instaurar una culpa o 
responsabilidad individual, para el caso concreto, la culpa de ser miembros y auxiliadores de la 
guerrilla, mientras que la violencia indiscriminada ocurre al no tener criterios de selección claros. 
La violencia selectiva implica la necesidad y posibilidad de recolectar información precisa, 
proveniente, en estos como en otros hechos, de la información de inteligencia militar a la cual se le 
confiera alto grado de confiabilidad. Tanto el acceso a la información como la selectividad dan 
cuenta de un importante grado de control territorial, en el cual, a pesar de la condición de 
segmentación de la soberanía, el domino predominante estará en manos del Ejército y los 
paramilitares. Se concluye entonces que entre los años 2000 y 2002 en El Líbano se mantiene la 
segmentación de la soberanía, pero se realiza un tránsito de “control insurgente dominante” de la 
población a “control oficial dominante” en términos de Kalyvas.  
Valga aclarar que se asumen como “control oficial” el ejercido tanto por el Ejército como 
por los grupos de Autodefensa, partiendo de que los casos documentados muestran un accionar 
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conjunto. Sea este el punto para diferenciar dos elementos de la consideración del ejercicio de 
violencia en El Líbano a la luz de algunos elementos planteados por Kalyvas en su modelo. En la 
confrontación armada los paramilitares son un competidor más diferenciado del Ejército, al tratarse 
de los desafíos planteados a la insurgencia por el control del territorio. Llama la atención la 
intensidad de confrontación directa, particularmente con el ELN en el periodo 2001-2003, 
condición no siempre compartida con otras formas de desarrollo local del paramilitarismo.  En el 
caso de los ataques a la población, tropas del Ejército y mandos medios facilitan información pero 
no se involucran directamente en asesinatos, mas sí en hostigamientos y amenazas. 
En conclusión, para el caso de las organizaciones insurgentes, Autodefensas y Ejército 
actúan de manera autónoma y planteando desafíos armados propios, evidentes en el número de 
combates establecidos, mientras que en el control de población y consecución de colaboración, se 
distribuyen funciones entre la consecución de información y la ejecución de hechos de violencia 
como masacres y asesinatos, proponiendo un carácter selectivo, aspirando al logro efectivo de 
disuasión frente a la insurgencia. Es ésta la manera en la que se configura el caso particular de 
“control oficial dominante” para el municipio de El Líbano. 
La selectividad en la violencia no sólo se puede observar para el caso de las masacres. La 
dinámica de constante persecución que vivió ASOPEMA entre los años 2000 y 2004, es un caso 
característico de violencia selectiva. Los protagonistas esenciales fueron las Autodefensas y las 
Fuerzas Militares, particularmente el Batallón Patriotas.  
Por la información recopilada, se puede establecer un patrón de acción violenta en contra de 
esta organización a partir de varias etapas. La primera fue de intimidación y amenaza de los 
dirigentes y cuadros, particularmente entre 2001 y 2003, que busca generar temor como factor 
desestructurante, lo que a la postre dificultará el desarrollo de la acción colectiva. Si bien es cierto 
que antes del año 2000 ya se habían presentado los primeros asesinatos de miembros de 
ASOPEMA24, las acciones más sistemáticas son las de amedrentamiento. Se destacan las 
persecuciones a miembros directivos de la Asociación en el marco de hechos de amenaza colectiva 
sobre comunidades rurales enteras. Es el caso de los continuos hostigamientos de las AUC sobre los 
esposos Tenaura Hernández y Elí Martínez en julio y agosto de 2001, como parte en las acciones de 
amenaza sobre las comunidades de las veredas Pantanillo, Villanueva y El Bledo. De esta manera 
combinaron amedrentamiento colectivo para producir defección con relación a los miembros de 
                                                     
24 En 1995 muere Fernando Lombana por acciones de la Policía desarrolladas en una movilización en Bogotá, 
en el marco de la movilización cafetera. El 20 de octubre del año 2000 es desaparecido por las AUC Rubén 
Darío Jímenez, cuñado de la secretaria general de ASOPEMA, en el municipio de Palocabildo, y asesinado en 
el corregimiento de Méndez, en Guayabal. 
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ASOPEMA, vistos como apoyo directo del ELN, y amenaza selectiva para dejar sin dirigentes a la 
Asociación. 
En función del amedrentamiento de los dirigentes de ASOPEMA en este período también 
actuó el Ejército, mediante allanamientos sin orden judicial, detenciones y hostigamientos. La casa 
de la señora Hermencia Bejarano fue allanada si orden judicial por el Ejército el 16 de junio de 
2001, mientras que Antonio Bejarano y Gustavo Bedoya, presidente de ASOPEMA, fueron 
hostigados en retenes del Ejército, unos días después. Es importante recalcar que las acciones en 
contra de esta organización local comenzaron justo en el momento de mayor auge de la acción 
colectiva, dada por la participación de sus miembros en movilizaciones, tomas de entidades y 
procesos organizativos para la producción, de manera tal que los hechos de violencia en su carácter 
selectivo se convierten en respuesta a las acciones de movilización, dando cuerpo a la d inámica de 
alto riesgo. 
En el año 2003 mientras crecían las cifras de desplazamiento, se afianzaba el control 
económico y ocurrían algunas de las principales masacres, los paramilitares comenten una de las 
amenazas más graves que involucran a la Asociación. En la segunda semana de septiembre 
refuerzan su presencia en El Líbano y Villahermosa, intimidando desde el propio casco urbano al 
conjunto de pobladores y declarando objetivo militar a todos los miembros de ASOPEMA. Esta 
situación evidencia la entrada a una siguiente etapa de persecución, en la cual el objetivo no es sólo 
desestructurar por la vía del amedrentamiento, sino provocar la salida masiva de los miembros de 
ASOPEMA y de sus familiares, perdiéndose el contacto con muchos de ellos y vaciando las 
estructuras de la organización.  
El punto final a la persecución con fines de desarticulación de la principal organización 
gremial de ese momento fueron los asesinatos de miembros y dirigentes de la Asociación, 
producidos en 2004, por cuenta de los paramilitares. Algunos de los más recordados son los de 
Ángel María Rodríguez, el tres de marzo en la vereda La Esmeralda de Villahermosa y el de Luis 
Galindo, ocurrido el diez de agosto siguiente en su casa ubicada en la vereda La Alcancía de El 
Líbano. En esa ocasión, el Frente Omar Isaza de las ACMM, dejó el cuerpo postrado en la carretera 
principal de la vereda, acompañado de un letrero que decía “Por colaborador de la guerrilla: 
AUC”. En este caso es clara la intención de hacer del asesinato una amenaza creíble. 
De manera alternativa, la dinámica de disputa sobre el control de territorios de histórico 
domino insurgente, implicó también que las organizaciones guerrilleras incrementaran sus 
actividades en contra de población no armada, esta vez sindicándola de ser informantes o bien de 
los paramilitares o bien del Ejército. Como ocurriera con las AUC, las guerrillas han optado por el 
asesinato selectivo, toda vez que la realización de masacres indiscriminadas en zonas de tradicional 
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presencia suya, implicarían excesivos costos políticos y militares, lo que podría significar la pérdida 
de las bases de apoyo más importantes. Es por esto que las últimas masacres registradas en los 
municipios de Chaparral y Líbano, de las cuales son responsables las FARC, se dan en 1.998 y en el 
año 2.001 respectivamente [Echandía 2006, 231]. Los episodios de asesinatos selectivos se han 
relacionado tanto con acción de la denominada “limpieza social”, como retaliaciones contra 
supuestos colaboradores de las AUC.  
3.3 El Alto Riesgo de la Acción Colectiva y la Estructuración del Territorio. Elementos sobre 
la Configuración de los Intereses en Disputa. 
Si bien las condiciones de impredectibilidad e inestabilidad de los escenarios en los cuales 
tiene lugar la acción colectiva de alto riesgo están determinadas por  los desarrollos del conflicto 
armado, tanto la dinámica de confrontación armada, las formas de violencia con las cuales se busca 
generar o mantener el control poblacional o territorial, como los intereses en disputa en el desarrollo 
de la acción colectiva se construyen, en el caso de las comunidades rurales, por las especificidades 
de la relación con el territorio y sus recursos.  
En el capítulo dos se construyó una caracterización de la acción colectiva en el Tolima para 
las últimas dos décadas con los siguientes elementos: por un lado la discontinuidad en la 
movilización, ya que las acciones colectivas no se presentan de manera sucesiva en todo el período, 
segundo su condición de disruptivas, en tanto los picos de movilización se producen entre 
momentos de escasa o nula movilización agraria.  
Los puntos más álgidos de la acción colectiva contenciosa se dan en los años 1995, 1999 y 
2005. Particularmente el primer y el tercer pico de movilización son períodos coincidentes con los 
momentos más importantes de protesta campesina en El Líbano y Chaparral. El auge de 
movilización de 1995 se gestó alrededor de las protestas cafeteras, mientras que las protestas de 
2005 y subsiguientes se han definido con relación a la defensa de los derechos humanos y en 
respuesta a los proyectos hidroeléctricos que se están construyendo sobre la cordillera central. Entre 
uno y otro pico de movilización social se ha incrementado la violencia contra la población rural y la 
confrontación entre organizaciones armadas, con momentos de escalamiento ubicados entre 2000 y 
2003, y entre 2005 y 2008. 
Relacionando todos los elementos anteriormente enunciados se tiene que en el Tolima para 
el periodo 1996-2007 las dinámicas de acción colectiva contenciosa de carácter agrario han tenido 
auge en los momentos de reducción de la violencia, tal y como se puede corroborar con la gráfica 
número 15, en la cual los años de mayor número de acciones colectiva (1995, 1999 y 2005) 
coinciden con reducciones en el número total de desplazados y caídas en el número de víctimas 
mortales de la violencia política.  
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Este, que podría ser el resultado esperado del ejercicio de violencia en espacios en los 
cuales se desarrolla movilización social, permite evidenciar la construcción de la dinámica de riesgo 
para la acción colectiva, a la luz de la cual, aparentemente es paradójico que la gente proteste 
cuando ello acarrea riesgos inherentes, que son los casos de persistencia de la movilización en 
condiciones adversas.  
Centrando la atención en el primer y en los últimos tres años del periodo en análisis y 
ubicando los eventos en los escenarios de El Líbano y Chaparral, se encuentran formas distintas en 
las que se presenta el alto riesgo en las acciones colectivas. En 1995 los principales riesgos se 
construyen como respuesta al desarrollo organizativo local que logra ASOPEMA, por lo tanto los 
peligros contra la vida de sus integrantes por efectos de su participación en acciones colectivas se 
dan como una respuesta a la movilización. Esto no quiere decir que durante el Paro Cafetero no se 
dieran costos anticipados, tal y como se presentó en el capítulo dos, sino que los riesgos más 
elevados se construyeron posteriormente. En el caso del periodo de movilización 2005-2007 en 
Chaparral, las acciones de protesta surgen como respuesta a los hechos de violencia de los cuales 
son víctimas los campesinos del Cañón de las Hermosas, del corregimiento La Marina y en general, 
los habitantes de la zonas rurales de cordillera, en las que el Ejército ha entrado a disputar el control 
fragmentado del territorio que había logrado estructurar la guerrilla de las FARC.  
Bajo este panorama, se incorpora en el análisis una variable adicional relacionada con la 
configuración de los intereses en disputa, cuya relevancia determinará también las condiciones para 
la construcción del alto riesgo en la acción colectiva. En el caso de la dinámica rural, la 
determinación de los intereses en disputa de la acción colectiva contenciosa pasa necesariamente 
por los procesos de reestructuración socioeconómica del territorio, entendiéndolo como concepto 
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que expresa las relaciones existentes entre las sociedades rurales, la tierra y los recursos ambientales 
y el Estado. Es del territorio de donde surgen y en donde se concretan las necesidades materiales y 
culturales del campesino; siendo éste el lugar en el que toma cuerpo una de las características 
esenciales del campesinado, a saber, su condición de productor directo a través de los recursos 
provistos por el territorio, particularmente la tierra, cuyo conjunto es modificado también por el 
campesino. De hecho, Carlos Salgado y Esmeralda Prada [2002, 18] en su definición de 
campesinado, enfatizan en el rol de productor, la disputa por ejercerlo y por mantener el control de 
la tierra, como elementos trascendentes para la comprensión del campesinado contemporáneo 
colombiano. 
El proceso de reconversión productiva estará estrechamente relacionado con los procesos de 
protesta, ya sea porque la acción colectiva se gesta como producto del agotamiento del modelo 
agrícola anterior, como en el caso del Paro Cafetero, o bien, porque la acción colectiva responde a 
la puesta en marcha de nuevas apuestas del capital en el sector rural, como en el caso de la 
Hidroeléctrica a filo de Agua del río Amoyá.  
 
3.3.1 Definición de intereses ante la crisis cafetera. 
La actual reconversión productiva en el departamento deriva del agotamiento del modelo 
agroexportador construido en torno a la caficultura, principal actividad por más 80 años. 
Precisamente por esto, no resulta en absoluto extraño que el primer pico de movilización social 
agraria se presente como expresión de la situación económica y social derivada de la crisis cafetera, 
la cual fue particularmente sensible en el municipio de El Líbano. 
Los cambios técnicos y tecnológicos que se implementaron en el departamento del Tolima a 
la producción cafetera en los años sesenta y setenta se dieron en el amplio contexto de aplicación 
del modelo de Revolución Verde, formulado con el objetivo de incrementar la productividad en los 
cultivos comerciales y controlar las plagas mediante la incorporación de paquetes biotecnológicos. 
El proceso de tecnificación de la caficultura fue liderado por la Federación Nacional de Cafeteros, 
en desarrollo de las investigaciones realizadas por el Centro Nacional de Investigaciones de Café, 
Cenicafé, creado en 1939. Teniendo como objeto privilegiado la variedad caturra, las principales 
características de la tecnificación fueron la utilización de semillas mejoradas, el aumento en la 
productividad por hectárea -que implicó un incremento en la densidad de siembra-, la utilización de 
abonos químicos y pesticidas, el montaje de infraestructura para el almacenamiento, la 
comercialización y financiación de la producción, así como la construcción de infraestructura vial. 
[Rincón 2001, 387-396].  
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En opinión de  John Jairo Rincón [2001, 359], en El Líbano la tecnificación implicó un 
proceso de desindustrialización, así como un afianzamiento de la lógica del monocultivo. Lo 
anterior debido a que el modelo de producción impulsado por la Federación de Cafeteros se 
sustentó en la regionalización de la producción, a la vez que propendía por la centralización del 
procesamiento y la transformación. De esta manera, los centros de acopio más importantes del 
departamento se trasladaron hacia Ibagué y Honda, provocando a su vez un desplazamiento de los 
talleres y factorías surgidas en torno a este cultivo.   
Como se observa en el cuadro 13, al iniciarse los noventa El Líbano era el primer municipio 
productor de café en el Tolima y el quinto a nivel nacional, con 11.559 hectáreas en producción en 
1991 [Ramírez 2009, 161]. De igual manera, se observan los incrementos de productividad, 
superando los 1.470 kilos por hectárea sembrada al iniciarse la década. 
 
Cuadro 13: Superficie Total de Cafetales y Producción, Líbano 1970-2008. 
Año Área total (has.) Producción (kg) Rendimiento (Kg/Ha) 
1970 8.018 4.635.706 578,16 
1980 10.405 15.395.875 1.479,66 
1985 10.885 14.885.000 1.367,48 
1987 10.882 9.151.681 840,99 
1990 10.882 15.897.604 1.460,91 
1991 11.559 17.002.141 1.470,90 
2008 8.790 12.052.875 1.371,20 
       Fuente: 1970-1991: Ramírez [2009, 161], 2008: Comité Departamental de Cafeteros.  
 
El advenimiento de un nuevo modelo de desarrollo, que promovía la apertura comercial, la 
caída del Pacto internacional de cuotas del café, la superproducción de finales de los ochenta, los 
efectos de la roya y de la broca y la crisis productiva de los cultivos, sometidos a renovaciones que 
requieren inversión de capital, gestaron la crisis de la caficultura, teniendo en la cesación de pagos 
una de sus expresiones más profundas. En El Líbano la situación afectó particularmente al  pequeño 
y mediano caficultor, como se puede derivar del tipo de obligaciones vencidas ante la Caja Agraria, 
según el monto de los créditos (cuadro 14). La información presentada ubica el mayor porcentaje de 
mora de deudas en los créditos inferiores a cinco millones de pesos corrientes de 1996, adquiridos 
fundamentalmente por los pequeños cultivadores. 
Con tasas de interés por mora que alcanzaron el 5,4% mensual en 1991, los campesinos 
cafeteros entraron en una condición crítica que obligó a muchos a vender sus fincas a precios 
devastadoramente inferiores a los reales. Afirma Renzo Ramírez [2001, 182], “fincas que en 1992 
valían entre 10 y 12 millones de pesos, se vendieron a 6 y 7 millones, es decir 40% menos”. 
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Cuadro 14: Obligaciones vencidas de los caficultores con la Caja Agraria en El Líbano, 1996. 
Deudas en millones de pesos Número de obligaciones vencidas Porcentaje 
Menos de 5 502 67,56 
De 5 a 10 119 16,00 
De 10 a 15 46 3,19 
De 15 a 20 22 2,96 
Más de 20 54 7,26 
TOTAL 743 100,00 
Fuente: Ramírez [2001, 184] 
 
En las entrevistas realizadas se destaca el impacto de la crisis cafetera en el estilo de vida 
del mediano y pequeño productor,  ya que en los momentos de prosperidad muchos cultivadores 
lograron comprar casas y automóviles en los cascos urbanos, bienes que se perdieron por los 
embargos ejecutados por las entidades financieras.  
Gracias a los recursos provenientes de la caficultura, que durante décadas habían irrigado a 
El Líbano, así como por las características propias de la estructura de producción que logró 
estabilizarse en el municipio, las condiciones sociales podrían catalogarse como cualitativamente 
mejores, si se las compara con las de Chaparral y con el conjunto del departamento.  
En la gráfica 16 se puede apreciar el porcentaje de personas con necesidades básicas 
insatisfechas (NBI), para Líbano, Chaparral y el Tolima. Como en el resto del país, las condiciones 
socioeconómicas de las zonas rurales muestran indicadores más críticos; en 1993 el NBI por 
personas de El Líbano, se ubicaba en el 26,42% para la cabecera, mientras que para el resto del área 
censal fue de 42,51%. No obstante, las condiciones de pobreza para el total del departamento eran 
superiores, en tanto que el NBI rural se colocaba en el 59,18%.  
El impacto de la 
crisis cafetera sobre la 
situación socieconómica de 
la población de este 
municipio se ubica con el 
desmejoramiento en la 
satisfacción de necesidades 
básicas, ya que para el 2005, 
una década después del 
estallido social de la crisis, el 
NBI rural era del 44,28%, 
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quedando evidente la mella en la relativa prosperidad que hasta el momento había conocido el 
caficultor promedio de las zona.  
La crisis también se expresó en las condiciones psicológicas y de salud mental de la 
población cafetera. Durante los peores años, se hicieron habituales los suicidios con Thiodan, 
insecticida de mayor uso para combatir la broca del café, pese a que su autorización por parte del 
Ministerio de Salud sólo se dio en 1997 [Ramírez 2009, 166]. En El Líbano se registraron, entre 
otros, los casos de Pablo Martínez, un caficultor que llegó a producir cerca de 200 cargas y se 
envenenó en 1992, Duván Mora, quien ingirió un mezcla del insecticida con una bebida gaseosa en 
diciembre de 1994, lo que trajo como consecuencia el intento de suicidio de su esposa Anadelia 
Cuadros, angustiada por la infestación de broca y por el embargo de su finca por parte de la Caja 
Agraria. Igual suerte corrió Carlos Arturo Ocampo, un campesino de 62 años cuya deuda alcanzó 
los 37 millones de pesos y sólo alcanzó a pagar 17 a costa de la venta del ganado que tenía; se 
suicidó en 1995 [El Tiempo, “Las viudas….” 1995, 2 de agt.]. De acuerdo con John Jairo Rincón 
[2006, 149], de un total de 14 suicidios que se presentaron en El Líbano durante 1995, 12 fueron 
producto de la ingesta de Thiodan.  
De esta manera, la crisis de la caficultura, que es crisis del modelo de desarrollo rural del 
momento, coloca en vilo las condiciones de vida de los medianos y pequeños caficultores, forjadas 
durante años de trabajo. Desde la perspectiva de los campesinos, los intereses en disputa iban más 
allá de defender una forma de ganarse la vida; se trataba de todo aquello que la crisis había 
arrasado, funciones productivas, sociales y de participación en la vida de la comunidad, el respeto 
que generaba ser un próspero caficultor, el papel de los medianos productores como proveedores de 
puestos de trabajo y hasta la tranquilidad psicológica y espiritual. En pocas palabras, lo que estaba 
en juego en el paro cafetero era la vida tal y como los propios caficultores se la habían forjado.  
Evidentemente la crisis también afectó a los grandes cultivadores; sin embargo, estos 
contaron con mayor soporte institucional, capacidad de resistencia y de medios para hacer tránsito 
hacia otras actividades productivas.  
La dureza de la confrontación durante el Paro cafetero se constata por los 64 días de 
permanencia de los caficultores en el Parque Murillo Toro de Ibagué, los más de 75 heridos y 40 
detenidos, la desaparición de por lo menos tres campesinos durante las acciones de movilización, el 
asesinato de Fernando Lombana por miembros del Ejército el 14 de agosto de 1995 y finalmente, 
por el desalojo a la fuerza del parque central de Ibagué, sin la mínima garantía de un acuerdo para la 
solución de la problemática de fondo.  
Y pese a que existían razones en común entre los pequeños cultivadores, representados por 
ASOPEMA y el gremio cafetero, expresado en la Federación, las razones de una prolongación tal 
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de la acción de protesta, el incremento en el riesgo de la acción colectiva a la que condujo y la 
negación de un posible acuerdo, evidencia que los intereses en juego para los responsables de la 
política cafetera en el país, eran otros. Básicamente se pueden enunciar dos elementos explicativos 
frente a esta situación: por un lado, es evidente que aceptar un acuerdo producto de una acción de 
protesta de semejantes características y dimensiones, significaba en últimas, legitimar la 
movilización social, contribuir a darle sentido y utilidad, de manera que el recurso a los paros y 
huelgas podía extenderse. Agrava la situación el hecho de que en efecto tanto el ELN como las 
FARC daban su apoyo a la protesta, por lo que darle sentido mediante la firma de un acuerdo, 
podría ser asumido como la validación de posiciones insurgentes. 
Por otro lado, el debate central para ASOPEMA no fueron ya las soluciones puntuales a los 
problemas de endeudamiento, sino que se trataba de un cuestionamiento al modelo cafetero en 
general, incluida por supuesto, la Federación. Era la apuesta por un modelo de desarrollo cafetero y 
rural distinto, que condenaba las prácticas desarrolladas hasta el momento por la FNC. De esta 
manera, la dimensión de los intereses en disputa, articulados a las redefiniciones socioeconómicas 
del territorio, le confirieron a la movilización cafetera del año 95, parte de las características y 
condiciones del alto riesgo. 
La prolongación del riesgo en el tiempo vino con la persecución y amedrentamiento contra 
ASOPEMA, el control y disciplina social regional logrado por las AUC. En ese camino se ha 
venido configurando y redefiniendo el nuevo rumbo socioeconómico de El Líbano y norte del 
Tolima. La agricultura y el café siguen siendo las principales actividades productivas del municipio, 
pero, como se puede ver en el cuadro 13, el área cultivada ha retrocedido frente a la que existía al 
iniciarse el proceso de tecnificación, mientras que la productividad es similar a la de hace 20 años.  
Recientemente se ha vislumbrado la que posiblemente será la nueva ruta de articulación 
socioeconómica en el norte del Tolima, la minería, propuesta como actividad estratégica y prioridad 
del gobierno nacional en la región. El caso más conocido es el de la mina de oro La Colosa, ubicada 
en el municipio de Cajamarca, que se proyecta como la más grande del país, y será explotada por la 
Anglogold Ashanti. Esta multinacional de origen surafricano, es la segunda productora mundial de 
oro y la principal explotadora de minas en el país.  
La explotación de oro en El Líbano se reactivó a partir del año 200625 y ha tenido acogida 
en la población en tanto ha servido como mecanismo para paliar la crisis cafetera que todavía hace 
mella en la cotidianidad de la región. Su perfil como una de las actividades de proyección se 
                                                     
25 En El Líbano se encuentran ubicadas entre otras las minas El Porvenir, El Cairo, El Gran Porvenir, El Éxito, 
El Oasis, La Cesar, cobijadas, junto con la mina La Colosa, por el Distrito Minero Bermellón, compuesto 
además por los municipios Ibagué, Cajamarca, Anzoátegui, Santa Isabel y Murillo. 
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corrobora por la variación de los ingresos por regalías ocurrida entre 2006 y 2007, ya que de un año 
a otro El Líbano pasó de obtener cuatro millones, a percibir ciento cincuenta y cuatro [El Tiempo, 
“Elevados precios…” 2008, 19 de ene.].  
La actividad minera en el país ha sido estimulada en los últimos años por el incremento en 
las cotizaciones internacionales, lo que junto a la decisión gubernamental de impulsar esta actividad 
extractiva, proponen un escenario de posibles inversiones multinacionales de explotación aurífera 
en el norte del Tolima en próximos años. Los resultados del proceso de reconfiguración 
socioeconómica y territorial que sobrevendrán en caso de afianzarse la producción de oro 
necesariamente deberán ser evaluados con relación al legado de producción cafetera. El tránsito, 
aunque difícil, pero relativamente corto entre una economía plenamente cafetera y una de 
explotación aurífera tendería a confirmar la lógica de mono-producción a la que se ha vinculado el 
desarrollo socioeconómico departamental.  
Adicionalmente, este auge de la minería, actividad tradicionalmente vinculada con 
condiciones precarias para sus trabajadores, se da en el marco de la disciplina social impuesta por  
la violencia, particularmente la paramilitar, que incluyó la persecución de organizaciones como 
ASOPEMA en la búsqueda de erradicación total de la protesta social. Si bien no es posible, hasta el 
momento, construir una relación causal entre accionar paramilitar y explotación aurífera, bien 
podría enunciarse lo favorable que resultó y dejar posibilidades abiertas para futuras indagaciones. 
 
3.3.2 Reconversión Productiva Mediada por Procesos de Violencia. El caso de los recursos 
hídricos. 
El Proyecto de Servicios Ambientales del Río Amoyá consiste en la construcción de una 
hidroeléctrica a filo de agua, es decir que no utiliza el sistema de almacenamiento de agua, sino que 
aprovecha el flujo y caudal del río para generar energía, desviándolo en un tramo de su curso 
original. Con una potencia de 80 megavatios y una capacidad de generación de energía de 510 
gigavatios al año, actualmente el proyecto hace parte del plan expansión de ISAGEN, empresa 
dedicada a la generación y comercialización de energía, cuyo capital accionario es 57.66% 
propiedad de la Nación y única dueña del proyecto. 
La posibilidad de desarrollar un proyecto de tales dimensiones y características era 
explorada desde 1994, año en el que el Ministerio de Transporte encargó el desarrollo de un estudio 
sobre el potencial hidroeléctrico del Río Amoyá, en el marco de un conjunto de proyectos de 
infraestructura que incluían la posible construcción de una carretera para conectar el municipio de 
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Buga, Valle, con Chaparral, cruzando por el Cañón26 [El Tiempo, “Las Hermosas en riesgo…” 
1995, 31 de jul.]. Entre 1994 y 1999, diferentes firmas consultoras realizaron un conjunto de 
estudios técnicos, financieros y medioambientales encaminados a determinar la viabilidad del 
proyecto [García 2003, 4]. El 16 de diciembre de 1999 la Corporación Autonoma Regional del 
Tolima, Cortolima, mediante Resolución 1858, adjudica la concesión de las aguas requeridas para el 
proyecto por 50 años a la empresa privada Generadora Unión, gestora inicial, que funda al año 
siguiente la empresa Hidroger S.A. para efectos de la ejecución. 
 
Mapa 12: Ubicación Geográfica del Proyecto Hidroeléctrico del Río Amoyá 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
               Fuente: ISAGEN S.A. 
 
El proyecto debió ser capitalizado mediante la venta de acciones a partir del año 2000 y 
tuvo que buscar el apoyo del Banco Mundial, logrado dos años después, para la validación de los 
estudios técnicos y en la consecución de nuevos inversionista [El Tiempo, “Arranca el proyecto…” 
2003, 14 de mayo]. El anunció del inicio de obras se prolongó por más de cinco años, determinado 
por factores financieros y de negociación local del proyecto. Por un lado con las comunidades del 
Cañón, tal y como se presentaba en el capítulo uno. Por otro lado, la ejecución del proyecto tuvo 
que pasar por la aprobación por parte de la insurgencia, la cual demoró una posición clara frente a la 
                                                     
26 En su propuesta inicial, la carretera Chaparral-Buga generó muchas resistencias por parte de la Iglesia, 
Cortolima, las comunidades del Cañó y ONG’s del medio ambiente debido al impacto y los posibles daños 
irreversibles de una carretera sobre la zona del Páramo. Sin embargo, a septiembre de 2006 el proyecto sigue 
siendo impulsado por el gobierno nacional encontrándose en una fase de estructuración y consecución de 
financiación.  
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hidroeléctrica, pero según los campesinos de la zona, terminó por darle apoyo, particularmente por 
el tema de empleo. En una crónica el periódico El Tiempo afirma: 
“Edilia Sánchez, líder de la zona, asegura que en verdad la situación del Cañón 
ha cambiado. Que los grupos guerrilleros están de acuerdo con el desarrollo 
del proyecto energético por la cantidad de empleos que generará y porque los 
recursos se invertirán en el desarrollo de la región”. [El Tiempo “El Cañón de 
las Hermosas en  la mirada…” 2004, 19 de marzo] 
 
Después de idas y vueltas, el Proyecto Hidroeléctrico sólo pudo iniciarse en junio de 2008, 
posterior al despliegue militar de la operación Fuerte y a la instalación de las dos bases militares  
Los beneficios económicos provendrán no sólo de la generación y distribución de energía, 
con ingresos que superarían los 18 millones de dólares por año. ISAGEN también obtendrá entradas 
por la venta de certificados de reducción de emisión de gases, herramienta en el mercado de bonos 
del medio ambiente que fue creado por el Protocolo de Kyoto [HIDROGER 2004]. De esta manera, 
se espera que países industrializados, con altas tasas de emisión de gas carbónico, compren 
certificados por más de 30 millones de dólares entre 2009 y 2019, que a su vez podrán vender en los 
denominados “mercados verdes”, para cumplir de alguna manera con los acuerdos de reducción de 
emisión estipulados en Kyoto, y de paso, incrementar la rentabilidad del Proyecto Hidroeléctrico 
del Río Amoya.  
El impacto más importante del proyecto recae en un conjunto de 22 veredas, ubicadas en la 
parte más profunda del Cañón, hacia el páramo de las Hermosas, con una cobertura de 427,5 km2 en 
la que se ubican más de 5.700 familias (cuadro 16). Esta región presenta una serie de profundos 
problemas socioeconómicos que ya revisten un carácter estructural.  
Desde la perspectiva económica, el área del Cañón de las Hermosas ha tenido como 
principal actividad productiva la agricultura, particularmente café y los cultivos de pancoger, como 
frijol, maíz, plátano, tomate y frutas. La producción campesina local se ha visto fuertemente 
afectada por la crisis cafetera y por los resultados del boom amapolero en la región, vivido entre 
1998 y 2003, cuyo epicentro local de producción fue la cabecera del corregimiento de San José de 
las Hermosas y la vereda de El Cairo [CORTOLIMA 2003, 96].  
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Gráfica 17:Detección de Cúltivos de Amapola en 
Colombia 1997-2007. (Hectáreas)
HUILA TOLIMA CESAR CAUCA NARIÑO
Fuente: Observatorio de Drogas de Colombia
Cuadro 16: Área de Impacto del Proyecto Hidroeléctrico del Río Amoyá según Veredas 
Vereda Área (km2) Familias Habitantes
San Jose 124,9 72 381 
Tequendama 58,6   
Aurora Alta 57,8   
El Escobal 5,4 100 529 
Davis Janeiro 31,1   
Aurora Baja 8,7 100 600 
El Cairo 27 47 249 
Argentina 27,6 100 600 
San Jorge Alto 12,7 54 228 
Rionegro 7 80 400 
Virginia 11,3 40 250 
San Roque 4,2 22 120 
San Jorge 4 36 180 
Porvenir 2 30 130 
La Honda 2,2   
Los Sauces 3,6 55 275 
San Pablo 8,6 70 490 
Vega Chiquita 4 20 70 
El Moral 10,1 100 400 
Angostura 4,7 23 100 
La Salina 5,9 11 60 
Santa Bárbara 5,9 90 700 
TOTAL 427,5 1.050 5.761 
                                 Fuente: García [2003] 
 
Según se puede ver 
en la gráfica 17, el 
comportamiento del 
cultivo de amapola en el 
Tolima ha sido oscilante en 
años recientes, ajustándose 
a la descripción de la 
dinámica económica que 
mercados especulativos 
como este tienen. De 
acuerdo con Camilo 
Echandía, la producción de amapola se diferencia de la coca en tanto que el desarrollo de este 
último cultivo ha dependido más de ventajas competitivas, relativas a “movilidad de los excedentes, 
instalación de laboratorios, disponibilidad de aeropuertos y destrucción de restricciones física a 
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partir de prácticas como el soborno y la intimidación” [Echandía 2006, 94]. Por el contrario el 
crecimiento de la producción de amapola en Colombia ha estado ligado a los cambios en la oferta 
mundial de la misma, particularmente en Turquía, Birmania y Afganistán, así como de un 
incremento de la demanda en los Estados Unidos, ofreciéndose así unas condiciones de tipo 
especulativo que presionan el alza los precios del látex de amapola, incentivando 
momentáneamente la producción. Al igual que con otro tipo de productos de tipo especulativo, en 
cuanto aparece otro país que logra incentivar su producción y se regula la oferta, los precios caen, 
desvaneciéndose así el incentivo. 
Este tipo de producción trajo sobre la  zona efectos que Echandía denomina como 
“deformantes” de la estructura social y los patrones de vida tradicionales [Echandía, 2006, 107]. En 
palabras de los campesinos, el dinero de la amapola fue “plata fácil”, destinada a compras 
suntuarias o innecesarias, incrementado el consumo de alcohol y las apuestas de gallos. De hecho 
para algunos de ellos, los más jóvenes sobre todo, el momento de siembra de amapola se ha 
convertido en el hecho que más ha marcado su vida, por la pérdida del dinero invertido y por la 
sensación de haberse aproximado a una “mala vida”27. 
De otro lado, un factor determinante en las precarias condiciones de vida de la población 
ubicada en la zona de impacto del Proyecto Hidroeléctrico es el pésimo estado de las carreteras, 
situación que dificulta la comercialización de productos agrícolas y agropecuarios. Cortolima 
[2003] cita el caso de una empresa de productos lácteos que intentó colocarse en funcionamiento 
hacia el año 2000, pero no prosperó debido a las dificultades de transporte. La vía San José de las 
Hermosas-Chaparral es la principal del Cañón y cuenta con una longitud de 60 kilómetros. Su 
estado se dificulta y en ocasiones se hace intransitable, particularmente en el inverno. La situación 
de salud no es mejor, ya que la zona de afectación del Proyecto cuenta con apenas tres puestos de 
salud, ausencia de personal, así como de medicamentos. 
Contrastando la situación de El Líbano y Chaparral, se observa que la crisis de la política 
agropecuaria y cafetera de los noventa impactó notoriamente en cada municipio, aunque con 
resultados disímiles por las condiciones sociales, políticas y económicas previas. Si en El Líbano la 
crisis del modelo generó como respuesta inmediata procesos de movilización y organización que 
fueron posteriormente objeto privilegiado de violencia y persecución, en Chaparral la crisis del 
modelo fue amortiguada, en principio, por el boom amapolero, mientras discurrían las nuevas 
propuestas económicas de gran escala para la región. La puesta en marcha del proyecto 
hidroeléctrico terminó por apoyarse en la escalada del conflicto que derivó de la actitud ofensiva del 
                                                     
27 Entrevista con campesinos del corregimiento La Marina, en Chaparral 
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Ejército, que también redundó en mayor violencia contra el campesino. La acción colectiva es en 
este caso respuesta a la violencia en combinación con la entrada de nuevos capitales a la región, 
disputándose intereses de gran envergadura que explican en parte el por qué de los elevados riesgos 
de las acciones de protesta protagonizadas por los campesinos. 
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CAPITULO IV 
El Alto Riesgo en Movimiento 
 
4.1 Los Repertorios en la Acción Colectiva de Alto Riesgo 
Tal y como ocurre con los demás procesos de acción colectiva, las dinámicas de alto riesgo 
se expresan a través de formas concretas de activismo, las cuales determinan el cómo de la protesta. 
Si la acción colectiva de alto riesgo se define por desarrollar procesos de movilización que resultan 
sumamente adversos para sus protagonistas, en escenarios de alta impredectibilidad e inestabilidad, 
determinados por la confrontación armada, las formas de violencia en contra de civiles como 
mecanismo de control y los cambios en la configuración socioeconómica del territorio, interesa 
realizar un reconocimiento a las formas específicas en las que se desarrolla la protesta, analizando el 
tipo de actividad así como las condiciones de confrontabilidad que le son propias. 
El concepto repertorios de confrontación fue elaborado originalmente por Charles Tilly y 
desarrollado por Sidney Tarrow; con el mismo se refieren al inventario específico de formas de 
protesta con las que cuentan los sujetos movilizados en un determinado momento de la historia. Los 
repertorios son herramientas construidas histórica y culturalmente que permiten que formas de 
activismo, propias de grupos y situaciones conflictivas específicas, se conviertan en rutinas de 
protesta, accesibles para cualquier grupo y aplicable a multiplicidad de circunstancias. Son estos los 
repertorios modulares, definidos en palabras de Tarrow de la siguiente manera: 
“En estas sociedades [las modernas] se desarrolló un nuevo repertorio que era 
general en vez de específico; indirecto en vez de directo, flexible en vez de 
rígido. Centrado en unas pocas rutinas clave de confrontación, podría 
adaptarse a una serie de situaciones diferentes y sus elementos podían 
combinarse en grandes campañas de acción colectiva, Una vez utilizado, el 
repertorio podía difundirse a otros lugares y emplearse en apoyo de las 
exigencias más generales de coaliciones sociales más amplias” [Tarrow 
1997,80] 
Los líderes y organizadores de las diferentes acciones de protesta que han tenido lugar en El 
Líbano y Chaparral, acuden para su formulación a los repertorios existentes para el conjunto de la 
acción colectiva, generando algunas herramientas y mecanismos que les permitan desarrollarlos aún 
en condiciones de adversidad. No se trata tanto de la creación de nuevos repertorios como de la 
adaptación de los existentes a las condiciones de riesgo, buscando amortiguarlas.  
En palabras de Tilly, citado por Tarrow, el repertorio es no sólo lo que la gente hace cuando 
realiza sus exigencias; es lo que ellos saben que pueden hacer dentro de un conjunto de opciones 
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empíricamente limitadas, y también lo que la sociedad espera de ellos. Por lo tanto, la creación de 
nuevas formas de acción colectiva suele ser un proceso de largo plazo, restringido por las 
configuraciones generales de la economía,  la construcción del Estado y los cambios culturales 
[Tarrow 1993, 283].  
Los hechos de protesta que aquí se analizan han tenido entre sus repertorios el envío de 
cartas y solicitudes, como las remitidas a principios de los años noventa por los campesinos 
cafeteros de El Líbano al Ministerio de Agricultura y la Federación Nacional de Cafeteros, o las 
dirigidas al Presidente de la República por los campesinos de La Marina en 2006, solicitando una 
actuación respetuosa con la población por parte del Ejército. También se han desarrollado diálogos 
directos con representantes gubernamentales, previos a acciones de hecho como tomas y bloqueos; 
fue así como Tiberio García, campesino de La Marina asesinado en mayo de 2005, participó en un 
encuentro con el comandante de la Quinta División del Ejército, presentando sus inquietudes por los 
procedimientos de la Brigada Móvil 8 al patrullar por la región.  
Los foros, procesos de debate abierto y la generación de espacios de formación son 
actividades que también hacen parte de los repertorios empleados en la acción colectiva de alto 
riesgo. La referencia está en los foros cafeteros que tuvieron lugar entre 1992 y 1994 en el norte del 
Tolima y el Eje Cafetero, así como las escuelas de formación política que desarrolló ASOPEMA 
entre 1997 y 1999. El sentido de estas acciones no era ya la presentación formal de las quejas, 
reclamos y reivindicaciones, sino la discusión colectiva para la formulación de alternativas. Los 
procesos educativos se ubican en un nivel diferente de comprensión de la problemática y la 
situación propia, ya que una vez agotados algunos de los canales institucionales, se hace tránsito 
hacia la necesidad de una organización propia que, en el caso de ASOPEMA, defienda los intereses 
de los pequeños cultivadores no representados ni en la Federación de Cafeteros, ni en Unidad 
Cafetera.  
En el caso de Chaparral, los procesos de formación se han desarrollado previamente  a la 
realización de movilizaciones, concentraciones y tomas. Tal es el caso de la movilización Nacional 
Agraria y Popular realizada en octubre de 2007, surgida precisamente en este municipio con la idea 
de darle eco a los procesos locales y articularse con otras dinámicas a nivel nacional. La 
movilización fue antecedida por una serie de talleres de formación en organización gremial, 
ejecutados por la Federación Nacional Sindical Unitaria Agropecuaria, FENSUAGRO, con el 
objetivo de recuperar parte de las bases organizativas perdidas en la región durante los años 
noventa. Contrario a El Líbano, aquí la formación política y organizativa no se proyectó como 
necesidad surgida de los procesos de movilización, sino que fue utilizada como herramienta para 
fomentar la protesta campesina.  
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Evidentemente las marchas, tomas de entidades, instalaciones y espacios públicos, así como 
los bloqueos de vías y los paros, son los eventos de protesta de mayor visibilidad para las regiones y 
el periodo estudiados. Los dos principales eventos de protesta corresponden a tomas del Parque 
Murillo Toro en Ibagué en 1995 y 2007, con la característica de ser multitudinarias -entre 15.000 y 
18.000 campesinos en cada una- y, en el caso del Paro Cafetero, por su prolongación en el tiempo. 
 
4.1.1 Primeras Explicaciones al Fenómeno de Participación Masiva en Acciones colectivas. 
Para las dos grandes acciones de movilización enunciadas vale la pena plantear algunas 
consideraciones. La primera, es que se requirió más de una década para que los campesinos 
tolimenses pudiesen hacer uso de este tipo de acción dentro del repertorio de protesta. Cada una de 
estas movilizaciones surgió en puntos distintos de la geografía tolimense, fue convocada con 
motivaciones principales diferentes y por organizaciones distintas, pero para los campesinos, como 
sujeto colectivo que desarrolla acciones contenciosas, la factibilidad para desplegar una acción tan 
contundente como una toma en el centro político, económico y administrativo regional, necesito de 
más de diez años.  
El Paro Cafetero tuvo como región de origen el norte del Tolima y el eje Cafetero, centró 
las reivindicaciones en los problemas financieros y productivos de los caficultores y fue convocado 
por Unidad Cafetera y ASOPEMA, siendo sostenido por ésta última. La Movilización Nacional 
Agraria y Popular fue propuesta desde Chaparral, convocada por procesos locales como 
ASOHERMOSAS o de manera más general, por las Juntas de Acción Comunal, promovida desde 
Bogotá por FENSUAGRO, organización a la que pertenece ASTRATACATOL, y articulada 
fundamentalmente con consignas alrededor de la defensa de los derechos humanos. 
Una segunda consideración se da alrededor del necesario traslado hacia la ciudad de Ibagué, 
situación que evidencia una lógica sobre los cursos de acción a desarrollar. Para ambos casos se 
puede afirmar que el desarrollo de las tomas al Parque Murillo Toro se funda en la comprensión de 
un problemas de carácter local, pero cuya solución es de carácter no sólo regional sino nacional; de 
ahí la necesidad de hacer presencia contundente en Ibagué.  
Por último y relacionado con lo anterior, es importante mencionar la característica del 
volumen en el número de personas participantes, ya que si bien ésta se observa generalmente como 
una de las características deseables de la acción colectiva, en condiciones de riesgo es una de las 
que mayor inquietud analítica genera. Para responder a la pregunta sobre la masividad de estas 
protestas es necesario recalcar que existe más de una década de diferencia entre estas, lo cual no 
quiere decir que en el interludio no se hayan presentado otras formas de la acción colectiva, tal y 
como se ha visto. En efecto, en medio de la adversidad, la acción colectiva contenciosa disminuyó 
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pero no desapareció (capítulo 2), por lo que habría que decir entonces que con los riesgos elevados 
se impone una restricción que da más posibilidades a cierto tipo de acciones como las de corte 
institucional o de formación, sin negar las de mayor volumen.  
Para el caso del Tolima también se evidencia que más gente prefiere participar de una gran 
movilización por una vez que de varias actividades a lo largo del tiempo, ya que tanto en El Líbano 
como en Chaparral son más los que han participado de una marcha, que los asistentes a las escuelas 
y foros. Por ejemplo, según el testimonio de los dirigentes de ASOPEMA, durante la etapa de 
formación posterior al paro Cafetero, lograron la participación de más de 3.500 personas en 
escuelas, mientras que el número de participantes en la toma del Parque Murillo fue cinco veces 
mayor.  
Existen varios caminos para explicar este tipo de fenómenos, pero puede iniciarse con dos 
tentativas, derivadas de alguna manera de los modelos de elección racional reseñados en el capítulo 
dos, dando continuidad a las posibles explicaciones en los siguientes apartados de este capítulo. Una 
primera explicación se relaciona con una especie de “invisibilidad” que puede otorgar la 
participación en actos masivos, condición prácticamente inexistente en acciones más pequeñas 
como foros o escuelas. Si hay mucha gente participando y el papel individual es de bajo perfil y 
poca notoriedad, resultará en últimas menos riesgoso que si se asiste constantemente a escuelas, 
foros o diálogos con las autoridades. Tal es el caso de campesinos habitantes del Cañón de las 
Hermosas y de la Marina, para quienes resulta menos costoso económicamente participar en una 
escuela de FENSUAGRO que se realice en la región, que de una movilización que requiere de 
varios días lejos de las fincas y con un aporte en dinero, como ocurrió con la toma del Parque 
Murillo en 2007, sin embargo el número de participantes es mucho menor en el primer caso que en 
el segundo28, entre otras cosas, porque consideran que pueden ser más fácilmente señalados en 
espacios que probablemente serán más pequeños.  
El hecho de ser “invisible” entre la multitud, aunado a la posibilidad de participar en 
grandes actividades en compañía de vecinos, amigos y familiares, construye el motivo para lo que 
podría ser llamado la masa crítica en la acción colectiva de alto riesgo. De acuerdo con Thomas C. 
Shelling [1989, 64], el modelo de masa crítica estudia el tipo de actividades que se sostienen a sí 
mismas toda vez que la medida de la actividad supere un determinado nivel mínimo o número 
crítico, generándose así una reacción en cadena. El número crítico puede diferir entre personas y no 
es absolutamente necesario que la totalidad de participantes de la actividad definan sus preferencias 
de acuerdo a como actúan los demás (personas no susceptibles al número crítico). Schelling cita 
                                                     
28 Las varias escuelas que ha desarrollado FENSUAGRO en la región han contado con un promedio de sesenta 
personas por escuela. Entrevista con un dirigente de FENSUAGRO. 
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como ejemplos el permanecer o no en una reunión según la asistencia, donde habrá gente que se 
quede independientemente de los demás y otros que lo harán según el número o proporción crítica 
(mínima) que definan, así como la participación de un acontecimiento social o político.  
Análogamente, en la acción colectiva de alto riesgo, el número crítico estaría determinado 
por la posibilidad de no ser fácilmente ubicado como individuo entre la multitud de manifestantes, 
buscando con ello minimizar costos futuros, es decir riesgos. Estas consideraciones aplican para los 
participantes de base, mas no para los dirigentes, quienes por definición, son, necesitan y quieren 
ser visibles dentro de una movilización; por lo que su participación y tipo de papel en las acciones 
colectivas de alto riesgo requieren una explicación alternativa. 
Por la complejidad del fenómeno en cuestión, no es posible explicar los desarrollos de la 
acción colectiva desde una única perspectiva, comprendiendo que se trata de un hecho multicausal. 
De esta manera deben considerarse otros elementos que expliquen el por qué de la masiva 
participación en acciones de protesta que pueden generar costos futuros muy elevados, tales como 
la persecución y la muerte.  
Una de las formas para resolver los problemas de acción colectiva en la región de estudio 
está relacionada con el papel de la insurgencia, dada su tradición y arraigo. Sabiendo que acciones 
como estas pueden contribuir a legitimar ciertos elementos de su discurso y postura, la insurgencia 
está interesada en promoverlas y utiliza diferentes mecanismos, uno el apoyo en la difusión de la 
actividad y dos la coacción o incluso la intimidación. Así ocurrió en el paro cafetero de 1995, ya 
que según testimonios de campesinos participantes, tanto el ELN, el EPR y las FARC, hicieron 
presencia en las reuniones de preparación de la movilización [El Tiempo, “Guerrilla a la lata”… 
1995, 1995, jul. 19]. En el caso del ELN, la presencia derivó de decisiones que habrían sido 
tomadas por esa organización en reuniones realizadas en noviembre de 1994, encaminadas a definir 
una postura de esa guerrilla con relación a la situación cafetera [El Tiempo, “Así Programó El 
Eln…” 1995, jul. 19]. Se concluye por tanto, que el movimiento cafetero se gestó no por definición 
de la insurgencia, sino que ésta buscó generar algún nivel de incidencia en el mismo. 
Según otro testimonio periodístico, la presencia del ELN en la preparación del paro se dio 
en una parte muy importante del norte de El Líbano,  
“Por todo El Líbano Desde que comenzaron los rumores del paro cafetero, la 
guerrilla se acercó a los campesinos de las veredas Delicias, Tierradentro, San 
Isidro, El Mirador, Toche, California, Santa Bárbara, Buenavista, Pantanillo, 
Zelandia, Florida, Mateo, La Honda, El Mirador, Villanueva, El Cirpe y 
Convenio para escucharlos y orientarlos sobre la manera más efectiva para que 
- 131 - 
 
el gobierno comprenda su situación” [El Tiempo, “Estamos entre…” 1995, agt. 
9]. 
Convocado el paro, no todos los habitantes de la región estuvieron dispuestos a participar y 
la insurgencia intervino definiendo un sistema de multas como mecanismo de coacción que 
condujera a la participación de quienes no se mostraron dispuestos. De esta manera, definieron que 
los dueños de fincas que no asistieran al paro deberían pagar un millón de pesos de multa, mientras 
que a los conductores de vehículos a nivel local, les impusieron el pago de cien mil pesos diarios 
[Ibíd.]. 
Es absolutamente necesario recalcar que la posición de la insurgencia no invalida la 
realidad de la cual emergen las reivindicaciones campesinas, ya que estas no son simples argucias 
discursivas para promover el descontento; y lo aquí afirmado no puede ser comprendido ni utilizado 
para elevar el grado estigmatización que viven las comunidades campesinas del Tolima. Sin 
embargo, tampoco se puede negar que la insurgencia busca jugar algún papel cuando de protesta 
campesina se trata, más aún en zonas de tradición y arraigo.   
 
4.1.2 Niveles de confrontación en los repertorios de la Acción Colectiva 
Entendiendo que el objeto de estudio central de la presente indagación es la acción colectiva 
contenciosa de carácter riesgoso, resulta interesante analizar qué tan confrontacionales resultan los 
hechos de protesta en esta categoría. Para ello se recoge la propuesta conceptual y metodológica de 
Mauricio García Durán, S.J. [2006] quien analiza el repertorio de acciones colectivas en el caso de 
las movilizaciones por la paz en Colombia. De acuerdo con el autor, la “confrontabilidad” de los 
repertorios de acción colectiva se determina por diversas cualidades en el uso de la fuerza y 
confrontación con el adversario, construyendo tres niveles generales, bajo, medio, alto, que a su vez 
se subdividen en varios niveles específicos. 
Aplicando la escala construida por García Durán a los casos que aquí se estudian, se tiene 
una clasificación de los niveles de confrontabilidad en dinámicas de alto riesgo como la que se 
presenta en el cuadro número 16. Utilizando las categorías creadas por el autor, el cuadro clasifica 
algunas de las acciones colectivas más importes, observadas en los municipios entre 1995 y 2007. 
Con un amplio repertorio, según se puede apreciar, salta a la vista que el número de 
acciones colectivas que han desarrollado los campesinos de El Líbano y Chaparral sobrepasa de 
manera importante el número de ocho acciones en total que registra la Base de Datos de Luchas 
Sociales del CINEP para el mismo periodo, elemento ya enunciado en el capítulo dos. Se observa 
también que pese a desarrollar acciones colectivas en  todos los niveles generales de 
confrontabilidad, particularmente el nivel alto presenta un menor número de acciones. 
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Cuadro 16: Escala de “Confrontabilidad” de las Acciones Colectivas en Chaparral y El 
Líbano (1995-2007) 
Nivel 
General 
Nivel 
Específico 
Tipos de Acciones 
Colectivas Acciones en Chaparral Acciones en El Líbano 
ALTO 
Nivel 10 Acciones que derivan en confrontación violenta   Paro cafetero (1995) 
Nivel 9 Tomas y bloqueos Movilización Nacional Agraria y Popular (2007) 
Paro cafetero (1995). Tomas: 
INCORA, Ministerio de 
Agricultura, Iglesias, Hospitales 
locales y regionales. Bloqueos a 
la vía en Ibagué. 
Nivel 8 Acciones de resistencia civil (pacíficas)     
Nivel 7 Paros y huelgas   Paro cafetero (1995) 
MEDIO 
Nivel 6 Declaración de neutralidad o zonas de paz     
Nivel 5 Marchas y concentraciones 
Gran Minga Indígena 
Campesina y Popular (2005) 
Marchas regionales por los 
DDDHH (2006-2007).  
Marchas de apoyo a 
trabajadores del sector salud 
(1997). Movilización Nacional 
Campesina (1999). 
Nivel 4 
Participación y debate 
electoral. Diálogos y 
negociaciones 
Conformación Mesa de 
Transparencia. Negociación 
con ISAGEN. Diálogos 
directos con el Ejército. 
Diálogos con el Ministerio del 
Interior y la Federación de 
Cafeteros 
BAJO 
Nivel 3 
Procesos de concertación 
ciudadana. Encuentros, 
foros o seminarios 
Conformación del 
Observatorio de DDHH y 
protección del medio 
ambiente y las comunidades 
de Las Hermosas. 
Foros cafeteros. 
Nivel 2 
Actos culturales y/o 
deportivos; organización y 
articulación; celebraciones 
o actos religiosos 
Conformación de 
ASOHERMOSAS y 
ASTRACATOL. 
Conmemoraciones y homenajes 
a personas desaparecidas y 
asesinadas. Encuentros de 
sobrevivientes. Conformación 
de ASOPEMA. 
Nivel 1 
Campañas o acciones 
educativas. Premios y 
homenajes 
Envío de cartas y 
solicitudes. Comunicados. 
Denuncias. Escuelas de 
FENSUAGRO. 
Envío de cartas y solicitudes. 
Comunicados. Denuncias. 
Escuelas de Formación política. 
Fuente: Basado en García [2006] 
 
De lo anterior se desprende que las acciones colectivas de alto riesgo desarrolladas en los 
municipios de El Líbano y Chaparral, vistas de conjunto, presentan un uso de la fuerza y de 
confrontación con el adversario de nivel principalmente medio y bajo. El recurso a acciones 
colectivas de alta confrontabilidad ha sido más bien esporádico, pero muy relevante en términos de 
cantidad de personas participantes, duración en el tiempo y como  referente para el conjunto de la 
acción colectiva campesina nacional.  
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Análogamente, una acción colectiva de alto riesgo no se define por el hecho de ser 
altamente confrontacional. El caso del Tolima evidencia que nivel de “confrontabilidad” no es lo 
mismo que nivel de riesgo; aunque existe relación entre ambas circunstancias, las consecuencias 
riesgosas que puedan derivar de una acción no son idénticas al nivel que le corresponda en la escala 
de confrontabilidad, ni a la fuerza quiera utilizarse y/o demostrarse frente a un contendor. Sólo para 
el caso de las acciones ubicadas en el nivel de confrontación general alto (niveles específicos 7, 8, 9 
y 10) puede argumentarse que correspondan de manera causal con un alto nivel de riesgo. Así por 
ejemplo, una acción como el diálogo directo con el Ejército desarrollada en Chaparral, que debería 
tener un riesgo medio correspondiente con el grado de confrontabilidad, fue totalmente riesgosa 
para Tiberio García, ya que dos meses después resultó muerto. 
Por lo tanto, para los demás niveles, su correspondencia con un alto o bajo nivel de riesgo 
dependerá del tipo de intereses que se estén disputando, así como de la dinámica misma de 
confrontación armada y el tipo de violencia que se esté desarrollando como mecanismo de control 
poblacional y territorial.  
 
4.2 Aportes de la Estructura de Oportunidades Políticas 
El Concepto Estructura de Oportunidad Política (SPO por su sigla en inglés), construido por 
Sidney Tarrow [1997], propone analizar el desarrollo de la acción colectiva y los movimientos 
sociales como un producto de los cambios en el régimen político nacional que dan ventanas de 
posibilidad al desarrollo de la protesta. En pocas palabras, la acción colectiva surgirá en el momento 
en que los cambios políticos del país la favorezcan. Tarrow propone cuatro dimensiones de la 
estructura de oportunidades, cuyos cambios dan paso a la protesta. Primero, el acceso a la 
participación, que implica una mayor garantía por parte del Estado para el ejercicio de los derechos 
políticos; segundo, la inestabilidad en los alineamientos políticos, particularmente la inestabilidad 
electoral; tercero, el hecho de contar con aliados influyentes -derivación de la escuela de 
movilización de recursos- que den eco a las protestas o sirvan de negociadores válidos; y cuarto, las 
divisiones entre las élites. La pregunta central que intenta explicar esta perspectiva se relaciona con 
el cuándo de la acción colectiva. 
La aplicación estricta de la SPO en el caso de la Acción Colectiva de Alto Riesgo plantea 
un contrasentido en términos de inacción antes que movilización, principalmente porque el aumento 
de la represión y la violencia, como los casos en el Tolima, significan un empeoramiento en las 
condiciones que incentiva la acción colectiva.  
Analizando la relación que puede existir entre represión y facilitación de la acción 
colectiva, el propio Tarrow reconoce como la represión sistemática puede generar efectos perversos 
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y contradictorios, en tanto que radicaliza la acción colectiva y posibilita una organización más 
eficaz de los oponentes [Tarrow 1997, 167].  
Sin embargo Mara Loveman[1998] quien lo critica, va más allá, para cuestionar la 
capacidad explicativa de la SPO en un caso de alto riesgo como el chileno. Afirma la autora que 
este país vivió tres oleadas de movilización entorno a la creación y participación en organizaciones 
defensoras de derechos humanos, la primera de las cuales se inició tan pronto como se produjo el 
golpe militar, en momentos en los que la represión se recrudecía. Las oleadas posteriores al año 
1977, cuando la dictadura perdió gradualmente su capacidad de control sobre la vida social, se 
explican mucho mejor por la tesis estándar argüida por Tarrow. La autora propone la redefinición 
de la SPO como factor explicativo de la acción colectiva de alto riesgo, de manera que el concepto 
no siempre aplica para todo tiempo y lugar, ya que, incluso para un mismo caso nacional, puede ser 
válido o no, dependiendo del tipo de movilización así como del nivel de análisis.  
En los casos referidos en el Tolima se encuentra que el Paro Cafetero puede tener parte de 
explicación por apertura de las oportunidades políticas, particularmente por divisiones en las élites y 
en menor medida, por los aliados influyentes. Sobre la primera dimensión, se puede anotar que fue 
precisamente el gobierno de Ernesto Samper (1994-1998) el que tuvo que afrontar los primeros 
efectos críticos de la aplicación de la apertura económica, tal y como había sido concebida en el 
gobierno inmediatamente anterior. Tales impactos se sintieron con particular profundidad en el 
sector agropecuario y cafetero, situación que fue de difícil manejo para el gobierno, ocupado como 
estaba en cubrir otros frentes como el de su propia defensa frente al conocido proceso 8.000, 
escándalo que estalló justo en junio de 1995.  
Bajo tales circunstancias, es factible decir que la división en las élites, por el 
reconocimiento público de la entrada de dineros del narcotráfico en las campañas políticas y en el 
gobierno nacional, abrió ventanas de posibilidad para que prosperara la movilización cafetera. Un 
gobierno pública, nacional e internacionalmente cuestionado y con incapacidad para manejar la 
crisis productiva agrícola, tuvo que sentarse a la mesa con un movimiento cafetero legitimado por 
las dimensiones de la crisis sectorial.  
El caso de El Líbano encuadra mejor que el de Chaparral en el modelo de Tarrow. De lo 
anterior también da cuenta la crítica situación de la acción colectiva a partir de 1999. Este año 
puede definirse como el de empeoramiento de las oportunidades políticas en la región, debido al 
recrudecimiento de la represión. Si bien el principal responsable de los hechos de violencia contra 
los campesinos son los grupos paramilitares, y pese a que Tarrow no incluye en su análisis la 
represión que proviene de organizaciones ilegales, se asume que se trata de un cierre de 
oportunidades políticas en tanto que el resultado para la movilización social fue la contención, por 
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la vía de la violencia, de las acciones de protesta. En tales circunstancias confluyeron tanto actores 
legales (Ejército, DAS) como ilegales (AUC). El resultado de tal cierre fue la desestructuración de 
las organizaciones regionales y la consecuente desaparición de la acción colectiva. 
En Chaparral, el incremento de la represión, desde que se están desarrollando los operativos 
militares de grandes dimensiones, ha desembocado en una potenciación de la acción colectiva, 
situación que ya no puede ser explicada por el modelo estándar de Tarrow. El único elemento, que 
desde esta perspectiva, podría contribuir a explicar el por qué la acción colectiva, es la creación y 
difusión de mecanismos de protección y exigibilidad de derechos, particularmente los relacionados 
con la vulneración de la vida, asociándolos como parte en el acceso a la participación al ser 
reconocimientos formales de derechos por parte del Estado.  
En esta zona del país la difusión de las responsabilidades del Estado y del Ejército, frente al 
cumplimiento de convenios internacionales que protegen los derechos de las comunidades que se 
encuentran en zonas de conflicto armado, es relativamente reciente. Campesinos de la región 
afirman que han conocido elementos del Derecho Internacional Humanitario gracias a los talleres 
de FENSUAGRO y al acompañamiento de algunas organizaciones internacionales, situación que se 
está dando apenas desde 2005. Reconocer la existencia de esta clase de derechos y la posibilidad 
para exigirlos, es uno de los elementos que motivó la realización de las marchas locales del año 
2006, quedando también evidente su aporte a la movilización de 2007 por algunos de los elementos 
del Pliego Regional de Exigencias, presentado por los campesinos en Ibagué. Particularmente los 
puntos 7, 8, 9 y 10, que dicen lo siguiente: 
7. El cumplimiento por parte del Ejército del papel definido en la Constitución, según la cual 
debe limitarse a resguardar fronteras y no a la persecución y ejecución de campesinos bajo 
la lógica del “enemigo interno” 
8. La no permanencia del Ejército en caseríos, pueblos, centros educativos y casas de los 
campesinos, ya que de esta manera los convierte en objetivo militar. Respeto al Derecho 
Internacional Humanitario.  
9. No al bloqueo económico de las comunidades. Que el Ejército no decomise las remesas, 
mercados y medicamentos que necesitan los campesinos; de igual manera que no imponga 
cuotas sobre la cantidad de alimentos que pueden comprar. 
10. No a las detenciones arbitrarias, sin orden judicial. Exigimos  respeto al debido proceso. 
 
4.3 Recursos Movilizados y Acción Colectiva de Alto Riesgo 
En la literatura especializada sobre acción colectiva de alto riesgo que aquí se discute, otro 
factor determinante para el surgimiento, pero sobretodo el sostenimiento de la acción colectiva está 
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constituido por los recursos a los cuales pueden acceder quienes desean movilizarse, precisamente 
porque la posibilidad de traducir las creencias y motivaciones en acción colectiva dependerán de las 
capacidades de organización, financiamiento y consecución de un espacio físico y simbólico para 
hacerle frente a la represión del Estado y, para el caso que aquí se trata, de organizaciones armadas 
ilegales. De esta manera, la acción colectiva de alto riesgo tiene desenlaces diferenciados, ya que 
encuentra mediada por las redes interpersonales e interinstitucionales existentes con antelación al 
empeoramiento de la SPO, generando así diferentes desenlaces.  
En un artículo de síntesis teórica sobre las diferentes posturas al interior de la corriente de 
movilización de recursos, Nelson Pichardo [1988], expone cómo esta propuesta de explicación a la 
acción colectiva parte de considerar que siempre existen motivos suficientes para la protesta. Lo 
que determina el desarrollo de la acción colectiva y los movimientos sociales será el nivel de 
recursos disponibles, tanto internos –liderazgo, dinero, infraestructura, tamaño del grupo y grado de 
organización interna- como externos –nivel de represión social, extensión de los simpatizantes 
externos. Las diferencias conceptuales al interior de esta corriente surgen de las formas en las que 
se da respuesta a la pregunta sobre cómo logran las comunidades, que no cuentan con recursos, 
superar tal ausencia y organizarse para la movilización. Esta pregunta cobra aún mayor 
trascendencia en el caso de la acción colectiva de alto riesgo, en tanto los participantes no sólo 
carecen de recursos, sino que enfrentan serios peligros para poner en marcha la exigencia de sus 
reivindicaciones.  
Las respuestas a este tipo de preguntas son presentadas desde dos perspectivas distintas. Por 
un lado la perspectiva del “organizador profesional”, según la cual la mayor cantidad de dirigentes y 
recursos para crear y sostener la movilización proviene de la participación de agentes y 
organizaciones externas, mientras que la perspectiva del “proceso político” hace énfasis en las 
capacidades internas de la comunidad [Pichardo 1988, 98-100]. 
Para el caso de la acción colectiva de alto riesgo desarrollada en el Tolima, tanto los 
recursos internos, como los externos juegan un papel determinante a la hora de explicar porqué se 
desarrolla la acción, no así para dar cuenta de sus resultados.  
En el ámbito de los recursos internos cabe resaltar que los principales procesos de acción 
colectiva analizados, tales como la toma al Parque Murillo Toro, las marchas y la construcción de 
organizaciones gremiales y locales, están fundados en el aprovechamiento de formas organizativas 
pre-existentes, particularmente las Juntas de Acción Comunal, JAC, estructuradas por vereda. Los 
relatos de los campesinos, así como la observación de los casos permiten identificar que son las 
Juntas la unidad mínima de organización a partir de la cual se construyen los procesos de acción 
colectiva. Así por ejemplo, la convocatoria a las movilizaciones se presenta y difunde en el Cañón 
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de las Hermosas, a partir de los presidentes de las juntas; la realización de la movilización de 2007 
tuvo en las juntas su eje central de articulación, de manera que la mayoría en el Cañón presentaron 
pliegos por veredas. De igual manera, la re-estructuración de ASOHERMOSAS, propuesta desde 
2006, busca la implementación de afiliaciones por JAC en lugar de afiliaciones individuales. 
En el caso de El Líbano, el organigrama de funcionamiento durante el paro cafetero de 1995 
muestra cómo ASOPEMA hizo de los comités veredales su estructura de base, apuntalando los 
desarrollos organizativos ulteriores, en la lógica de las JAC (figura 1). En últimas, es evidente que 
en el ámbito rural, son éstas el mecanismo más efectivo para la difusión de propuestas y para el 
desarrollo de procesos organizativos.  
Figura 1: Organigrama Estructura Organizativa ASOPEMA. Paro Cafetero 1995 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
               
Fuente: Rincón [2006, 73] 
 
Al enfrentar acciones colectivas de alto riesgo y teniendo motivos suficientes estructurados, 
en este caso particular en las transformaciones socioeconómicas y la creciente violencia, se busca 
promover la protesta sacando el máximo provecho del mecanismo institucionalizado para canalizar 
las necesidades básicas de las comunidades. De igual manera, hay un interés por potenciar las 
solidaridades ya construidas, expresadas, de manera más o menos sólida, en  las juntas de acción 
comunal.  
La razón para la trascendencia de las JAC es precisamente su condición de mecanismo 
gubernamental, fuertemente arraigado en lo rural, tanto por su tradición -ya que fueron reglamentas 
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en 1958- como por su funcionalidad dentro la institucionalidad estatal, en tanto las comunidades 
que quieran acceder a servicios públicos básicos como alumbrado o acueducto deben contar con una 
JAC legalmente constituida.  
Los recursos externos tienen una trascendencia superior en el caso de la acción colectiva de 
alto riesgo. Como lo muestra Loveman con el caso de Argentina, pero particularmente de Chile, la 
construcción del movimiento en defensa de los derechos humanos durante las dictaduras fue posible 
gracias a las redes interpersonales e institucionales provistas por miembros de comunidades 
religiosas, especialmente la Iglesia Católica. De manera que los aliados y el involucramiento con 
redes de apoyo que provean el acceso a recursos estratégicos que no se tenían, resulta de vital 
importancia para el ejercicio de la protesta cuando existe un elevado grado de adversidad.  
En su análisis Tarrow propone a los aliados influyentes como un recurso externo del cual se 
sirven sujetos colectivos carentes de ellos y que pueden llegar a jugar un papel determinante en el 
éxito de la movilización [1997, 160]. Alude el autor a políticos y personalidades con capacidad de 
influencia en los altos niveles de poder que son desafiados por la protesta, advirtiendo también que 
tales relaciones no son el determinante o motivación principal de la movilización.  
Para los casos que aquí se analizan, se ha encontrado que los aliados han sido 
trascendentales para el desarrollo de la acción colectiva, pero también que distintos tipos de 
acciones dentro del repertorio, ha requerido distintos tipos de aliados.  
La posibilidad de desarrollar encuentros con autoridades pasan en muchos casos por un 
relacionamiento directo con las estructuras políticas y partidistas locales, vía de acceso más cercana 
a las instancias gubernamentales tanto locales como nacionales. Tal situación se observa con mayor 
claridad en el caso de El Líbano, municipio en el cual el fenómeno del caudillismo político ha 
tenido gran trascendencia, específicamente alrededor de la familia Jaramillo, con el padre Alfonso 
Jaramillo Salazar a la cabeza. De esta manera, y dado el papel que cumplió Jaramillo Salazar como 
miembro del Comité Nacional de Cafeteros, facilitó encuentros y entrevistas para los campesinos 
cafeteros, particularmente con el Ministro del Interior del gobierno Samper, Horacio Serpa, en los 
años previos a la toma del parque de El Líbano.  
El médico Alfonso Jaramillo Salazar es recordado con amabilidad por parte de los 
campesinos del norte del Tolima, incluidos dirigentes de ASOPEMA, particularmente por ser una 
figura patriarcal. 
Un personaje trascendental en el caso de la movilización cafetera fue monseñor José Luis 
Serna Alzate, quien ofició como obispo de la Diócesis Líbano-Honda desde 1989, año de su 
creación, hasta el 2002, cuando se retiró del servicio pastoral. Miembro de la orden de Misioneros 
de la Consolata, monseñor Serna Alzate fue además obispo de la Diócesis de Florencia entre 1978 y 
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1989 y alto comisionado para la paz durante el gobierno de Belisario Betancur. Desde sus labores 
como asesor de paz desarrolló múltiples tareas de mediación no sólo con grupos insurgentes, por 
ejemplo para la liberación de secuestrados, sino en diversos conflictos de orden social.  
Su participación en la movilización cafetera fue muy activa, al convertirse en uno de sus 
principales voceros [Ramírez 2008b ,123]. Entre las principales actividades que desarrolló estuvo la 
formulación de declaraciones a favor de los cultivadores de café, como las realizadas en julio de 
1995 durante una reunión de los obispos de Colombia con el entonces ministro de hacienda, 
Guillermo Perry. En dicha reunión el obispo, respaldó la necesidad de un plan efectivo de 
condonación de deudas, pero se mostró escéptico frente al plan que hasta ese momento había 
diseñado el gobierno, al considerarlo como una suerte de dilatación engañosa frente a la 
profundidad del problema sectorial [El Tiempo, “Obispos reclaman…” 1995, jul. 6]. 
Monseñor Serna también realizó acompañamiento a algunas las marchas, no solamente en 
el norte del Tolima sino en otras zonas del Eje Cafetero, y trabajó en la organización en diferentes 
eventos de discusión sobre la problemática cafetera, incluso, después de 1995. Tal es el caso del 
foro “Jornada Cafetera Libanénse”, realizado el 13 y 14 de julio de 1996 en ese municipio y 
coordinado directamente por Serna, dejando como resultado la formulación de un documento de 
trabajo con un conjunto de propuestas dirigidas a la Federación de Cafeteros y al gobierno central, 
en pro de una solución para los pequeños caficultores [Ramírez 2008b, 123]. 
La postura de este obispo ha sido siempre bastante crítica, teniendo particular notoriedad 
durante el gobierno de Samper. Así por ejemplo, en una entrevista concedida al diario El Tiempo en 
mayo 1998, afirmó que de parte del gobierno nacional no hubo interés real para comprender las 
propuestas que desde las comunidades -en las cuales él se incluyen- se estaban formulando, pese al 
importante número de diálogos establecidos con la presidencia, los ministerios, el gremio cafetero y 
las entidades financieras del sector [El Tiempo, “La realidad es hambre” 1998, may. 6].  
Si bien este sacerdote considera que tuvo un papel en el movimiento cafetero, no fue el de 
promotor de la organización de cafeteros, ni de los paros y marchas. Recalca que su papel fue 
sobretodo el de acompañamiento a las organizaciones, particularmente ASOPEMA, pero, sobre 
todo, la formulación de espacios de convergencia de los diferentes sectores interesados y afectados 
por la problemática social y económica de la crisis cafetera, para la formulación de alternativas 
[Ibíd.]. 
De cualquier manera, los resultados relativamente positivos de la movilización cafetera, 
evidenciados en los alivios de deudas, particularmente para los pequeños caficultores, si bien no 
fueron producto de un acuerdo firmado con los campesinos movilizados, si surgieron como 
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resultado de esta presión, acompañada de la que realizaron varios sectores de la sociedad y 
particularmente de autoridades eclesiales como Monseñor Serna. 
Años más tarde, en 2003, su postura crítica y su labor mediadora serían objeto de 
persecución judicial, al quedar involucrado en un proceso acusado de rebelión.  Los cargos 
imputados por la Fiscalía derivaron de los testimonios de supuestos reinsertados del ELN, cuyas 
acusaciones al sacerdote fueron desde jefe de finanzas y cobrador de secuestros del Frente 
Bolcheviques, hasta de ser uno de sus fundadores al haber elegido a El Líbano como sede la 
Diócesis a la cual fue trasladado en 1989. Posteriormente, la Procuraduría desvirtuó los testimonios 
por inconsistencia y contradicción, además, porque uno de los testigos claves se fugó en agosto de 
un centro de rehabilitación para la drogadicción, un mes después de sus declaraciones contra el 
obispo. De esta manera monseñor fue finalmente absuelto. 
Otro tipo de aliados trascendentes para la acción colectiva campesina han sido las 
organizaciones internacionales de acompañamiento humanitario, particularmente en el caso de 
Chaparral. Desde el año 2007, posterior a la segunda movilización de campesinos de las Hermosas 
y La Marina, los procesos organizativos que se han desarrollado en la región y algunos de sus 
dirigentes han contado con el acompañamiento de Interantional Peace Observatory (IPO). Este 
colectivo europeo acompaña de manera física a las comunidades y miembros de organizaciones que 
se consideran en riesgo frente a la dinámica del conflicto armado. Su mayor experiencia la ha 
desarrollado en el Magdalena Medio con labores de acompañamiento dirigidos a la Asociación 
Campesina del Valle del Río Cimitarra desde el año 2004. Articula su trabajo en torno a los 
lineamientos del Derecho Internacional Humanitario, buscando su cumplimiento en las zonas en 
conflicto para contribuir a mitigar los impactos del mismo sobre las comunidades campesinas. 
La labor de IPO se centra en visitas periódicas o permanencia física en las comunidades, de 
miembros europeos acreditados diplomáticamente para tal fin, realizando algunas labores de 
formación en áreas como derechos humanos y medios de comunicación. Su trabajo no es 
directamente la organización de las comunidades, ni la realización de acciones de protesta. Su 
participación en tales actividades está mediada por protocolos internacionales y se limita al 
acompañamiento de campesinos para evitar que sean objeto directo de agresiones por parte de 
organizaciones armadas.  
Si bien en el Tolima, y en particular en Chaparral, la presencia de IPO es reciente y 
esporádica, las visitas han sido valoradas de manera positiva por parte de los dirigentes campesinos. 
Por un lado, la difusión sobre mecanismos y herramientas relativas a los derechos humanos y el 
derecho internacional humanitario les ha permitido a los campesinos tener una nueva herramienta 
discursiva frente a las vulneraciones por parte del Ejército. En segundo lugar, la presencia de un 
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extranjero en las propias comunidades campesinas cambia la lógica de la denuncia frente atropellos 
vividos por causa del conflicto, ya que no se trata de ir hasta la cabecera municipal, que en algunos 
casos llega a estar a 7 o 10 horas de camino, sino que la visita se convierte en una especie de 
tribuna, en la que la escucha y la solidaridad parecen efectivas. Tercero, parte del trabajo de IPO es 
la publicación de los informes de sus visitas en la página web de la organización, situación que ha 
facilitado el acceso de los campesinos de la zona a un recurso tan difícil como escaso, escenarios de 
difusión más allá de las fronteras de la propia comunidad.  
 
4.4 El Enmarcamiento de la Acción Colectiva de Alto Riesgo 
Los marcos para la acción colectiva son el conjunto de símbolos y significados con los 
cuales los participantes de una determinada acción le dan sentido a la misma. Se trata de los 
discursos y referentes que le permiten a los sujetos colectivos construir los significados de sus 
acciones.  
Un de las conclusiones más importantes en el trabajo de Wood se refiere al surgimiento de 
una nueva cultura política insurgente en las zonas de estudio durante el periodo de la guerra, es 
decir como producto de la participación; parte en esa nueva cultura política es una nueva “identidad 
como miembro de una nueva comunidad que junta lleva a cabo hazañas desafiantes y celebra junta 
sus éxitos” [Wood 2003, 238]. Dicha cultura política es posible gracias a la reinterpretación de la 
injusticia en las relaciones sociales y la violencia estatal hecha por los campesinos gracias al marco 
de acción ofrecido por la teología de la liberación. 
De esta manera, el enmarcamiento de la acción colectiva de alto riesgo en un tipo de 
discurso o programa ideológico que permite interpretar y dar significado a los riesgos inherentes a 
la acción, posibilita que en el proceso mismo de movilización se construya una nueva identidad 
como participes de una comunidad constituida para generar cambios capaces de transformar la 
historia por otra más justa. En otras palabras y de acuerdo con la literatura revisada, la participación 
en acciones de alto riesgo se encuentra indefectiblemente ligada a la interpretación de los riesgos en 
el marco de propuestas ideológicas, a partir de las cuales es posible también construir un sentido 
compartido sobre lo que caracteriza el nosotros.          
Para los casos que se analizan, los marcos de acción no están, en primera instancia, 
relacionados con una propuesta ideológica específica. Pese a la gran influencia de la insurgencia en 
las zonas, no muchos habitantes de las mismas se considerarían a sí mismos como revolucionarios o 
de izquierda, ya que la difusión de creencias religiosas, particularmente de iglesias evangélicas, está 
muy extendida, así como creencias y filiaciones partidistas, particularmente del Partido Liberal. En 
estas zonas se ha forjado una especie de cultura política en la que coexisten los símbolos de 
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injusticia, sensación de ser olvidados, represión por parte del Estado, pero también solidaridad y 
caridad cristiana, así como cierta credibilidad de los mecanismos electorales de participación.  
La sensación de olvido por parte de las instancias gubernamentales se ha forjado en cierta 
manera como una herencia de la debilidad de la dimensión fáctica del Estado y ante la no resolución 
de problemas básicos, tales como el acceso a servicios públicos en el Cañón de las Hermosas o la 
dificultades productivas de la economía cafetera en el norte del Tolima. Los factores de represión 
estatal y de persecución paramilitar han acentuado tal perspectiva, pero han colocado el énfasis en 
lo relativo al gobierno central. Es este el que genera mayores desconfianzas y temores, ya que las 
instancias locales como alcaldes y concejales suelen estar más cercanos y de alguna manera, prestos 
a la negociación, como ha ocurrido con la Mesa de Transparencia en Chaparral. Sin embargo, esta 
desconfianza no alcanza para afirmar que entre el campesinado de la zona exista un sentimiento de 
rebeldía per se o una identificación como militantes de la izquierda.  
Las condiciones de la movilización campesina evidencian que, partiendo de reconocerse 
como comunidad y como productores agropecuarios, será la injusticia el marco de acción al que 
más se recurre en estas zonas. Injusta será la pérdida de las cosechas y las fincas en manos de los 
bancos, injustas son las condiciones de vida de la población del Cañón de las Hermosas que en 
épocas de invierno no puede sacar sus productos, injustos los asesinatos que parecen no tener otro 
argumento que la presencia histórica de la guerrilla, sobre la cual no se sienten responsables. Y así 
lo reflejan los pliegos de exigencias y las solicitudes extendidas. 
La búsqueda de justicia deriva de dos elementos. Por un lado la consideración de todo el 
trabajo que cotidianamente realiza el campesino y que no es valorado. Durante el paro cafetero de 
1995 se colocaron en juego las capacidades productivas de los campesinos, así como su 
supervivencia. Si los bancos terminan por apropiarse de los bienes y fincas, entonces el trabajo del 
pequeño y mediano caficultor no era valorado al perder toda posibilidad de retribución. De otra 
parte, la necesidad de justica también deriva de concepciones religiosas, particularmente las iglesias 
cristianas y evangélicas, en Chaparral, o ciertos elementos de la teología de la liberación en El 
Líbano. Con diferentes matices, cada una de estas corrientes propende por la realización de las 
“condiciones del cielo sobre la tierra”, entre las cuales cabe resaltar que Dios no está de acuerdo con 
la injusticia y de ahí que sea necesario buscarla, o, alternativamente, que Dios nos ha regalado la 
vida, nadie tiene derecho a arrebatarla y, por lo tanto, hay que defenderla. No quiere esto decir que 
las diferentes iglesias se hayan propuesto generar este tipo de interpretaciones, por lo menos no en 
el caso de las cristianas y evangélicas. Lo que ha sucedido, para ciertos campesinos, es una 
convergencia de fuertes creencias religiosas, desconfianza hacia el Estado y precarización en las 
condiciones de vida, ya sea por razones económicas o de seguridad. 
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Al sentimiento de injusticia le acompaña el de reconocimiento de su situación como parte 
de una problemática general, es decir, la certeza de que la situación propia no es única ni particular 
y que existen otros campesinos en condiciones parecidas. Tal es el caso de las movilizaciones por la 
defensa de los derechos humanos en el Cañón de las Hermosas, donde el incremento de la 
represión, particularmente desde el lado estatal, ha sido afrontado desde el recurso argumentativo de 
la proliferación de “falsos positivos”, dando la posibilidad de exponer la situación local como 
perteneciente a un problema de índole nacional, contribuyendo a la construcción de un marco 
específico, articulado a partir de un “No estamos solos, no nos pasa únicamente a nosotros”. 
Los marcos de acción han sido particularmente útiles para el caso de los dirigentes 
campesinos locales. La participación de los líderes involucra un mayor grado de visibilidad y por lo 
tanto de riesgo, hecho que no se explica por mecanismos como los de masa crítica o simplemente 
por coacción. Los argumentos, explicaciones y relatos de los dirigentes muestran un importante 
sentido de responsabilidad sobre las comunidades, en ocasiones fundada en comportamientos 
patriarcales y en otras por tratarse de una cuestión de prestigio. Así que la interpretación de las 
acciones a desarrollar cuando de dinámicas contenciosas se trata, se da con el apoyo de un esquema 
fundado en la búsqueda del bien común, que implica superar situaciones injustas, así como en la 
necesidad de cumplir un papel particular en esa búsqueda. 
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CONCLUSIÓN 
 
El ejercicio de análisis realizado ha permitido reconocer, de una manera alternativa, la 
complejidad de factores que se interrelacionan en el desarrollo de la acción colectiva contenciosa 
campesina, haciendo énfasis y proponiendo un cuerpo explicativo a la aparente contradicción entre 
movilización social y condiciones adversas a la misma.  
Desde la perspectiva analítica, el estudio comparado de los dos casos seleccionados permite 
ver como la Acción Colectiva de Alto Riesgo, más que un momento dentro de la movilización 
social, constituye una condición y una relación política, la cual se va construyendo de manera 
progresiva a lo largo del tiempo. Más que ninguna otra forma de acción colectiva, la de alto riesgo 
implica la construcción tácita o explícita de acciones, reacciones y respuesta entre sujetos colectivos 
movilizados y contendores. Si el interés en juego plantea desafíos muy amplios a éstos últimos, sus 
respuestas escalarán el riesgo para quienes se movilizan, situación cuyo desenlace variará de 
acuerdo con los recursos a los que accedan, por lo que bien pueden conducir a potenciar la acción 
colectiva, como ocurrió en el caso de Chaparral, o bien pueden constreñirla y desarticularla, como 
se dio en el municipio de El Líbano. 
Se ha evidenciado que los niveles de riesgo no son estáticos en el tiempo, sino que se van 
escalando o van descendiendo de acuerdo con las respuestas generadas en el desarrollo de una 
acción colectiva determinada. Análogamente, el nivel de riesgo no presenta una relación 
proporcional con el grado de confrontación y uso de la fuerza que los sujetos movilizados quieren 
presentar ante sus oponentes, con excepción de las acciones en las que tal nivel de confrontabilidad 
es suficientemente elevado. De esta manera, acciones colectivas que despliegan poco uso de la 
fuerza por parte de los campesinos han llegado a presentar, en muchas ocasiones, el nivel de riesgo 
más elevado, indicando que más allá de la confrontabilidad, lo trascendente será el tipo de interés en 
disputa. 
Frente a este último aspecto, los casos estudiados muestran como los intereses se 
encuentran altamente vinculados con las transformaciones territoriales y socioeconómicas a nivel 
local y en articulación con lógicas nacionales. Sin embargo, dichas transformaciones explican buena 
parte de los motivos de protesta, así como de la lógica del conflicto, pero no los desarrollos de las 
acciones colectivas, cursos de acción, aliados, fracasos, éxitos relativos y demás. 
El análisis de la acción colectiva en las regiones seleccionadas evidencia las características 
de discontinuidad y disruptividad. Una de las consecuencias de mayor trascendencia en la forma en 
la que se ha desarrollado la acción colectiva de alto riesgo en las regiones de estudio es la 
eliminación práctica de generaciones de cuadros, lo que ha dificultado el desarrollo de procesos de 
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movilización y explica en parte su discontinuidad. De esta manera, los procesos de acción colectiva 
han tenido que recrearse y reconstruirse por efectos de la eliminación física y la persecución.  
El hecho de que se presenten momentos de auge acelerado en la acción colectiva campesina 
evidencia que, pese a las discontinuidades, la protesta sigue siendo un importante espacio de 
participación política para el campesinado, que junto con las elecciones, constituyen los principales 
mecanismos de promoción de propuestas y opiniones del campesinado hacia quienes ejercen el 
poder.  
Los casos estudiados reafirman la necesidad de no naturalizar en el campesinado la actitud 
de confrontación, ya que ésta ni es preexistente, no surge espontáneamente, ni puede considerarse 
como irrealizable. En otras palabras, que la acción colectiva contenciosa en el Tolima muestre que 
no es una constante en el panorama social y político durante los últimos tres lustros, no significa 
que los campesinos hayan dejado de ejercer la protesta, ni que sus exigencias y reivindicaciones 
estén siendo canalizadas por mecanismos más efectivos. Pero la masividad en la participación, que 
han  evidenciado en ciertos momentos en los municipios estudiados, no indica de manera unívoca 
que entre el campesinado exista un espíritu latente y dispuesto a la protesta. 
Profundizando esta consideración, los casos estudiados desde la perspectiva de la Acción 
Colectiva de Alto Riesgo contribuyen afirmando que al no ser una condición natural en el 
campesino, la protesta se hará efectiva en la conjugación de motivos suficientes, estructuras 
organizativas y recursos apropiados para posibilitar la movilización en condiciones de adversidad. 
La configuración de los motivos se da tanto alrededor de consideraciones sociales y económicas 
estructurales, como la precarización de condiciones de vida y la discusión sobre los usos de recursos 
medioambientales estratégicos para las zonas  
Para los sujetos colectivos movilizados, los riesgos a los que se enfrentarán se ponderan 
según experiencias y saber adquirido. Su análisis anticipado implica un grado de racionalización de 
los riesgos como variable intrínseca y no como hecho fortuito, lo cual influye no sólo en la toma de 
decisión individual sobre participar o no, sino que ha determinado cursos de acción para 
organizaciones y dirigentes.  
Tal y como se vio en los casos estudiados, las condiciones de riesgo para la acción colectiva 
se forjan en escenarios específicos. Si bien las características de la confrontación armada en lo local 
resulta ser uno de sus principales determinantes, la sola presencia de organizaciones armadas en un 
municipio o una región no implica en sí misma la configuración del alto riesgo. Los escenarios de 
riesgo, en los cuales se gesta la acción colectiva contenciosa de estas características, están 
determinados por la conjunción de transformaciones territoriales y socioeconómicas, características 
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de los agentes de violencia organizada que hacen presencia en cada región y la lógica de violencia 
contra la población no combatiente.  
En los municipios estudiados, la acción colectiva de alto riesgo ha surgido de manera 
diferenciada y ha tenido resultados disímiles. En El Líbano la protesta campesina emergió en el 
momento de crisis del anterior modelo agrícola, articulado alrededor de la caficultura; los riegos se 
escalaron y elevaron con posterioridad al principal evento de acción colectiva que fue el Paro 
Cafetero de 1995, con la incursión paramilitar como la principal gestora de los peligros y 
adversidades, teniendo como resultado final la desestructuración de las diferentes formas de 
organización y protesta construidas a finales de los años noventa y principios de la década de dos 
mil.  
El caso de ASOPEMA  en el municipio de El Líbano evidencia que los repertorios de la 
acción colectiva se encuentran seriamente limitados cuando las condiciones de riesgo son extremas, 
particularmente si tal situación coincide con un acceso limitado a recursos externos. El escalamiento 
del riesgo no pudo afrontarse de la manera en la que lo han podido hacer otros procesos como el de 
la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. Hay cierto nivel de riesgo que puede ser asumido, 
pero cuando las operaciones de exterminio se hicieron sistemáticas, los mecanismos conocidos para 
hacerle frente a la situación como la acción gremial cotidiana (formación, acciones de protesta, 
proyectos productivos), no tuvieron mayor utilidad. Fueron atacados por muchos flancos y no 
contaban con las herramientas para responder de manera ordenada. Los factores de vulnerabilidad 
hicieron crisis en un mismo momento (asesinato y amedrentamiento, como amenaza creíble, 
judicializaciones) sin contar con herramientas para la protección ni individual ni colectiva. 
En Chaparral, la movilización campesina fue consecuencia del incremento de hechos de 
violencia contra el campesino, surgiendo en condiciones de riesgo que a su vez han contribuido a 
potenciar la movilización, aunque con serias dificultades para sostenerla en el tiempo y construir 
organizaciones sólidas. 
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